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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretaria General de Gobierno, señora Ena von Baer Jahn, y de Planificación, señor Felipe Kast Sommerhoff.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 25ª y 26ª, ambas ordinarias, en 14 y 15 de junio del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N° 7.308-06).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 6.415-08) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Con el segundo comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la prohibición del trabajo nocturno de los menores en establecimientos industriales y comerciales, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.116-13) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el tercero señala que ha aprobado el proyecto de ley que reajusta monto del ingreso mínimo mensual, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 7.737-05) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que envía copia autorizada de resolución dictada en relación con el requerimiento de inconstitucionalidad, promovido por diecisiete señores Senadores, respecto del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, aprobado por el Congreso Nacional (boletín N° 6.426-10).



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con los que contesta igual número de solicitudes de antecedentes, cursadas en nombre del Senador señor Horvath, referentes a la evaluación de impacto ambiental del proyecto HidroAysén y a instrucciones impartidas a las fuerzas policiales con motivo de manifestaciones convocadas en mayo pasado.



Del señor Ministro de Justicia, con el que responde una solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, relativa al estado de salud de comuneros mapuches en huelga de hambre y al protocolo previsto por Gendarmería para proceder a su alimentación forzada.



Siete del señor Ministro de Salud:



Con los dos primeros atiende peticiones de información, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, respecto del número de personas anualmente diagnosticadas con cáncer de piel y de las medidas previstas para no interrumpir la entrega de medicamentos a pacientes que se dializan en el hospital Las Higueras de Talcahuano.



Con los dos siguientes absuelve consultas, cursadas en nombre de la Senadora señora Rincón, en lo atinente a la posibilidad de otorgar recursos para la implementación de jardines infantiles modulares en las comunas de Cauquenes y Constitución y al pago de remuneraciones a cuidadoras del consultorio poniente de Cauquenes.



Con el quinto contesta una petición, enviada en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, en cuanto a si el proyecto de construcción del hospital de Chillán consulta un helipuerto.



Con el sexto adjunta antecedentes, requeridos en nombre del Senador señor Prokurica, sobre cobertura de las instituciones de salud previsional y a sus correspondientes redes de prestadores preferenciales, según patologías incorporadas en las Garantías Explícitas de Salud.



Con el último da respuesta a una petición, formulada en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), para la iniciación de las obras del Centro de Diagnóstico y Tratamiento de La Serena.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que responde una consulta formulada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de eventual modificación de la Ley de Cabotaje, en materia de reserva de este.



De la señora Ministra del Medio Ambiente, con el que da respuesta a una solicitud, remitida en nombre del Senador señor Navarro, en relación con las medidas adoptadas ante denuncias de intervenciones en el humedal Rocuant-Andalién, en la comuna de Talcahuano.



Dos del señor Ministro de Energía: 



Con el primero responde una solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Horvath, sobre las transferencias de recursos que esa Secretaría de Estado ha realizado para subsidiar los sistemas solares térmicos en Regiones.



Con el segundo da respuesta a la petición transmitida, en nombre del Senador señor Horvath, relativa a la conveniencia de que los proyectos presentados por HidroAysén y Energía Austral incorporen una visión integral de su pleno potencial de desarrollo en beneficio de la Región de Aysén y la provincia de Palena.



Del señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, con el que, en respuesta a petición enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, informa lo relacionado con el proyecto de resolución promovido por Chile -junto con otras naciones-, durante la reciente Asamblea de la Organización de Estados Americanos, en materia del proceso de desminado en el Continente.



Del señor Tesorero General de la República, con el que remite información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a pago de patentes mineras, durante los últimos cinco años.



Del señor Director del Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el que atiende una solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, en lo atinente a uso de la marca “Torres del Paine”.



De la señora Directora del Trabajo (s), con el que da respuesta a una solicitud, remitida en nombre del Senador señor Navarro -a la que adhirieron los Senadores señores Escalona y Girardi-, sobre relación laboral entre la empresa Lider y los empaquetadores que prestan servicios en seis de sus establecimientos, por cuenta de Tipper’s Service.



De la señora Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, con el que contesta una petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, respecto de programas de prevención de violencia intrafamiliar en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Del señor Intendente Regional de Aysén (s), con el que, en respuesta a petición hecha en nombre del Senador señor Navarro, informa que remitió a los gobernadores provinciales ejemplar de la carta del Obispo de Aysén, leída en Asamblea de Socios de Colbún, en abril pasado.



Del señor Alcalde de Concepción, con el que contesta petición de información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, en materia de solicitudes de extracción de áridos desde la cuenca del río Biobío.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Dos de la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.440-05) (Véase en los Anexos, documento 4).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Gómez, Escalona, Frei (don Eduardo), Lagos y Navarro, en primer trámite constitucional, sobre información al Congreso Nacional en materia presupuestaria (boletín N° 7.414-05) (Véase en los Anexos, documento 5).



Dos de la Comisión de Obras Públicas, relativos a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Gómez y Cantero, en primer trámite constitucional, en lo referente a cobro de peajes en autopistas sin caminos alternativos (boletín N° 7.493-09) (Véase en los Anexos, documento 6).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Gómez, en primer trámite constitucional, que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (boletín N° 7.636-09) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Letelier, en primer trámite constitucional, que prohíbe a empresas que otorgan créditos exigir seguro de cesantía a jubilados (boletín N° 6.980-03) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.



De la Comisión Revisora de Cuentas, mediante el cual comunica que ha aprobado las cuentas de la Tesorería del Senado, correspondientes al año presupuestario 2010, acompañando una síntesis de las mismas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional; e Informe Complementario de la misma Comisión, recaído en la rendición de cuentas de la Tesorería, correspondientes al período comprendido entre el 1° de enero y el 31 de marzo de 2011, ambos aprobados por la Comisión de Régimen Interior.



--Se toma conocimiento y se manda publicar la síntesis de las cuentas del año 2010 en el Diario Oficial.

Moción



Del Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que sanciona el trato degradante a menores de edad (boletín N° 7.743-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Allende y señores Letelier y Rossi, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo a las bases de cálculo de las indemnizaciones por término del contrato de trabajo.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad a lo dispuesto en el N° 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Moción de los Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Espina, García, Pérez Varela y Tuma, con la que inician un proyecto de ley que establece una nueva regulación legal del sistema chileno de tratamiento de datos personales.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo prescrito en el inciso tercero y en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión de Economía ha pedido recabar el acuerdo de la Sala para dirigir oficio al Primer Mandatario, a fin de que se sirva estudiar la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja los propósitos de esta última moción.



--Se accede a lo solicitado.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Pizarro para ausentarse del territorio nacional entre los días 19 de junio y 3 de julio del año en curso.



--Se accede.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).-  Quiero saludar al Obispo Jorge Méndez, Presidente del Consejo Nacional de Obispos y Pastores Evangélicos de Chile; al Obispo Emiliano Soto, Presidente de la Mesa Ampliada de Iglesias Evangélicas, y al Obispo Hédito Espinoza, Secretario General del Concilio Nacional de Iglesias Evangélicas; a sus directivas y a quienes los acompañan.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Y deseo de igual manera saludar muy especialmente a la familia del ex Diputado Carlos Lorca, asesinado en dictadura, a quien se le rendirá homenaje.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende para referirse a la Cuenta.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, se ha declarado inadmisible la moción que presentamos junto con los Senadores señores Letelier y Rossi, relativa a las bases de cálculo de las indemnizaciones por término del contrato de trabajo, en cuanto a la interpretación que, en su momento, hizo la Dirección del Trabajo, la cual, afortunadamente, fue retirada con posterioridad.



Nosotros planteamos que tal materia debe quedar establecida en una ley para que, en adelante, no se entienda de otra manera, lo que puede ser bastante arbitrario, como ocurre si se restan del cálculo de la indemnización los bonos de locomoción y de alimentación, lo que perjudica claramente a los trabajadores.



Creemos que la moción que presentamos es perfectamente admisible, al igual que se determinó respecto de otra similar iniciada en la Cámara de Diputados. 



En nuestro concepto, no estamos estableciendo una nueva función, sino precisando que el punto tiene que ser incluido en la legislación, para no dejarlo sujeto, simplemente, a un trámite de oficio de la Dirección del Trabajo.



Por lo tanto, ruego a la Mesa revisar la declaración de inadmisibilidad del proyecto de ley de que se trata, porque, en nuestra opinión es perfectamente admisible.

El señor GIRARDI (Presidente).- La Mesa entiende que se declaró inadmisible la semana pasada una moción de las mismas características. Por lo tanto, ya hay precedente al respecto. 



No obstante, se podría poner en votación el asunto, a fin de que la Sala sea la que resuelva.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora RINCÓN.- ¡Por favor, señor Presidente! 

El señor ROSSI.- Estimo que es una falta de respeto en la que están incurriendo las personas que están de visita.



¡Dejen de discriminar!

El señor GIRARDI (Presidente).- Recuerdo a quienes se encuentran en tribunas que está prohibido hacer manifestaciones y mostrar carteles. Por lo tanto, solicito mantener orden en la Sala, a fin de no interrumpir el normal  desarrollo de la sesión.



Voy a poner en votación el planteamiento de la Senadora señora Allende.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente pondrá en votación la admisibilidad de la moción de que se ha dado cuenta  -cuya autoría es de la Honorable señora Allende y de los Senadores señores Letelier y Rossi-, mediante la cual inician un proyecto de ley relativo a las bases de cálculo en las indemnizaciones por término del contrato de trabajo, interpretando la disposición pertinente del Código del Trabajo.



Quienes la estimen admisible, deberán votar “sí”; quienes piensen lo contrario, “no”.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¿Cuál es el problema? 

El señor GIRARDI (Presidente).- Le voy a dar nuevamente la palabra al señor Secretario General, para que dé cuenta de los fundamentos por los cuales se declaró inadmisible la moción.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La declaración de inadmisibilidad se basa en lo que dictamina el artículo 65, inciso cuarto, número 4°, de la Carta Fundamental, que establece las materias de ley que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Dicho precepto, incluso, no distingue entre  los distintos tipos de proyectos; vale decir, si se trata de una norma interpretativa o de una ley común; pero la normativa vigente se aplica igual.



La moción de que se trata, al igual que otra declarada inadmisible la semana pasada, incide en las facultades exclusivas del Presidente de la República, pues pretende fijar un beneficio económico ya existente sobre la base de interpretar que se considerarán las asignaciones de colación y movilización para el cálculo de la indemnización.



Por consiguiente, sin perjuicio del fondo de tal proyecto, la materia se relaciona con una atribución exclusiva del Presidente de la República, conforme a la disposición que he citado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, quiero hacer dos consideraciones con relación al tema que nos ocupa.



La primera es que no comparto el análisis del señor Secretario sobre la materia, porque el artículo 172 del Código del Trabajo consagra que este tipo de bonos forman parte de lo que debe considerarse para determinar la indemnización de los trabajadores. 



Creo que en ese sentido una norma interpretativa no altera la base de cálculo y, por tanto, no irroga mayor gasto.



La segunda consideración -se la he expresado a mis colegas- tiene que ver con el supuesto de que no debiéramos legislar, porque la norma es clara. En caso de hacerlo, reiteraríamos lo existente. Pero, como lo que abunda no daña, la idea de algunos colegas es dar claridad en algo que la Dirección del Trabajo ha vulnerado. Eso es en lo que nosotros debemos insistir. Y si la vía legislativa es la que procede, tendremos que recurrir a ella.



En mi opinión, no basta con que el Gobierno haya solicitado reconsiderar el dictamen, porque estamos sujetos a que nuevamente se presente una idea en el mismo sentido. Y la señora Ministra del Trabajo señaló públicamente que tal materia tiene que ser legislada.



Como tenemos dudas respecto de cuál es el sentido de la legislación, obviamente nos parece que una ley interpretativa tiene sentido. No aumenta gastos, sino que persigue dar claridad respecto de algo que el Parlamento ya abordó.






)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Antes de continuar, quiero saludar al Presidente del Consejo Comunal de la Discapacidad de Temuco, don Carlos Muñoz, y a la directiva que lo acompaña.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).






)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente,  no quiero emitir un pronunciamiento sobre un asunto que puede ser discutible sin tener a la vista el texto del proyecto. Solo me he impuesto de la mención que se hizo en la Cuenta. Pero quiero conocer su tenor para determinar si con él se contraría la disposición del número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución. 



No me pronunciaré, porque puede haber argumentos a favor o en contra por el hecho de tratarse de una norma interpretativa. Por lo demás, el número 4° citado -que es muy amplio- no nos permite presentar alguna iniciativa que involucre incrementar emolumentos o beneficios.



¿Qué se pretende con el texto? Solicité a la Senadora Allende y a la Secretaría el texto de la moción, pero me han dicho que no está disponible por el momento.



En consecuencia, no me atrevo a votar en estas condiciones.

El señor NOVOA.- Que se vote mañana, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- El Senador señor Novoa ha hecho una proposición razonable y sabia, en el sentido de dejar pendiente para mañana la decisión, con el objeto de tener el texto del proyecto a la vista.

La señora ALLENDE.- De acuerdo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a respetar el orden de los inscritos para hacer uso de la palabra mañana.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath para referirse a otro asunto.






)------------(

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en otra materia, pido que se recabe el asentimiento de la Sala a fin de ampliar, hasta después de la semana regional, el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley referente a antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones y a aquel sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En el primer caso, parece que el plazo vence mañana.

El señor HORVATH.- Hoy. 

El señor PROKURICA.- Expiró esta tarde, a las 13, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Como se trata de un proyecto urgente, con gran demanda ciudadana, de haber acuerdo, sugiero extender el plazo solo hasta la primera sesión de julio.

El señor HORVATH.- De acuerdo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala...

El señor NOVOA.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, lo único que quiero señalar es que mientras discutimos la iniciativa se están instalando cientos de antenas en todas partes.



Les pido a los señores Senadores que tratemos de respetar los tiempos para formular indicaciones.

El señor NAVARRO.- ¡Cierto!

El señor NOVOA.- Como Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, he recibido de parte de la ciudadanía de numerosas comunas la solicitud de despachar urgentemente el proyecto.



Ahora, no tengo problema en extender el plazo, pero deseo dejar constancia de que mientras tanto nos estamos llenando de antenas que no cumplen las normas más estrictas que contiene la iniciativa en tramitación.



Sugiero como plazo el lunes 4 de julio.

El señor GIRARDI (Presidente).- Señor Senador, por la premura del tiempo y las denuncias que estamos recibiendo en todas las comunas, donde existe una presión bastante dramática por la instalación de antenas debido a la inminente dictación de la nueva ley, sugiero ampliar el plazo solamente hasta este viernes, porque lo considero suficiente para cualquiera y porque tenemos que dar una señal de que se trata de un tema prioritario que la ciudadanía está demandando.



No creo que existan más fundamentos o argumentos para dilatar el trámite más allá.



Entonces, si le pareciera a la Sala, se abriría un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre antenas hasta este viernes 24, a las 12.

La señora ALVEAR.- No hay inconveniente.

El señor ROSSI.- Está bien.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Senador Horvath, ¿tiene usted otro punto?

El señor HORVATH.- Acerca del mismo tema, señor Presidente.



Quiero precisar que la solicitud de mayores plazos no es para dilatar los proyectos, sino para sacar leyes sin imperfecciones.



En lo que se refiere a la iniciativa sobre responsabilidad por daños de animales, cuyo plazo también se halla vencido, solicito abrir un nuevo término para formular indicaciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Qué fecha propone, Su Señoría?

El señor HORVATH.- El primer lunes de vuelta de la semana regional. 



Debo hacer presente que el Ejecutivo está elaborando una indicación sustitutiva general.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en la línea de lo que plantea el Senador Horvath, solicito que el plazo sea hasta el 11 de julio, porque la siguiente semana es regional y queremos tener algunas reuniones con agrupaciones animalistas, lo cual yo sé que a mi Honorable colega también le interesa.

El señor NAVARRO.- De acuerdo, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se ampliará el plazo para formular indicaciones al proyecto sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos hasta el lunes 11 de julio.



Acordado.

)--------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy se ha informado del ingreso al Senado del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



Por tal motivo, solicito recabar el asentimiento para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar paralelamente con la Sala después del homenaje previsto -está presente el señor Ministro- con el objeto de discutir y despachar dicha iniciativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Esa autorización, señor Senador, viene contenida en los acuerdos de Comités, de los cuales se dará cuenta en un rato más.

El señor FREI (don Eduardo).- Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- A continuación, se rendirá homenaje en memoria del ex Diputado señor Carlos Lorca Tobar.

HOMENAJE EN MEMORIA DE EX DIPUTADO CARLOS LORCA TOBAR

El señor GIRARDI (Presidente).- La Mesa del Senado reitera sus saludos a la familia y amigos de don Carlos Lorca. Estamos muy contentos de efectuar este homenaje.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente; Senadores y Senadoras; estimados familiares del ex Diputado Carlos Lorca Tobar:



Rendimos homenaje a Carlos Lorca Tobar, Diputado de la República entre el 21 de mayo y el 11 de septiembre de 1973. Fue secuestrado el 25 de junio de 1975 por agentes del Estado pertenecientes a la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) y permanece desaparecido hasta el día de hoy.



Carlos Lorca fue dirigente estudiantil y juvenil; un intelectual de amplio horizonte, y un sabio, coherente y ejemplar dirigente político.



Elegido Secretario General de la Juventud Socialista en agosto de 1971, unió su vida a la suerte del Gobierno del Presidente Salvador Allende. Comprendió lo que muchos no supieron distinguir ni entender en la vorágine de aquel entonces: que el colapso del gobierno constitucional iba a significar el derrumbe de la democracia chilena por un período de tiempo ilimitado.



Carlos Lorca intuía que, una vez instalada, la dictadura militar no iba a ser ni breve, ni temporal, y que iba a declarar interdicta a la civilidad y a la sociedad chilena en su conjunto por tiempo indefinido. Y así ocurrió.



Una pesada y cruel cadena de persecuciones se desató desde el 11 de septiembre, apenas realizado el golpe de Estado, que él caracterizó como golpe fascista, por la saña con que la represión se abalanzó sobre obreros, campesinos, intelectuales, profesionales y estudiantes. Contra todo aquello que significara pensar distinto, el poder oficial que se impuso actuó sin piedad e implacablemente.



Carlos Lorca sabía que las víctimas privilegiadas del régimen que se establecía iban a ser el movimiento popular y los intelectuales, la gente humilde y las personas decentes que se atreven a pensar en la justicia social y que, por ello, se agrupan en los partidos políticos, populares y democráticos, en los cuales se cobija precisamente la gente que sueña con un mundo mejor. 



No se equivocó.



Ante la violencia criminal estuvo dispuesto a sacrificarse. Permaneció en Chile, a pesar de la persecución; sabía que estaba en juego su vida, pero no retrocedió ni se sometió.



Entendió que la dictadura quería destruir todo lo valioso de las luchas populares, desde Luis Emilio Recabarren hasta Salvador Allende, y se interpuso a ese designio luchando por la continuidad histórica del Partido Socialista de Chile. 



Se convirtió, junto con Exequiel Ponce y Ricardo Lagos Salinas, en el núcleo y centro direccional del socialismo chileno en tan dramática encrucijada.



Carlos Lorca no ignoraba que al resistirse a ese poder feroz no tendría espacio para retroceder. Sabía que el fascismo jamás perdonaría su osadía, y aún así lo hizo. Amaba la libertad al precio de su vida. 



Esa decisión, tan definitiva como irrevocable, fue determinante para que los jóvenes chilenos hoy lleven con orgullo su legado en sus corazones.



Su voluntad era resistir e indicar un camino. Con ese objetivo, a comienzos de 1974, Carlos Lorca tuvo el coraje de proponer el acuerdo político de la Izquierda con la Democracia Cristiana, cuando eran muy pocos los que se atrevían a hacerlo. Así, fue precursor de la alternativa política que desde 1988 en adelante, expresada por la Concertación, logró unir al Partido Socialista, la Democracia Cristiana, el Partido Radical y el Partido Por la Democracia y generar y orientar una amplia mayoría nacional para llevar a nuestro país por el camino de la reconstrucción de la democracia.



Carlos Lorca sabía que no habría reivindicación popular posible sin recuperar la democracia, y que para ello se debían superar las agudas diferencias que habían confrontado al Partido Socialista con la Democracia Cristiana, a fin de reponer sin exclusiones la unidad social y política del pueblo de Chile.



Para Carlos Lorca la lucha política no era un pasatiempo, y tampoco creía que las convicciones se adaptan al último grito de la moda. La política era para él un compromiso profundo con la patria y los trabajadores.



Carlos Lorca no era una veleta que se movía al soplo del viento. Gustaba del debate de ideas y despreciaba el canibalismo político y el comidillo inconducente e intrascendente.



Era un pensador, un hombre joven de extensísima cultura, un político con mayúsculas.



Austero en sus costumbres, fue un luchador socialista que entregó todo lo que podía entregar -su vida, incluso- para recuperar la libertad y la democracia, pues a cada paso comprobaba que la dictadura era el reino de la opresión de los poderosos.



Carlos Lorca jugaba ajedrez; lo hacía muy bien. Fue incluso campeón universitario. Todo en él era el gusto por las ideas, por el ejercicio mental, por el estudio y la lectura. Pero su compromiso libertario fue inquebrantable. De allí nació la voluntad por la cual sobrevivió más de un año de precaria clandestinidad, sostenido dramáticamente por un puñado de jóvenes socialistas como él, la mayoría de los cuales también fueron desaparecidos por la DINA.



Fue la generación que pagó el costo de la dictadura. El fascismo se ensañó con esos jóvenes.



Ante tan conmovedora experiencia, nosotros, los socialistas, y los demócratas chilenos en general, hemos reconocido los errores políticos cometidos en las circunstancias históricas anteriores a la tragedia del 11 de septiembre de 1973. Sería bueno que la Derecha también, algún día, fuera capaz de hacerlo y condenara el horror que se ejecutó bajo el régimen del que formó parte.



La DINA se ensañó con la familia de Carlos Lorca. Le prometieron que por una gran suma de dinero se lo devolverían. Sus padres fueron chantajeados y estafados. En busca del hijo hicieron lo imposible. Nada consiguieron. Sus hermanos fueron forzados al exilio y lejos padecieron el dolor por su pérdida y por el destierro.



Muchos pidieron clemencia por Carlos Lorca sin ser escuchados. El ex Presidente de Panamá Arístides Royo pidió por él al propio dictador, en una entrevista oficial. Este, en su felonía ilimitada, le respondió que “eso” no se podía porque era un pez “demasiado gordo”. Era el cinismo del criminal que estaba en el poder.



Para un intelectual como Carlos Lorca, la clandestinidad fue una opción obligada y muy difícil. El testimonio de quienes lo vieron en sus últimas semanas antes de ser apresado nos habla de su extremo sacrificio: se encontraba empobrecido, enflaquecido y haciendo uso de sus últimas reservas de energía, cercado por la cacería de la DINA y el afán del régimen por capturarlo y hacerlo desaparecer. 



Fue el asesinato de un hombre que estaba indefenso, que no tenía más que su confianza en que los días del horror serían dejados en el pasado y que en la patria chilena flamearía otra vez la bandera de la libertad. Abrigaba la certeza de que nuevamente se pisarían las calles sin terroristas de Estado y con hombres y mujeres libres.



Carlos Lorca desapareció físicamente, pero nunca podrá ser arrancado del recuerdo de quienes lo conocimos y de todos los que, sin conocerlo, han sabido quién era, se han enterado de su consecuencia, y comparten sus ideales y su semblante de hombre de paz, sabio, consistente, firme, indestructible.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente; señoras y señores Senadores; Diputados presentes; estimada familia de don Carlos Lorca Tobar; señoras y señores:



Por especial encargo de los Senadores de mi bancada, hablo en representación de la Democracia Cristiana en el homenaje que ahora rendimos en memoria de un Diputado con el que fui colega en la Cámara Baja por seis meses en el año 1973.



Intervengo también en nombre del Senador Carlos Bianchi, por especial petición de él.



En aquellos tormentosos años, en que se produjo el mayor caos político que ha vivido nuestra República desde su nacimiento, nos correspondió estar en frentes políticos separados. En ese entonces Carlos Lorca luchaba por sus ideales socialistas y defendía al Presidente Allende, de quien era cercano colaborador. Yo y otros, por nuestra parte, lidiábamos para que no cayera la democracia chilena.



Él era médico, igual que yo. Por lo tanto, muchas veces debimos discutir temas de salud. Él era psiquiatra; yo, un aficionado a esa ciencia. Pero varias veces tratamos de desentrañar lo que pasaba en nuestro país, disecando los factores que apuraban y apremiaban nuestra paz interna y las eventuales posibilidades de acuerdo.



Como la vieja frase aplicable a la Guerra Civil Española, de triste recuerdo y similitud con la situación chilena en esos años, No fue posible la paz. Meses después se escribió un segundo libro, similar a la citada bibliografía española, titulado, de manera atroz, Un millón de muertos, simbólico texto que siguiera al famoso primer libro hispano que describía la herida abierta de la madre patria.



Carlos Lorca, Diputado en 1973, es uno de los ocho parlamentarios chilenos que han muerto en forma violenta en los 200 años del Congreso Nacional en el ejercicio de su cargo. Los otros son Jaime Guzmán, Gastón Lobos, Vicente Atencio, Luis Espinoza, Agustín Correa, Diego Portales y Orozimbo Barbosa. 



Recuerdo a Carlos Lorca como un hombre joven, de gran consecuencia entre su forma de vivir y su forma de hablar. Lo recuerdo con un hablar pausado, con un idioma de exquisita profundidad. La exaltación de sus ideas no se reflejaba en el lenguaje que usaba en sus discursos.



Era un socialista integral.



Y creía profundamente en el cambio social.



En un tiempo en que el socialismo se debatía en disputas ideológicas sobre el rol de la democracia y la manera de construirla en el marco del ideario de dicho Partido, a Carlos Lorca no lo recuerdo jamás como un exaltado que buscase la lucha armada. No es ese el recuerdo de su memoria.



Era un joven apenas salido de las aulas universitarias, que, como todos los de aquel entonces de una edad no superior a los 30 o 35 años, quería cambiar el mundo y hacía lo imposible por lograrlo. Algunos, por la vía que menciono, y otros, por la vía de la revolución o de la contrarrevolución, según fuese el caso en una sociedad convulsionada.



Casi 40 años después su imagen aún la tengo en mi retina. Y este homenaje en recuerdo de su muerte y en pos de sus ideales nos retrotrae, una vez más, a esos años en que la democracia, la libertad, la paz, el acuerdo, la confianza, la armonía, las lealtades, las seguridades personales, la búsqueda de un Chile unido, el respeto entre los que pensábamos distinto y con concepción de una democracia eficiente y duradera, se perdieron por mucho tiempo.



Desde su desaparición del escenario político, en 1973, hasta la comprobación de su muerte, en 1975, fue uno de los tantos chilenos y chilenas que hacíamos, en nuestros respectivos ámbitos, un esfuerzo por entender lo que había pasado, sin lograr nunca comprender cabalmente cómo había sido posible que nuestro país llegase a tal grado de locura e insania. 



Fue uno de los tantos que desde el primer momento intentamos reconstruir lo que nunca debimos perder. 



Fue uno de los tantos que actuaron con consecuencia, hasta exponer su propia vida, porque en la visión socialista la lucha no tiene fin. Y eso siempre ha sido respetable en sus militantes.



Casi 40 años después -reitero-, los homenajes que nuestro Congreso Nacional rinde a las figuras que por distintas razones consideramos importantes en nuestra historia nos traen sensaciones muy encontradas, que no puedo dejar de vaciar en estas palabras.



Es la remembranza de un país con ideologías bullentes y con utopías que terminaron siempre siendo inalcanzables. La lucha política era de ideas, de pesos y contrapesos, encarnadas en hombres y mujeres que hacían del sacrificio el eje central de su acción política, hasta rendir la muerte.



Es la remembranza de conductas humanas que casi despreciaban la vida cuando se trataba de defender su visión de nuestra sociedad y que, por desgracia, en todos los ámbitos del país, se frustró más de una vez al transformarse más bien en un fanatismo que nunca debió llegar.



A Carlos Lorca ese fanatismo no llegó.



La visión de un mundo posterior que ha tenido sombras y luces nos trae también su recuerdo. Las sombras de la fuerza y la luz de la renovación democrática que hoy en este Congreso todos reconocemos como la esencia de nuestro país.



Los que fuimos enemigos, hoy somos solo adversarios. Quienes éramos adversarios, hoy ya somos amigos. Los que fuimos apenas amigos, hoy somos ya compañeros, conciudadanos, camaradas, correligionarios, independientes que luchamos desde nuestras respectivas visiones, con respeto y serenidad, con nuestra única y final misión como representantes del pueblo chileno: ¡la Patria que nos convoca!



En nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana, en el del Senador señor Bianchi y en el mío propio, un respetuoso saludo al Partido Socialista, cuna ideológica de Carlos Lorca.



A su familia, un saludo cordial y afectuoso, porque, en las palabras de Ortega y Gassett, él fue mi propia circunstancia en un período dramático de mi vida.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, quiero hablar en nombre de los Senadores de la Coalición por el Cambio: de Renovación Nacional y la UDI.



Sin lugar a dudas, los hechos que desencadenaron la muerte de Carlos Lorca Tobar son signos de un tiempo que queremos olvidar; o más bien, que siempre esté presente, para que ese “Nunca más” sea con letras mayúsculas.



 ¡Nunca más personas perseguidas por sus ideas! 



 ¡Nunca más vulneración de los derechos fundamentales, de cualquier ser humano!



Y, en este sentido, queremos sumarnos al homenaje que hoy día rinde el Partido Socialista de Chile, la Concertación, a la figura de Carlos Enrique Lorca Tobar.



Él nació el 19 de noviembre de 1945. Hijo de Carlos Lorca Leyton. Se casó y tuvo un hijo.



Los estudios superiores los realizó en la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile, donde se recibió como médico psiquiatra.



Fue presidente del Centro de Alumnos de esa Facultad en 1968, en que había un movimiento estudiantil con efervescencia, fuerte, como el que esperamos hoy día.



Al año siguiente fue representante de los estudiantes ante el Consejo Superior de dicho plantel de educación superior.



Fue vocal y secretario general de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH).



En 1971, durante el XX Congreso de la Juventud Socialista, fue electo Secretario General de ella.



Ingresó a las filas del Partido Socialista, y fue miembro de la Comisión Política del Comité de su Partido.



En 1973, fue elegido Diputado por la vigésimo segunda agrupación departamental, que incorporaba las comunas de Valdivia, Panguipulli, La Unión y Río Bueno (período 1973-1977).



Integró la Comisión Permanente de Defensa Nacional, Educación Física y Deportes.



El quiebre de nuestra institucionalidad el 11 de septiembre del 73 puso término anticipado a ese período.



Señor Presidente, su desaparición está consignada en el Informe Rettig, que recoge los casos de vulneraciones a los derechos fundamentales, los cuales, quienes formamos parte del Senado de la República, queremos que nunca más se vuelvan a cometer en nuestro país.



En el discurso del 21 de mayo recién pasado, el Presidente de la República, Sebastián Piñera -cuando fue interpelado-, señaló claramente que conoció y le tuvo afecto al Diputado Carlos Lorca. En este mismo contexto, creemos que esta Alta Corporación hoy hace justicia a un hombre que desapareció por luchar por sus convicciones y principios.



Los Senadores de Renovación Nacional y de la UDI queremos simbolizar en la figura del Diputado Carlos Lorca que ese “Nunca más” se escriba con mayúsculas, y que nunca más en nuestra república una persona sea perseguida por pensar distinto.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, Honorable Senado:



En nombre de los Comités de Senadores del Partido Por la Democracia; Partido Radical Socialdemócrata, y Movimiento Amplio Social, rindo solemne homenaje al asesinado parlamentario en ejercicio, Secretario General del Partido Socialista, médico psiquiatra, destacado dirigente, Presidente de la FECH y Diputado por Valdivia, señor Carlos Lorca Tobar.



Este homenaje, en primer lugar, quiere ser el justo reconocimiento hacia una persona que, más allá de la investidura pública, fue víctima de las más bestiales violaciones a los derechos humanos.



Preso primero, por la sola circunstancia de su cargo y actividades políticas, al margen de las más elementales normas de detención que no le permitieron el más mínimo derecho a defensa. Fue sometido a toda clase de torturas físicas, apremios y tormentos psicológicos, y más tarde, condenado, sin cargos, ni proceso, ni juicios, a la más ignominiosa pena que puede enfrentar una familia: la desaparición.



Lo más grave de todo, estimados colegas, y lo que en definitiva marca la diferencia entre un delito, aun cuando revista mucha gravedad, y los casos de violaciones a los derechos humanos, es que en estos últimos el criminal está amparado por el Estado.



Producida la detención del joven doctor Lorca, quien con solo 27 años fue electo Diputado, su familia interpuso un recurso de amparo en la Corte de Apelaciones de Santiago, donde el general Benavides, detentando el cargo de Ministro del Interior, negó tener antecedentes de su detención, mientras, a sus espaldas, con toda la protección del Gobierno militar (Manuel Contreras, Osvaldo Romo), se cometían en la persona del joven dirigente socialista toda clase de atropellos y tropelías.



Y a quién recurrir, señor Presidente, cuando es el propio Estado el que ampara el crimen, cuando -como lo reconocieron sus propios miembros- el Poder Judicial no hizo nada por temor. Porque, recordémoslo, de las decenas de miles de recursos de amparo presentados durante la dictadura ninguno solo -¡ninguno!- fue acogido, y cuando el ministro Carlos Cerda, en una actitud de valentía y osadía, intentó constituirse en centros de tortura y detención, fue víctima también de persecuciones y sanciones que provinieron directamente del Máximo Tribunal, que no hizo nada por detener la siempre desmedida fuerza militar.



Estas fueron, señor Presidente, Honorable Sala, las circunstancias que cobraron la vida de nuestro colega parlamentario. Y no obstante los esfuerzos desplegados ahora último, no se ha logrado revertir el verdadero estado de impunidad. Sorprende constatar que, transcurridos 36 años desde la detención de Carlos Lorca, en el proceso judicial que actualmente sustancia el ministro Cepeda solo exista un procesado en la causa: un suboficial de menor participación.



Quienes conocieron personalmente a Carlos Lorca destacan su especial calidad humana: su nobleza, un profundo sentido de la responsabilidad, su particularidad de inculcar el valor del estudio.



Me comentaron, con mucho orgullo, de su capacidad reflexiva y moderada, en circunstancias de que el país vivía momentos de extrema exaltación.



Entonces, cuesta entender las razones para que la dictadura se ensañara como lo hizo contra él.



En este caso, es evidente, hubo decisiones políticas adoptadas por quienes tenían la capacidad y el mando del Estado, tendientes a eliminar todo vestigio de los que tuvieron la calidad de dirigentes durante el Gobierno del Presidente Salvador Allende.



 Y ello es, probablemente, lo más grave, ya que este acontecimiento responde a una deliberada planificación, mediante la cual, junto al colega parlamentario, fueron detenidos y hechos desaparecer los miembros de la entonces dirigencia del Partido Socialista Exequiel Ponce y Ricardo Ernesto Lagos Salinas, hijo del también asesinado ex alcalde de Chillán Ricardo Lagos Reyes, quien murió fusilado en el patio de su casa en compañía de su señora, embarazada de 8 meses, cuyo feto, aún vivo después de las ejecuciones, fue igualmente ultimado por certeros y arteros disparos apuntados al vientre materno, como consta en los expedientes judiciales. 



Y la planificación continuó ejecutándose el año 76 cuando fue también asesinado, en pleno, el Comité Central del Partido Comunista, en el caso conocido como “Calle Conferencia”. 



El mejor homenaje, señor Presidente, que podemos tributar en  memoria del asesinado colega parlamentario se halla lejos de actos como este, que se suman a otros similares, como el rendido por la Cámara de Diputados el 2005 al cumplirse 30 años de la detención de Carlos Lorca, ocurrida -como se ha dicho- el 25 de junio de 1975. 



El único y más digno homenaje será la justicia y, junto a ella, nuestro más irrestricto compromiso...



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

...con la defensa de los derechos humanos, que no deben confundirse con delitos comunes, por graves y condenables que estos puedan ser.



He dicho. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminado el homenaje en recuerdo del ex Diputado señor Carlos Lorca Tobar. 



Saludamos a su familia y amigos que se encuentran en las tribunas. 



Se suspende la sesión por 5 minutos. 

)----------(



--Se suspendió a las 17:12.



--Se reanudó a las 17:22.

)-------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



--(Manifestaciones en tribunas).



Llamo al orden a las personas que se encuentran en las tribunas.



No está permitida ninguna manifestación. De seguir los desórdenes, se tomará la decisión de...



--(Manifestaciones en tribunas).


... aplicar el Reglamento, con todo respeto a los obispos, a quienes me unen lazos de amistad. Ellos son los primeros en saber que lo haré cumplir.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Para dar cuenta de los acuerdos de Comités, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Autorizar a la Comisión de Hacienda -ya lo señaló el señor Presidente- para sesionar en forma simultánea con la Sala a fin de ocuparse en el proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, que tiene “discusión inmediata” (boletín No 7.737-05).



2) Tratar en primer lugar de la tabla de esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el asunto signado con el número 1, esto es, las observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto que modifica la ley No 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las asociaciones municipales (boletín No 6.792-06).



3) Considerar en segundo lugar el asunto signado con el número 4, es decir, las observaciones de Su Excelencia el Presidente de la República a la iniciativa atinente al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (boletín No 6.974-06).



4) Tratar en tercer lugar el proyecto signado con el número 2, o sea, el que aumenta las penas por manejo en estado de ebriedad y bajo la influencia del alcohol (boletín No 7.266-07).



5) Incorporar en el cuarto lugar del Orden del Día la iniciativa que les prohíbe a las empresas que otorgan créditos exigir seguro de cesantía a los jubilados (boletín No 6.980-03).



6) Disponer que el proyecto que crea juzgados de policía local en diversas comunas sea informado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y no por la de Constitución, Legislación y Justicia como se había dispuesto en su oportunidad.

V. ORDEN DEL DÍA

ENMIENDA DE LEY No 18.695 Y REGULACIÓN DE ASOCIACIONES MUNICIPALES. VETO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde tratar, como si fueran de Fácil Despacho, las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y regula las asociaciones municipales, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6792-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 86ª, en 12 de enero de 2011.


Observaciones, en segundo trámite, sesión 21ª, en 31 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2010.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Hacienda: sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Mixta: sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (observaciones): sesión 26ª, en 15 de junio de 2011.


Discusión:


Sesiones 52ª, en 14 de septiembre de 2010 (se aprueba en general); 81ª, en 4 de enero de 2011 (se aprueba en particular); 7ª, en 6 de abril de 2011 (se aprueba el informe de Comisión Mixta).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización informa que el Ejecutivo presentó dos observaciones.



La primera incorpora a las asociaciones municipales dentro de las entidades a las que el concejo puede requerir información.



La segunda hace aplicables a aquellas asociaciones el principio de publicidad de la función pública, consagrado en el articulo 8o de la Constitución Política, y las normas de la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información.



Ambas observaciones fueron aprobadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar.



Para su aprobación se requieren los votos conformes de 21 señores Senadores.



Corresponde que se discutan en general y en particular a la vez y que se voten separadamente. Además, no procede dividir la votación respecto de ellas.



Sus Señorías pueden consultar las observaciones en el boletín comparado que tienen en sus escritorios.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el contenido de una de las observaciones del Presidente de la República no pudo incorporarse al proyecto en el trámite de Comisión Mixta. Entonces, quedamos absolutamente de acuerdo en que el Ejecutivo lo incluyera en un veto. Por eso la Comisión de Gobierno aprobó este de inmediato y por unanimidad.



La observación pertinente persigue transparentar todo lo relacionado con las asociaciones de municipalidades. Porque, al formarse estas, los municipios pueden hacerles aportes. Y, al recibir recursos de las corporaciones edilicias y de los gobiernos regionales, es obvio que todos los fondos que manejan tales agrupaciones deban tener la publicidad y transparencia que la ley dispone.



Por lo anterior, el Gobierno presentó para el artículo 149 de la Ley Orgánica de Municipalidades un nuevo texto, del siguiente tenor: “A las asociaciones municipales les serán aplicables tanto el principio de publicidad de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8o de la Constitución Política de la República, como las normas de la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley No 20.285.”.



En consecuencia, las asociaciones de municipalidades que se formen deberán sujetarse a las normas ya señaladas.



La Comisión de Gobierno dio su aprobación unánime. Y le pedimos a la Sala que se pronuncie de la misma forma.



He dicho.

El señor PÉREZ VARELA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, y después pasaremos a la votación.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el veto aditivo que envió el Presidente de la República para incorporar la Ley de Transparencia parece del todo adecuado: a nivel municipal, siempre la mayor transparencia.



Muchos ejemplos, de antes y de ahora, han revelado que los controles municipales no funcionan en diversos ámbitos. En definitiva, en un régimen donde los alcaldes son pequeños reyezuelos o señores feudales, con un concejo sin poder alguno para fiscalizar las diversas tareas, se genera una situación muy compleja. Ello, con alcaldes de todos los tipos, quienes exhiben una actitud bastante autoritaria, vertical. Y en ningún municipio existe participación ciudadana.



Por tanto, cada vez que entregamos facultades para que los alcaldes se organicen, yo me hago un deber representar la necesaria reforma al sistema municipal a fin de disminuir el poder de los jefes edilicios y aumentar el de los concejales, y de empoderar a la ciudadanía para permitirle participar en la asignación de los presupuestos, en la fiscalización y en la determinación de las obras.



Uno dice: “Está bien que los municipios se asocien. Está bien que se alleguen recursos nuevos. Está bien que se creen asociaciones municipales”. Pero, claramente, nos encontramos ante una situación que debemos revisar.



Los municipios no lo han hecho bien en materia educacional -y prueba de ello es la caída vertical de la matrícula-; no lo han hecho bien en materia de salud, y no lo han hecho bien en materia de participación ciudadana. La gente ni siquiera es consultada acerca del nombre de una plaza o de una calle. El concejo y el alcalde deciden prácticamente todo.



Cuando un jefe edilicio lo hace mal, no hay cómo echarlo. En último término, no existe referéndum revocatorio, y la gente debe seguir con un mal alcalde durante cuatro años.



Creo que el sistema participativo municipal debe ser objeto de una reforma profunda.



Constitución nueva, ahora: es lo que hemos de discutir. Y eso significa también el cambio de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



Respaldamos la formación de asociaciones municipales porque posibilita una manera más diversa de organización. Y, por cierto, confiamos en que los alcaldes harán buen uso de la facultad pertinente; en que habrá una potenciación; en que se buscarán las mejores condiciones para trabajar más y mejor por la gente; en que se cuidarán los recursos municipales que se pondrán a disposición de tales asociaciones.



Pero -reitero- el sistema municipal debe ser revisado y profundamente reformulado. Y esto constituye una tarea pendiente del Congreso Nacional.



Se necesita una nueva Constitución, más participativa, menos monárquica que la actual, que dé cuente de la real intervención de los ciudadanos.



Crear más institucionalidad sin participación ciudadana constituye un error.



Votaremos a favor porque las normas en que recaen las observaciones del Ejecutivo posibilitan formas de asociación distintas para trabajar por la gente. 



En mi concepto, sigue pendiente, como tarea política de todos, la reforma conducente a permitir mayor participación ciudadana.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Queda cerrado el debate.



Mientras hacemos sonar los timbres antes de iniciar la votación (recordemos que algunos Senadores se hallan en la Comisión de Hacienda), el señor Secretario dará una explicación sobre el primer veto, para cuya aprobación se requiere quórum especial.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La disposición vigente (artículo 79 de la Ley Orgánica de Municipalidades) dice que “Al concejo le corresponderá (...): Solicitar informe a las empresas, corporaciones o fundaciones municipales, y a las entidades que reciban aportes o subvenciones de la municipalidad. En este último caso, la materia del informe solo podrá consistir en el destino dado a los aportes o subvenciones municipales percibidos. Los informes requeridos deberán ser remitidos por escrito dentro del plazo de quince días.”.



El veto propone reemplazar por una coma la conjunción “o” que sigue a la palabra “corporaciones” y agregar, a continuación de la palabra “fundaciones”, la expresión “o asociaciones”. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la primera observación (25 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El señor Secretario hará una precisión sobre el segundo veto, para cuya aprobación también se precisa quórum especial.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La segunda observación reemplaza el artículo 149 que el Parlamento propuso para la Ley Orgánica de Municipalidades por el siguiente: “A las asociaciones municipales les serán aplicables tanto el principio de publicidad de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, como las normas de la Ley de Transparencia y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la segunda observación (21 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

Ampliación de plazo para candidatura por partido político o como independiente. Veto

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6974-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican (moción de los Senadores señores Zaldívar, don Andrés, Escalona, Gómez, Lagos y Longueira):

Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 8 de junio de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.


Observaciones, en primer trámite, sesión 21ª, en 31 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 44ª, en 18 de agosto de 2010.


Mixta: sesión 86ª, en 12 de enero de 2011.


Discusión:


Sesión 45ª, en 31 de agosto de 2010 (se aprueba en general y particular); 87ª, en 18 de enero de 2011 (se aprueba el informe de Comisión Mixta).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo envió dos vetos. El primero tiene como finalidad sustituir el inciso cuarto del artículo 4° de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios a los efectos de establecer que, “Para ser incluido como candidato de un partido político o de un pacto electoral, siempre que en este último caso no se trate de un independiente, se requerirá estar afiliado al correspondiente partido con a lo menos dos meses de anticipación al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas y no haber sido afiliado de otro partido político dentro de los nueve meses anteriores al vencimiento de dicho plazo.”.



La segunda observación persigue como propósito sustituir el artículo 9° de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios para disponer que los partidos políticos deberán efectuar cierres de sus registros generales de afiliados y enviar un duplicado de ellos al Servicio Electoral. Precisa que “El primer cierre se hará con los afiliados registrados nueve meses antes del vencimiento del plazo para la declaración de candidaturas y el segundo cierre con los afiliados registrados dos meses antes del plazo.”.



La Comisión informante aprobó las dos observaciones por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar) y propone a la Sala que adopte igual determinación.



Cabe señalar que para la aprobación de ambos vetos se requieren los votos conformes de 21 señores Senadores. Asimismo, que se discuten en general y particular a la vez, se votan separadamente y no procede dividir la votación.



Sus Señorías pueden consultar el texto de las dos observaciones en el boletín comparado que se colocó en sus computadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar; después, el Honorable señor Pérez Varela.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, el Ejecutivo hizo una observación al proyecto del Parlamento -aprobado por amplia mayoría- con relación al plazo de los candidatos para abandonar su militancia a los efectos de presentarse por otro partido político.



Se registró una discusión a nivel público en orden a que con la disposición de que se trata se perjudicarían las nuevas colectividades, porque no podrían incluir candidatos que no estuvieran inscritos con un año de anticipación.



En realidad, nuestro proyecto original, suscrito por Senadores de todas las bancadas, tenía por objeto, más que nada, fijar una fecha límite para que un militante renunciara con el objeto de poder ir como independiente o por otro partido. Y se fijaron nueve meses contados hasta la inscripción de las candidaturas y un año hasta el instante mismo de la elección.



Cuando se aprobó la iniciativa, se dijo que con ello se impediría -repito- que las colectividades nuevas postularan candidatos, porque se exigiría un año de militancia. En realidad, la norma fue solicitada por el Director del Servicio Electoral, en su momento, cuando discutimos nuestro texto. Sin embargo, si se revisa lo que despachamos, el sentido no era aquel del cual se reclamó públicamente por representantes de partidos en formación.



El Gobierno, recogiendo tales juicios, y a fin de determinar con claridad que ese no es el efecto, ha enviado las observaciones en examen. Con ellas queda claro que ninguna de esas agrupaciones enfrentará el obstáculo mencionado. Se podrán incluir candidatos aun con un día de militancia; pero no a los provenientes de otro partido que no hayan renunciado con nueve meses de anticipación a la fecha de la inscripción.



Lo anterior fue explicado así en la Comisión y aprobado por la unanimidad de sus miembros.



Si bien no creo que fuera absolutamente necesario hacerlo, se ha precisado bien el objeto del proyecto. El propósito que se persigue es que ningún militante de un partido pueda presentarse por otra colectividad si no ha renunciado al menos con nueve meses de anticipación -reitero- a la fecha de la inscripción de candidaturas.



En eso consiste el veto, señor Presidente, y creo que es la razón por la cual pudo ser acogido en la Comisión por la unanimidad de sus integrantes.

El señor COLOMA.- ¿Es posible abrir la votación?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- De acuerdo.

El señor NAVARRO.- Pero que se conserven los tiempos para intervenir.

El señor BIANCHI.- Así es.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Eso no se halla en discusión, señores Senadores.



Como la Comisión de Hacienda funciona en forma simultánea, la idea es que sus miembros puedan pronunciarse y luego seguir su trabajo.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, coincido con lo planteado por el Senador señor Zaldívar acerca del debate que se dio en la Comisión de Gobierno, tanto cuando se trató el proyecto original como ahora. El propósito de los autores y el considerado en cuanto a cómo ir llevando adelante el texto ha sido el de regular adecuadamente la actuación de los militantes. Existe la libertad de afiliación, pero también la responsabilidad que ello requiere, sin que sea posible que una persona someta a última hora al chantaje de que, si la institucionalidad interna no la lleva de candidata, puede trasladarse a otra colectividad política. Me parece que es preciso fortalecer a estas últimas y ejercer la libertad de afiliarse a una de ellas -repito- con responsabilidad.



En consecuencia, jamás se tuvo en vista la generación de dificultades para la creación de un nuevo partido, como tampoco para la actuación de los independientes en la vida política. Es algo que se puede comprobar al revisarse con atención las normas aprobadas tanto por la Cámara de Diputados como por el Senado. Pero consideramos pertinentes las precisiones que el Presidente de la República ha efectuado sobre dichas materias.



Si se lee con atención la norma que sustituye el inciso cuarto del artículo 4º de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares, cabe concluir que se dispone con mucho mayor especificación que los plazos que se están estableciendo son para quien milita en una colectividad política. Ello no se va a aplicar a un independiente, como se dice de manera expresa.



Posteriormente, el artículo 9°, que reemplazará al vigente y contempla los cierres de los registros, también fija plazos, rigurosos para el caso de los militantes, pero mucho más abiertos para poder incorporar a personas que exhiben la calidad de independientes.



Por lo tanto, lo que se hace en una y otra norma es determinar el objetivo central del proyecto: consignar mayor responsabilidad y seriedad en la militancia en un partido, las cuales han de acompañar a la libertad de afiliación; y permitir, a quien quiera generar una colectividad nueva y a quien quiera mantener independencia en su accionar en la vida política, que participen en los actos electorales sin más requisitos que los generales señalados en la ley.



Por lo tanto, estimamos que la normativa en examen es concordante y que viene a establecer seriedad y responsabilidad en los registros de militantes de los partidos políticos.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo sostuvimos en su oportunidad al presentarse la iniciativa: lo único que pretende el proyecto de ley llamado “antidíscolos” es fortalecer, por cierto, la primacía de las colectividades políticas, por sobre los independientes, los ciudadanos. Es un texto que reemplaza el concepto de libertad de las personas por el de libertad de los partidos.



Me extraña que la Derecha, que ha abogado toda la vida por la primera, pueda someterla para garantizar la segunda. Es una contradicción de la cual no podrá escapar.



Nítidamente, el articulado busca poner restricciones, mas no solo a los independientes: a la creación de nuevos partidos; a la libertad de la gente que decida abandonar una colectividad y levantar una nueva bandera.



¡A ello se refiere la libertad de participación!



Constituye la fiel expresión de que los partidos, desesperados por la fuga de militantes; por ser cada día menos la adhesión ciudadana, quieren entonces fijar normas para sobrevivir. 



Es la decadencia, desde luego, de la política. Y eso no se arregla con leyes “antidíscolos”, con leyes que impiden a los militantes dejar una colectividad para, libre y soberanamente, ser candidatos por otra que los interprete.



¡A ello se refiere la libertad de pensamiento!



Juzgo que la clase política, señor Presidente, y en particular la Derecha y la Concertación, se vuelve a equivocar. ¡No hubo ni una sola iniciativa de este último conglomerado para terminar con el binominal!



¡Y como ha dicho Enrique Correa en sus visitas clandestinas a La Moneda, es preciso fortalecer el bipartidismo y reinstalar la política de los acuerdos!



Y, al parecer, es algo que todavía persiste.



¿Existe igualdad cuando a un candidato independiente se le exige reunir un mínimo del 0,5 por ciento de todas las firmas de los que han votado en una circunscripción, con autorización ante notario, trámite para el cual se deben comprar las bases de datos del Servicio Electoral, que son carísimas?



¿Existe igualdad ante la ley cuando al independiente se le exige que los patrocinantes de su candidatura no estén afiliados a un partido político, y si se sobrepasa el 5 por ciento, ella se anula?

El señor BIANCHI.- ¡Me lo dice a mí, señor Senador...!

El señor NAVARRO.- Resulta evidente que no existe igualdad.



El sistema binominal repugna de un mecanismo de libre elección, conforme al cual la ciudadanía pueda levantar la candidatura de los más capaces. ¿Por qué dos candidatos por circunscripción? ¿Por qué dos candidatos por distrito? ¡Que haya cinco o diez! ¡Que los votantes decidan! ¡Que gane el más “mejol”, como diría Leonel Sánchez! ¡Que triunfe el que exhiba más legitimidad ciudadana, no el que resuelvan los partidos!



Porque, en definitiva, cuando ocurre esto último, entonces los que quieren participar en política tienen que estar apegados a ellos y obedecer sus directivas, no a la ciudadanía. Por eso, los dirigentes sociales se han alejado.



Y la UDI popular, fundada por el Senador señor Longueira, debiera saberlo.



Un proyecto como el que nos ocupa y el binominalismo van a terminar por destruirlos a todos, no solo a la Concertación, ya suficientemente desgastada. Lo dije en 2008: ese conglomerado se encuentra agotado irreversiblemente. Por eso renuncié. Se halla debilitado políticamente.



Y si ni la Derecha ni la Concertación entienden que para solucionar los problemas de credibilidad de la política no se requieren precisamente leyes que coercionen a los ciudadanos, se sigue un camino equivocado.



Se quieren evitar candidaturas por fuera. El Senador señor Sabag, en su primera elección como Diputado, fue candidato en esa forma...

El señor BIANCHI.- ¡Químicamente puro!

El señor NAVARRO.- ...y luego regresó. Alcaldes de todos los partidos renuncian a ellos, son candidatos por fuera, ganan y luego vuelven.



Lo que quiero decir es que, en definitiva, se hace uso de la libertad de elegir. Poner restricciones que se traducen en un orden vertical, autoritario, monárquico, me parece absolutamente improcedente.



Si existe un desafío, señor Presidente, es precisamente el de terminar con el sistema binominal. Cada grupo de personas -los indígenas, los evangélicos, los que quieran- debe tener la posibilidad de presentar candidatos. ¡Se necesita una participación real!



--(Aplausos en tribunas).



¡Y, para eso, requerimos una Constitución que permita la expresión de las mayorías y las minorías, y que se contemplen, por cierto, los derechos de unas y otras!



Creo que la iniciativa, aunque mejora la condición para que Marco Enríquez pueda inscribir su partido: el PRO -y me parece legítimo-, no pone fin al pecado original que la caracteriza, en la medida en que se concibe con un carácter limitante y como un articulado que pretende resolver la baja adhesión o la deserción mediante cortapisas, obligaciones y, sobre todo, impedimentos a la participación.



Pienso que nos hace falta una reflexión profunda acerca de por qué los jóvenes no quieren participar, de por qué más de cien mil de ellos se movilizaron y coparon la Alameda Bernardo O´Higgins, en Santiago -el Presidente Allende vaticinó que “se abrirán las grandes alamedas por donde pase el hombre libre”-, en la marcha del jueves recién pasado.



Porque media un sentimiento profundo de cambio. Porque se desea participación. Porque el Congreso, al discutir un conjunto de proyectos y la agenda que tiene programada, sin acoger la demanda de educación pública, le da la espalda a la ciudadanía.



¡El Congreso, en efecto, no requiere a la ciudadanía! ¡Basta que mi partido me lleve como uno de los dos candidatos y no haya más donde elegir...! ¡Miti-miti...! ¡Esa es la cuestión! ¡Cincuenta por ciento para la “Concerta”; cincuenta por ciento para la Derecha!



¡Eso es lo que garantiza el binominal, en virtud del cual 33 por ciento es igual a 66 por ciento! ¡Es el único sistema que lo permite en el mundo! ¡Emplazo a mis colegas a que me digan en qué otro país sucede esto! ¡Solo en Chile! ¡Conforme a la tesis de Pinochet, a la Constitución de 1980, que permite...!

El señor PROKURICA.- ¡En Cuba!

El señor LARRAÍN.- ¡En Cuba, uno es igual a cien...!

El señor NAVARRO.- Con mucha humildad, quiero decirle al Senador señor Larraín, a quien estimo, que saqué la primera mayoría en mi circunscripción,...

El señor LARRAÍN.- Logré lo mismo en la mía.

El señor NAVARRO.- ...así como también a nivel nacional, gracias a la gente. Y eso se obtiene con trabajo. ¡Para los que no tenemos ni apellido, ni plata, ni padrinos, no hay otra fórmula que trabajo, trabajo, trabajo!



Cuando los partidos insisten en regular la participación, en aprobar iniciativas legales como la que debatimos, y no se preocupan de que funcionen, como me observó el señor Director del Servicio Electoral, la inscripción automática y el voto voluntario, me asisten sobradas razones para pensar, como lo expresé, que si bien esto último se votó aquí a favor, no quieren apurar el tranco.



La inscripción automática se necesita, porque tres millones y medio de chilenos que nunca han votado podrán hacerlo en 2012 y en 2013. Y no se han inscrito por determinación propia. ¡En 2012 y en 2013 podrán sufragar si así lo resuelven! Se levantarán el día de los comicios y tomarán su decisión. Por respeto al cumplimiento de la palabra empeñada y, en particular, a la transparencia en la política, el Congreso debe tener despachada la ley respectiva a fin de que ese pronunciamiento se verifique y, en definitiva, tres millones y medio de personas se incorporen al cuerpo electoral.



Me parece que no hemos aprobado otra medida en los últimos años que se oriente de verdad a aumentar la participación.



Más allá de las palabras del Senador señor Zaldívar, bienvenido sea que la iniciativa en análisis contribuya a la inscripción del Partido Progresista (PRO). El Movimiento Amplio Social (MAS) es la única colectividad de Izquierda que en los últimos 40 años ha podido concretar ese trámite bajo el sistema vigente. Porque este último impide la participación política y determina que la forma de lograrla diga relación solo con la hegemonía de la política. El razonamiento es: “O constituyes un partido o no tienes forma de participar, y, para serlo, te ponemos todas las dificultades posibles”.



Habiéndose abocado dos partidos al proceso de inscripción: el Progresista (PRO) y el Regionalista de los Independientes (PRI), se comienzan a dar pasos de mayor representación, pero insuficientes.



Señor Presidente, tal como en la ocasión anterior, votaré en contra, porque lo único que hace el proyecto es centrarnos en un debate sobre lo que precisamente no debemos hacer: poner trabas a la participación ciudadana; restringir la libertad de las personas para decidir.



Las colectividades políticas tienen que cumplir un rol en la sociedad. Con orgullo, puedo consignar que he militado más de 30 años de mi vida. Creo en ellas y, por tanto, participo en una. He formado una. Pero tienen que ir entendiendo que se deben a la sociedad, a la ciudadanía, y que la mejor fórmula es dejar que esta última se exprese para brindar mayorías y minorías.



La iniciativa, aunque ha sido mejorada y permite la inscripción de un partido, mantiene su pecado original de restringir la participación ciudadana; de dar prioridad y primacía a las colectividades políticas. Considero que tal posición se gana llegando al corazón de la gente, trabajando por ella, actuando con honestidad: en definitiva, haciendo Política, con mayúscula.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona, y luego, el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Era al revés, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Comisión de Hacienda está sesionando simultáneamente con la Sala, Su Señoría, y los integrantes de ese órgano técnico deben retomar sus actividades.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, le doy mis excusas al Senador señor Bianchi, pero, en mi calidad de autor de la iniciativa, deseo aclarar que en la Cámara de Diputados se agregó una disposición que ahora se corrige con el veto, al cual, en consecuencia, vamos a respaldar.



Mas la idea original se concibió con el más profundo respeto por los independientes. Y lo expongo por la intervención que acaba de desarrollar -por su intermedio, señor Presidente- mi Honorable colega Navarro, ya que nuestro propósito es evitar precisamente el manoseo de esa condición respecto de alguien que registra 30 años o más de participación en un partido político, se desafilia y se presenta a una elección popular en tal calidad.



Es lo que, en jerga -perdonen Sus Señorías que la palabra sea un tanto dura o, tal vez, áspera-, se ha denominado “tránsfugas”, o sea, personas que siempre pertenecieron a una tienda política, pero que, como no obtuvieron un cupo en la lista de candidatos, se desafilian y postulan como independientes.



Lo que busca el proyecto, entonces, es precisamente terminar con el manoseo de la condición de que se trata. Significa contemplar un mínimo respeto hacia quienes la han exhibido durante toda su vida o por un tiempo razonable.



También la iniciativa se pone en el caso de que, como ocurrió con el Senador señor Navarro, alguien con una militancia de 30 años en un partido se desafilie, en una forma relativamente oportuna, como es lógico, y luego se presente como independiente. Ello puede suceder perfectamente.



Sin embargo, lo que no puede ocurrir es el desprestigio sistemático de la política que provocan aquellos que participan en la lucha interna de su partido, concurren a la votación que se lleva a cabo, la pierden y al día siguiente se presentan como independientes.

El señor CHADWICK.- Así es.

El señor ESCALONA.- A mi juicio, ese menoscabo de la actividad debe convocarnos a todos. Ese deterioro de la moral es un llamado a todos. Ello incluye a personas con las cuales podemos mantener discrepancias políticas, pero cuya integridad moral nos merece el más alto respeto, como es el caso de mi Honorable colega. Estimo que Su Señoría ha hecho una interpretación, o equivocada, o interesada del proyecto.



La iniciativa tiende a que se respete la condición del independiente y a que este pueda ser efectivamente un candidato en plenas condiciones.



Si el que es militante toma la decisión de abandonar su partido, tendrá que ceñirse a un tiempo mínimo para ello. No podrá ser a la vez dos cosas que no son lo mismo: militante e independiente, porque esa es una práctica perversa. Es lo que deteriora y desprestigia la acción política, como la pretensión de ser de Derecha y de Izquierda al mismo tiempo o, en el caso que nos ocupa, pertenecer a un partido político y ser independiente al día siguiente. Ello es inadmisible.



En consecuencia, nosotros acogemos el veto enviado por el Gobierno del Presidente Piñera, porque no fue nuestra responsabilidad el agregado que se incluyó en la Cámara de Diputados, el cual colocaba un obstáculo a la formación de nuevas colectividades políticas. No tenemos ninguna dificultad. El texto en examen es algo perfectamente coincidente con el criterio del proyecto de ley en orden a fortalecerlas.



No estamos en contra de la formación de otros partidos. Por el contrario, aplaudimos la iniciativa de que se creen.



En consecuencia, la disposición que se agregó en la Cámara de Diputados es errónea desde nuestro punto de vista.



Lamento, en todo caso, que se haya abusado de esa parte del proyecto para intentar desprestigiarnos de mala manera en muchas declaraciones de prensa, adjudicándonos la responsabilidad por esa norma, que no es de nuestra autoría.



Junto con el Senador Zaldívar, entre otros, hemos recibido toda suerte de descalificaciones por ese hecho. Nos parecen profundamente desafortunadas. No tenemos temor respecto de la formación de las nuevas fuerzas políticas. ¡Bienvenidas sean estas!



Quiero hacer una última precisión, señor Presidente.



Nosotros deseamos que el Senador Navarro tenga el mayor éxito en la constitución de su movimiento político.



Ciertamente, no es el único que se ha intentado formar en Chile durante las últimas dos décadas. Cuando el Partido Socialista se reconstituyó en los años 1989 y 1990 debió juntar todas sus firmas, una por una. No estábamos conformados legalmente. Porque en 1989 sufrimos el efecto del entonces vigente artículo 8° de la Carta Fundamental. Aun más, uno de los dirigentes socialistas de la época, Clodomiro Almeyda, no pudo ser candidato a Senador porque se aplicó esa disposición. Incluso, padecimos la lamentable muerte de un joven socialista, Raúl Valdés -lo traigo a la memoria con mucho cariño-, quien, haciendo un rayado en una calle en Santiago que decía: “Almeyda Senador”, recibió un disparo por la espalda de parte de un guardia de seguridad y falleció de manera muy desafortunada.



Así que yo le pido al colega Navarro que no nos menoscabe. Nosotros sufrimos el rigor de la proscripción. Juntamos las 35 mil firmas que nos pedía la nueva ley, una por una. Y recuperamos la legalidad de nuestro Partido tras una dura lucha, que nos costó mucho esfuerzo, mucho sudor, y de la cual el propio Senador Navarro fue partícipe en su época, como dirigente del Regional de Concepción. Recuerdo que cuando formamos la Unidad Socialista en esa ciudad aparecimos juntos en la foto tomada en la ocasión.



Participamos, señor Presidente, en las mismas luchas que nos permitieron reponer a los partidos políticos a fin de reconstituir la democracia. 



En consecuencia, en este debate, en el que tanto se habla en contra de las fuerzas políticas, vale la pena hacer una afirmación que hoy día puede parecer antipática pero que es fundamental: sin partidos políticos no habría democracia.



Siendo así, los que amamos la democracia nos comprometemos con los partidos políticos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero aprovechar esta oportunidad para saludar muy respetuosamente al mundo cristiano que hoy nos visita en el Hemiciclo...



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Excúseme, Su Señoría. Les pido a los asistentes en las tribunas, por favor, que no realicen manifestaciones. Tengo la obligación legal de garantizarles a todos los miembros de la Corporación que la sesión transcurra en orden. 



Les ruego a los señores Senadores que cooperen con ese propósito.



Senador Bianchi, puede continuar.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo no tengo problema en colaborar -en eso estamos-, pero se trata de gente que ha venido desde muchos lugares del país y lo mínimo que uno puede hacer, por cortesía y respeto, es saludarla con el mayor aprecio...



--(Aplausos en tribunas).



Señor Presidente,...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Su Señoría, lo interrumpo un momento.



Les solicito a las personas presentes en las tribunas que cooperen en este punto. Estamos en un proceso de discusión y tengo la obligación legal -me juramenté para ello- de conducir la sesión en un clima de orden. Todos sabemos que viene un proyecto que les interesa. Déjennos despachar el que nos ocupa.



Senador Bianchi, tiene la palabra.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo siento que a quienes nos ven o escuchan les debe costar entender lo que estamos discutiendo.



Porque yo me honro en tener una condición de absoluta independencia, de no haber militado jamás en un partido político. Pero, aún así, soy una persona que valora y respeta profundamente a quienes se hallan dentro de las estructuras partidarias. Es más, coincido con el Senador Escalona en que sin los partidos políticos no tendríamos la sana democracia de que hoy día goza nuestro país, por fortuna. Por eso digo que esto puede parecer curioso.



Además, me causan extrañeza las palabras de mi amigo el Senador Navarro, quien, en una larga exposición, ha criticado a los partidos políticos, pese a que en el último tiempo él justamente creó uno. Entonces, hay situaciones que se contradicen y no son fáciles de entender. Pero comprendo que él se encuentra librando una legítima lucha para lograr, por la vía de esa estructura partidaria, hacer ver la manera en que percibe la política.



De otro lado, en el artículo 18 de la Constitución se garantiza la igualdad entre partidos políticos e independientes.



Ello -coincido sobre el particular con el Senador Navarro- no se cumple, no se da. Los independientes no tenemos la posibilidad de formar pactos entre nosotros, como sí pueden hacerlo los partidos políticos.



¡Ni hablar de la situación de la franja de televisión cada vez que enfrentamos una contienda política! Disponemos de milésimas de segundos para hacer alguna intervención, si es que eso es posible. Y hay una enorme -¡enorme!- desigualdad para competir.



Concuerdo también con lo relativo a las firmas. En fin, tenemos obligaciones muy distintas.



Así y todo, señor Presidente, el proyecto sobre el cual recae el texto en análisis, que efectivamente apunta un poco a atajar a los díscolos, en algo va a contribuir, en algo va a servir.



Yo coincido en que hoy día los partidos políticos están llamados no solo a fortalecer nuestra democracia, sino además a recoger las nuevas demandas de la sociedad.



Por eso, considero importante lo que se propone, que voté favorablemente en la Comisión de Gobierno -insisto- sin formar parte de una estructura partidaria. Porque me parece del todo razonable que una persona que milita en un partido, durante los años que sean, no pueda hacer uso de una presión indebida sobre él en términos de que, si no le dan el cupo, se vaya a otra colectividad para presentar una candidatura distinta, entrando en una lógica que a todas luces, desde mi modesta perspectiva, desprestigia absolutamente la situación política y partidaria.



En mi caso, me he mantenido en la misma línea de origen, independiente, pero siempre respetuoso de las estructuras de partidos. Es más, con ellos logro acuerdos todo el tiempo. Trabajamos juntos permanentemente.



El Congreso, por vez primera, cuenta con un Senador que resultó electo rompiendo el sistema binominal. Desde toda óptica, esta situación fue bastante incómoda a partir del primer día, cuando me tocó hacerla ver. Afortunadamente, me he ganado el respeto de mis pares para llevar adelante el trabajo parlamentario.



Por lo tanto, lo que establece el veto me hace sentido, porque, a diferencia de lo señalado por el Senador Navarro, lo que se plantea es que una persona que ha militado -el tiempo que sea- en un partido político debe renunciar nueve meses antes de la elección para poder postularse por otra estructura política. Ello es de toda lógica.



Y el independiente tiene a lo menos -corríjanme Sus Señorías si me equivoco- dos meses para presentarse como candidato, manteniendo su calidad de tal, dentro de un pacto con un partido político. De eso se trata.



Lo que no se aborda es el pacto entre independientes, que es lo que falta para poder dar cumplimiento al artículo 18 de la Carta Fundamental, que garantiza la igualdad entre independientes y partidos políticos. Esto no se cumple.



Y llamo al Congreso a respetar esa disposición constitucional para que de una buena vez los independientes tengamos las mismas oportunidades que quienes pertenecen a un partido político.



No es pedir algo que no se pueda otorgar. Se trata, simplemente, de cumplir lo que dispone nuestra Constitución.



Insisto en que el texto en examen no resuelve el problema. Sin embargo, insto a votarlo a favor.



Llamo a los independientes para que, en la medida de lo posible, sigan formando una fuerza desde las Regiones de nuestro país. Cada día cobra más sentido hacerlo, al observar cómo las organizaciones sociales, las agrupaciones y las iglesias se manifiestan. ¡Y esto le hace bien a la democracia!



Voto que sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, este es uno de los debates en que la gente que observa no entiende nada.



Lo menciono porque aquí tenemos a un Senador puramente independiente, quien señala que hay que votar a favor del veto. Y otro que, según entiendo, lleva 20 años en el Parlamento gracias al sistema binominal, el cual sostiene que su texto atenta contra los independientes.



En verdad, no lo comprendo. Porque, con todo el cariño que le tengo al Senador Navarro, debo manifestar con precisión que yo alego contra el sistema binominal porque pienso que se debe transformar. Y se han presentado varios proyectos de ley con tal fin, que no se han podido aprobar. Esa es la cuestión de fondo.



Acá se ha expresado que el proyecto perjudica a unos y favorece a otros. Y quiero plantear las cosas desde otra perspectiva.



En mi caso, suscribí la iniciativa sobre la cual recae el veto porque entendí lo siguiente.



El artículo 4° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios establece que “Para ser incluido como candidato de un partido político o de un pacto electoral, siempre que en este último caso no se trate de un independiente, se requerirá estar afiliado al correspondiente partido con a lo menos dos meses de anticipación al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas.”.



Y, en su inciso final, agrega: “Los candidatos independientes, en todo caso, no podrán haber estado afiliados a un partido político dentro de los dos meses anteriores al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas.”.



¿Qué hicimos en el proyecto original? Consideramos que ello ocasionaba un grave problema -estoy viendo la situación al revés- no a los partidos políticos, sino a los independientes. Y cambiamos ese plazo por uno de nueve meses. Porque lo normal es que un partido inicie la negociación final del reparto de cupos una vez terminado aquel. De ese modo, se impide que un militante se desafilie y pueda participar en política como independiente. 



Mirado en el sentido inverso, señor Presidente, se trata de que si alguien desea ser candidato independiente lo pueda hacer con la anticipación suficiente para intervenir en política, sin que el partido lo presione.



Entonces, no se trata de favorecer a un partido, sino de permitir que esa persona tenga toda la libertad del mundo, durante un período mucho más amplio, para participar en el ámbito político. En mi opinión, es el camino correcto.



También he oído declaraciones con respecto a que se pretendería crear una “Ley Antidíscolos”. ¡De qué “Ley Antidíscolos” se habla! Lo que se agregó en la Cámara de Diputados nada tiene que ver con la iniciativa original. Entiendo que ello corresponde a una serie de condiciones que estableció el Director del Servicio Electoral. Y el veto del Presidente de la República persigue corregirlo. 



Por lo tanto, si se desea que los independientes y los partidos políticos puedan inscribir a sus candidatos, lo que procede es aprobarlo, pues ello les permitirá hacerlo. 



No hay que confundir los temas. 



Es fácil hablar en contra de los partidos políticos. Porque estos, obviamente, hoy cuentan con un bajo aprecio público. Y se habla en forma negativa de los partidos políticos, de formar partidos políticos, de ser elegidos por los partidos políticos. ¡Escuchar este tipo de declaraciones le hace mal a la ciudadanía! Es lo que afirmo. 



Y deseo rectificar lo que señaló el Senador Navarro, porque uno debe ser consecuente con su historia. Esta nos dice que la mayoría de quienes estamos aquí (99,99 por ciento) fuimos elegidos por los partidos políticos, excepto el Senador Bianchi.



Por consiguiente, hay que corregir de buena manera el sistema de elecciones, en la medida de lo posible. Porque para enmendar el sistema binominal -lo debiéramos realizar- no hemos tenido los votos suficientes, pues la Alianza nunca ha querido cambiarlo. ¡Esa es la verdad! 



Atendido lo anterior, hay que corregir las cosas de tal modo que podamos modificar la participación en política. 



Señor Presidente, en el tiempo que me resta quiero decir que el Senador Bianchi tiene toda la razón.



El artículo 18 de la Constitución Política habla del sistema electoral público. Dice así:



“Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos.”.



En mi opinión, esa norma no ha sido respetada por la Ley Electoral. Porque, de acuerdo con aquella, debería existir igualdad de condiciones en la presentación de pactos y subpactos. La forma de participar en política debiera estar definida de modo igual para los independientes y los partidos políticos.



En consecuencia, lo que le queda al Senador Bianchi es concurrir al Tribunal Constitucional. Tiene todo el derecho a hacerlo, porque, sin duda, existe una obligación constitucional que no se cumple en la Ley de Votaciones Populares y Escrutinios. 



Ello debe hacerse, señor Presidente, pues de ese modo se favorecerá una mayor participación, una mayor competencia. Y, por supuesto, quienes puedan participar en iguales condiciones que los partidos políticos tendrán las mismas posibilidades de llegar al Parlamento, a lo mejor en condiciones distintas y no con estos discursos extraños de que “soy militante-no soy militante”; “soy independiente-no soy independiente”.



Por eso, votaré a favor. Creo que ayuda a lo que perseguimos: que los independientes puros no se vean obligados a militar en partidos y puedan ser realmente independientes. 



Sobre ello nos estamos pronunciando. No contra los díscolos, ni contra la creación de partidos. Porque ojalá existiera mayor participación no solo de los partidos, sino también de los independientes.



Voto que sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el debate sobre un asunto relativamente corto se ha prolongado demasiado, pues se han ido mencionando muchas cosas ocurridas desde que recuperamos la democracia. 



Así, mi primera llegada al Parlamento fue en calidad de independiente. Porque mi colectividad política, la Democracia Cristiana, y la Concertación, conformada en ese entonces por 17 partidos, determinaron: “Binominal: dos por distrito. No tenemos capacidad para más candidatos”. Y cada partido político pudo presentar a dos de sus militantes como independientes.



A mí me eligieron  Diputado en condiciones muy difíciles, pues tuve que disputar contra las listas de la Alianza y la Concertación. Y los candidatos de la Concertación me hacían a un lado, señalando que ellos representaban al conglomerado. Sin embargo, fui el primero que quebró el sistema binominal. 

El señor NAVARRO.- ¡Muy bien!

El señor SABAG.- Salí elegido con la primera mayoría de mi distrito. Es la única vez que he postulado en solitario como candidato. Posteriormente, lo hice con compañero de lista y resultamos electos los dos. Y en otras dos oportunidades, también salimos elegidos ambos candidatos al Senado.



Es decir, en las tres oportunidades en que he ido con un compañero de lista hemos doblado. Y en la primera ocasión en que me presenté, mi partido, al cual he pertenecido siempre, me postuló como independiente, me envió al sacrificio, pero gané en las condiciones que ya mencioné.



Ahora bien, todos estamos de acuerdo en que el sistema binominal no es bueno. Algunos nos acusan de no ser capaces de eliminarlo. ¡Claro que no lo hemos sido! Porque nunca hemos tenido los votos suficientes para lograr la reforma necesaria. Dependemos de los sectores de la Alianza para hacerlo.

El señor NAVARRO.- ¡De la Derecha!

El señor SABAG.- No hemos encontrado comprensión en ese aspecto.



Espero que algún día se pueda modificar. El sistema binominal es traumático; hace pelear a los compañeros de lista unos contra otros; el adversario no es el de la otra lista, sino el de la propia. 



Por eso, creo que tarde o temprano también debemos modificarlo.



Quiero expresar que la base de la democracia -en Chile tenemos una que tratamos de cuidar y fortalecer- son los partidos políticos. 



En naciones sin partidos políticos, ¿hay democracia? ¡Tienen uno solo! ¡Ella no existe!



Como dije, constituyen la base del sistema. Pero se hallan desprestigiados. ¿Por qué? Porque en cada elección de directiva que se efectúa surgen acusaciones de fraude; en el caso de las primarias para elegir candidatos a alcaldes o concejales, se llevan a cabo dentro del partido, pero resulta que quien perdió aparece de candidato al día siguiente.



¿Qué dice la ciudadanía al respecto? ¡Miren a los políticos: se seleccionan entre ellos hoy y mañana siguen de candidatos en otro lado! ¡Constituyen una montonera que no acata nada!



Lo que se pretende es hacer respetar la institución de los partidos políticos. Ojalá sigamos avanzando fuertemente en tal sentido para no estar dando siempre estos espectáculos lamentables que contribuyen al desprestigio de la noble función del servicio a la ciudadanía a través de aquellos.



Tenemos un profundo respeto y consideración por los independientes. Nosotros estamos aquí, sin duda alguna, gracias a su apoyo. ¡Cuántos militantes suman los partidos políticos! ¿Serán 500 mil entre todos? ¿Cuántos independientes hay? Más de 7 millones y medio.



Por lo tanto, son ellos los que nos eligen. Por consiguiente, mal podríamos estar tratando de tramitar proyectos de ley que los perjudicaran.



Reitero: tenemos gran respeto por los independientes. Es de desear que hubiera muchos más. 



Por otro lado, si se produce algún atropello a la Constitución -como expresaron los Senadores señores Bianchi y Gómez-, estamos llanos a estudiar el problema y a buscar la salida más adecuada.



En cuanto al proyecto mismo, ninguno de sus patrocinantes ni quienes lo aprobamos en Comisión y en la Sala tuvimos la intención de perjudicar a los otros partidos políticos -muy por el contrario-, y menos a los independientes.



Sin embargo, surgió una duda. Según mi parecer, no había ninguna, porque resulta evidente que a un candidato de un partido nuevo no se le podía pedir un año de militancia. Si tenía tal condición, cómo se le iba a exigir ese requisito.



Sin embargo, con el veto del Ejecutivo ese inconveniente se aclara y, tal como se somete a nuestra consideración en estos momentos, queda absolutamente despejado que a los integrantes de un partido recién creado no se les impone tener un año de militancia para ser candidatos a concejales o alcaldes, que es el proceso eleccionario futuro más cercano.



En consecuencia, considero que este proyecto apunta justamente a honrar la política, noble función a la que todos nos hemos dedicado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no era mi intención opinar sobre este particular; pero lo haré dadas la discusión y las intervenciones, en especial, la del Senador Navarro, con quien discrepo en muchos aspectos pero le reconozco su trabajo y coherencia. Siempre he respetado a las personas con esas cualidades.



Pero aquí se han dicho muchas cosas que no son ciertas.



Este proyecto no es de la Derecha. La moción pertenece al Honorable señor Zaldívar, quien me pidió suscribirla. Con esto no quiero eludir responsabilidades. Muy por el contrario. La defendí en la Comisión cuando se discutió. Y lo cierto es que siempre fui partidario de ella.



En el momento en que el señor Senador me presentó la iniciativa, ella me  pareció de sentido común. Por eso quiero rescatarla.



Se ha hecho mención a una cantidad de cosas que no guardan relación con el proyecto, a las cuales me gustaría referirme si me alcanza el  tiempo.



Este proyecto, que es muy simple, no va en contra de los díscolos, sino de los chantajistas.



Digamos las cosas como son: se trata de personas que, llegado el momento de definir las candidaturas, dos meses antes de la elección, chantajean a los partidos y les dicen: “Si no me llevan, voy por fuera”. Así sucede.



Si hay algo diferente en la moción, que me lo digan, porque yo al menos la firmé.



Algunos, como el Senador señor Escalona, los llaman también “tránsfugas”; a mí me parece que “chantajistas” es más directo. Y, como estoy siendo bastante directo últimamente,...

El señor LAGOS.- ¡Sí, mi coronel...!

El señor LONGUEIRA.-....he preferido usar ese nombre. 



Por tanto, no es contra los díscolos.



Me parece que debemos tratar de evitar algo que he advertido varias veces en esta sesión: el desprestigio a la democracia, a la política. Considero que si hay una cosa que todos sabemos es que a Chile lo respetan en el concierto internacional por ser el país que hemos construido todos. Y, a mi juicio, en gran medida -como he dicho en muchas ocasiones- eso se debe a los buenos políticos que tiene, tanto de Izquierda como de Derecha. 



El día en que este país no tenga la capacidad de convocar a los mejores de ambos bandos vamos a ir a un despeñadero, en el que espero no caigamos. Esa fue una de las razones por las cuales voté en contra del voto voluntario y de la inscripción automática, pues lo más probable que ocurra es que la gente no vote. Y habrá personas que se van a empezar a adjudicar ese ausentismo. Porque, en general, existe una tendencia a sentirse representante de aquellos que no sufragan. 



Estimo que, lamentablemente, es posible que avancemos hacia un escenario en que voten menos ciudadanos y no los 3 millones y tantos que hoy no se hallan inscritos. Además, el proceso de inscripción en Chile debe ser de los trámites más fáciles y expeditos que hay.



He querido realizar estas reflexiones, porque el veto corrige un error del cual quienes suscribimos la moción no éramos partidarios y que no advertimos. Y esa enmienda no surgió en la Cámara de Diputados, sino en una observación hecha aquí por el Servicio Electoral, porque advirtió que el proyecto original solo afectaba a los partidos legalizados y no a los que estaban en proceso de inscripción. 



Algunos interpretaron que, por la redacción de la normativa, sería imposible constituir partidos, lo cual era contrario a la motivación de los que suscribimos la moción. Y entiendo que, cuando se discutió este veto en la Comisión, el Honorable señor Zaldívar me lo señaló así.



Por lo tanto, para qué es adecuado el proyecto de ley: para que quienes quieren ser independientes lo sean.



Se han creado muchos partidos. Ninguno sufrió lo que tuvimos que pasar nosotros: inscribirnos en uno, desafiliarnos y después armar la Unión Demócrata Independiente. Lo hicimos con sudor y lágrimas, recorriendo todo Chile, al igual que todos aquellos que han querido participar en democracia en una tienda política. Muchos -la UCC, el PRI, el MAS, el PRO- han intentado conformar un partido.



Además, deseo expresar que me alegro de que cueste, porque considero que el multipartidismo le ha hecho daño al país. Me parece que el sistema binominal ayuda al bipartidismo. Las democracias a las que todos aludimos aquí como las más estables en el mundo son bipartidistas. Y nuestro actual sistema ayuda de alguna forma a ello.



A mi entender, la Concertación no hubiera durado cuatro períodos, ni menos unida, de no ser por el binominal. Y lo más probable es que nosotros en la Alianza tampoco.



Eso, de alguna forma, ha introducido una estructura electoral que ha permitido llegar al Chile que hoy tenemos: un país que todos alaban en el extranjero y en el cual nosotros somos tan autocríticos.



Como se ha hecho referencia al sistema binominal, cada vez me pongo más partidario de él. Y, si lo cambiáramos, no estoy a favor del proporcional, sino de avanzar a uno uninominal, pues los mecanismos mayoritarios, como está demostrado en toda la literatura sobre sistemas electorales, contribuyen a la gobernabilidad.



Los sistemas proporcionales contribuyen más a la representatividad. Y considero que a países como el nuestro les convienen sistemas electorales que tiendan a la gobernabilidad y no a la proporcionalidad. Eso se encuentra escrito; no es nada nuevo para las personas que se dedican o han estudiado el tema.



En mi opinión, nos conviene eso y no lo que ocurre en naciones donde un señor representa al ciento por ciento del electorado y reparte billetes por toda Latinoamérica. Ese sistema es peor que el binominal.



Creo que el fortalecimiento de los partidos resulta fundamental; que no podemos acomplejarnos por el desprestigio de los partidos, por su distanciamiento de la ciudadanía, y debilitarlos más. Las democracias funcionan con partidos sólidos.



Todos aquellos países que han tenido crisis institucionales la iniciaron, en primer lugar, por el debilitamiento de sus partidos políticos. Y lo que nos debe preocupar a todos es precisamente el distanciamiento de la ciudadanía de aquellos. Por lo mismo, no podemos contribuir con la dictación de leyes que los perjudiquen.



Con el texto propuesto a nadie se le afecta la libertad. Lo único que dice es: “Si usted quiere dejar su tienda política, tendrá que hacerlo con una anticipación adecuada”; y no, como ocurrre, que muchos logran posicionamiento político... ¡gracias a un partido! Y, después que lo obtienen, se embarcan en aventuras personales. ¡Y no son pocos los que luego tratan de retornar a su antigua colectividad mediante pactos!



Porque algunas personas creen que sus aventuras personales están por sobre los partidos. 



Afortunadamente, en Chile eso no nos pasaría, pero podría sucedernos de continuar así. Le ocurrió a Perú, donde hubo -todos hablamos de ello- un debilitamiento total de sus partidos tradicionales. 



¿Cómo los venezolanos llegaron a tener a Chávez? Con la destrucción de los partidos tradicionales de Venezuela. Y un golpista como Chávez...

El señor NAVARRO.- ¡Y salvó a Venezuela!

El señor LONGUEIRA.- ¡Digamos las cosas como son! ¿Qué es Chávez? ¡Un golpista!



Entonces, frente al debilitamiento de la democracia y de los conglomerados políticos,...

El señor NAVARRO.- ¡Chávez goza de más popularidad que Piñera: 63 por ciento!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Llamo al orden a Su Señoría.
El señor LONGUEIRA.-... hoy Venezuela cuenta con el personaje mencionado.



Señor Presidente, para que las personas que siguen el debate entiendan lo que se está votando, debemos precisar que este no es un proyecto antidíscolos. Con él no se impide que la gente se retire de los partidos. Lo pueden hacer cuando quieran. Solo se ha dicho que, si un militante de un partido quiere ser candidato independiente o de otra colectividad, debe renunciar con mayor anticipación a la institución que le permitió ser un personaje público como alcalde, parlamentario u otro cargo de elección popular.



Por lo tanto, se fortalece a los partidos como el PRO, el MAS y a cualquier otro. Y ello es sano para la democracia. ¡Obviamente!



¿Qué propone el veto? Corregir algo del proyecto original que no se advirtió. Y, como señalé, la observación se introdujo a proposición del SERVEL.



¡Votar en contra me parece sin sentido! Se lo digo al Senador Navarro, a quien considero una persona coherente con lo que piensa. No veo por qué rechazar una observación que solo enmienda un error no advertido en la redacción inicial, mediante el cual se impide inscribir candidatos a los partidos en formación.



Una persona que se desafilia de un partido para inscribirse como candidato en otro podrá hacerlo con la anticipación debida: nueve meses.



Pero la observación del Presidente de la República mantiene -prácticamente no cambia- la norma vigente, quedando exactamente igual lo relativo a las condiciones de que gozaban los partidos políticos en esta materia antes de la presentación del proyecto.



En consecuencia, señor Presidente, de todas maneras hay que aprobar el veto, dado que corrige efectos que no correspondían a las ideas perseguidas por los suscriptores de la moción. El Senado no puede debilitar y perjudicar la democracia y los partidos políticos en Chile.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, como uno de los autores de la moción, es preciso que diga algo sobre la materia.



En primer lugar, hago presente al Senador señor Navarro que las inquietudes que ha planteado no corresponden al proyecto en debate. 



Por supuesto, todos aspiramos a modificar la Ley Electoral, a fin de contar con un sistema eleccionario más representativo. Estoy de acuerdo en mejorar dicho sistema y, seguramente, la Ley de Partidos Políticos, para ampliar la participación de las personas que, indiscutiblemente, la están reclamando.



El propio Gobierno anunció que mandará un proyecto de ley con relación a los partidos políticos, al sistema electoral, etcétera. Cuando llegue ese momento, discutiremos todas esas materias.



En el ámbito electoral, he sido uno de los que han luchado desde el comienzo -incluso antes de que asumiera el primer Gobierno democrático, con los riesgos que ello significó- contra el sistema binominal, establecido en la Constitución del 80. 



Soy un convencido de que ese modelo es excluyente al no permitir mayor participación, lo que está dañando el sistema político chileno.



Con todo, respeto las consideraciones que otros parlamentarios tengan con relación a esta materia.



Sin embargo, el proyecto plantea otra cosa, como lo  han dicho todos. Además, en mi opinión, tiene un fundamento ético: no puede ser admisible que una persona que ha militado en un partido político por tiempo prolongado -a veces 20 o más años-, llegado el momento de la inscripción de candidaturas, decida deshacer sus compromisos como militante al no lograr ser nominado y transformarse en independiente o en miembro de otra tienda para integrar una lista; todo ello, con el único objetivo de reclamar a su antiguo partido por no haberlo designado. Ese es el objeto. 



En tal escenario, solo se pide a esa persona que tome la decisión de abandonar su partido para ser candidato independiente o de otra colectividad con seriedad y cierta anticipación: nueve meses antes del vencimiento del plazo de inscripción.



Ahora, el proyecto en análisis -aun sin veto- nunca tuvo por finalidad exigir que los candidatos de los nuevos partidos registraran una militancia de nueve meses antes de la inscripción. ¡Eso no es así! Con el veto queda claro el punto y se evita cualquier duda al respecto.



Además, quiero hacer una reflexión adicional. El Honorable señor Lagos me sugirió que se planteara como ejemplo al colega Navarro, quien fue candidato después de enfrentar en las primarias al entonces Senador señor Viera-Gallo. Este, por ser una persona con una ética política profunda -según lo conocimos en esta Corporación-, no levantó candidatura por separado, pudiendo haberlo hecho. Porque esa decisión voluntaria la toma una persona por propia convicción. ¡Pero no todos son Antonio Viera-Gallo!



Militantes de mi propio partido -lo he visto-, por el hecho de no ser designados como candidatos, dos meses antes del plazo de vencimiento para  las inscripciones en el Registro Electoral, aparecían después como candidatos de una tienda política que no guarda relación con la nuestra.



¡Y esa situación se ha repetido en todas las colectividades!



Entonces, el objetivo del proyecto de ley no es limitar la libertad de la gente, sino hacer más seria la política. Quien milita en un conglomerado político ha de saber que, para abandonarlo, debe proceder con cierta anticipación y de manera seria. Y luego podrá participar como independiente sin problemas.



Como dijo muy bien el Senador señor Gómez, la iniciativa también tiende a fortalecer a los independientes.



Concuerdo totalmente con Su Señoría en que se debe modificar la Ley Electoral. ¡No es admisible que a un candidato independiente se le exijan no sé cuántas miles de firmas ante notario y con muchas otras condiciones! Debe facilitarse  la participación de la gente en política y eliminar todas esas trabas.



Pero eso es materia de otro proyecto.



En consecuencia, señor Presidente, reafirmo mi voluntad de apoyar esta iniciativa -que cuenta con el patrocinio de Senadores de diferentes partidos- que va en la línea correcta y no en la de impedir que la gente ejerza sus derechos en forma libre, como aquí se ha expresado. El que quiera ser independiente que lo sea. Será respetado; y el que pertenezca a un partido político que sea responsable con su militancia.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Advierto que quedan a lo menos seis Senadores inscritos y que hay otro proyecto en tabla previo al asunto que es de interés de quienes están en las tribunas. Esto se lo planteé a los señores obispos que nos acompañan. 



Se está haciendo el debate que corresponde.



En el fondo, dependiendo de los tiempos, sabremos si se podrá tratar la iniciativa que les interesa.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estimados colegas, no me voy a referir al proyecto en sí mismo, porque creo que las explicaciones dadas por Sus Señorías en las distintas intervenciones han sido lo suficientemente claras como para demostrar que su contenido no es ni antidíscolo ni antinada y que, simplemente, apunta a corregir la situación que se plantea cuando un militante se sale de su partido sin ninguna razón de carácter ideológico, sino, de manera fundamental, por motivos de poder.



Hace bastante tiempo presenté una iniciativa en virtud de la cual quien renunciaba a su colectividad habiendo sido elegido en un cargo popular representándola perdía la condición que en ese momento ejercía. No tuvo respaldo. Sin embargo, creo que habría sido muy útil, por cuanto tendía a garantizar, mucho más que el proyecto actual, el ejercicio ético de un poder obtenido a través de un partido.



Pero en los minutos que me quedan, señor Presidente, prefiero referirme a la materia de fondo.



Aquí hay un debate tremendo en el cual somos responsables. Se señala -y nadie lo duda- que hoy la política es un sarcasmo al pueblo, una manera indigna de ejercer el poder, y que todos los políticos -lo hemos visto esta tarde- aparecen como indeseables. La gente de cualquier parte de Chile se siente satisfecha por el solo hecho de que se diga que los políticos somos todos ladrones, etcétera.



Yo reclamo de eso, señor Presidente. Y lo reclamo de mis propios colegas, pues considero que nosotros somos los primeros que debemos actuar de modo distinto. Con franqueza, no necesitamos modificar las leyes. Bastaría con que cada uno, en todo instante, actuara con respeto a los acuerdos comprometidos y a los puntos de vista diferentes.



En eso somos reos todos, por cuanto no hemos sido capaces de defender, con franqueza y claridad, la condición de la política chilena. Tengo, no el privilegio, pero sí la situación concreta de ser, tal vez, el más viejo en este Senado. Y levanto mi voz para decir que la política chilena, a través del tiempo y con las debidas excepciones -que existen en todas partes-, ha sido llevada adelante por personas dignas y respetables. Nunca olvidaré lo ocurrido con un antiguo político de un partido muy tradicional en Chile, quien en un momento representó el paradigma de lo indeseable. Era denostado por todo el mundo. Y ese hombre, a quien se le achacaba un enriquecimiento inadecuado, terminó en la sala común de un hospital porque no tenía un solo peso para tratarse en otro lugar. Fueron sus correligionarios los que lo ayudaron a salir de tal condición y a morir en forma digna.



Por lo tanto, no tengo ningún reparo en levantar mi voz para defender la política. En lo personal, necesitamos hacer bien las cosas. No puede haber una ética para lo público y otra para lo privado. Hoy día pareciera que todo es culpa nuestra y eso no es así.



Hay un segundo tema que quiero tocar de manera amplia y es la razón por la cual propuse la mencionada iniciativa -como digo, lamento que no se haya aprobado- y por la cual creo que aquí no estamos hablando en contra de nadie. He sido categórico en señalar que la política requiere partidos fuertes, claros, programáticos, ideológicos, de comportamiento ético y con una disciplina llevada por consenso, en que la autoridad cumple lo que el viejo significado griego de la palabra indica: conducir, inducir, enseñar y no solo controlar.



Yo reclamo, señor Presidente -y por eso me parecen francamente inadecuadas algunas versiones con respecto a lo que ha pasado-, por lo ocurrido con personas que militaron durante muchos años en un partido. Porque ninguno de nosotros salió elegido solo por nuestros nombres. Lo he dicho varias veces con todo respeto: si hoy día todos quienes nos hallamos en esta Sala fuéramos independientes, probablemente no lograríamos la votación que obtuvimos al estar dentro de nuestros propios partidos.



Me niego a aceptar dicha situación. Porque nada le ha hecho más mal a la política que la cantidad de personas que se han salido de sus partidos simplemente para tomar un cargo en determinado momento, sea como independiente o como militante de otra colectividad.



Eso no es correcto.



Por lo tanto, aprobar este proyecto, que encuentro aún débil, constituye un avance.



Finalmente, quiero referirme a una cuestión que siempre he sostenido y que no tengo por qué callar ahora, aun cuando lamento que no esté presente en este momento el Senador independiente don Carlos Bianchi.



Y es que yo no creo en la independencia absoluta de nadie frente a la vida, a la política, a la filosofía de lo que debe hacerse. Es imposible no tener ninguna idea clara, precisa, sobre las verdades con las cuales uno se encuentra para construir la sociedad chilena. Nadie puede ser independiente totalmente. Sería como estar en blanco. Y eso no es lógico.



Tal es la razón por la cual la ley hace una precisión que apoyo, aunque parezca muy inadecuado. Yo respaldo que los independientes no puedan sumarse entre sí en una lista común, porque, por definición, de acuerdo a lo que ellos mismos señalan, son libres de ideas y tienen libertad total. Entonces, ¡cómo se van a juntar con otra persona que es igualmente independiente, con una visión distinta de la vida! ¡Por qué se van a sumar!



Eso parece un contrasentido.



Yo rescato lo que se ha propuesto acá: que los independientes que quieran participar en política se unan en un partido si tienen avenencias entre sus ideales o si quieren establecer una independencia regional, cuestión esta última que no me agrada mayormente, pues significa volver a un sistema que fracasó hace bastante tiempo en nuestro país, durante el Gobierno de Carlos Ibáñez del Campo, cuando alcanzó a haber 37 partidos, muchos de ellos regionales, que a la larga no significaron ningún aporte y murieron muy rápidamente.



Entonces, creo que las cosas van encaminadas a lo que ya he dicho.



Para terminar, pediría que fuéramos más claros.



Somos políticos, depredados entre la gente en numerosas ocasiones, lo que no me llama la atención.



La política es, por esencia, solidaridad. Y nos hallamos en una época en la cual el individualismo, la no solidaridad, la ganancia personal, el fin único del interés propio, llevan a que haya una controversia y una antinomia fundamental entre la política y el mundo que nos rige.



Por eso, a pesar de mi afán por que este proyecto hubiese sido más duro, votaré que sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde usar de la palabra al Honorable señor Cantero.



Quedan tres Senadores por intervenir.



--(Manifestaciones en tribunas).



A los asistentes a las tribunas les señalo, con todo respeto, que debo hacer cumplir el Reglamento.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Voy a llamar al orden a las tribunas. 



Les pido guardar silencio por última vez, para que puedan escuchar el debate. 



Falta por intervenir el Honorable señor Cantero y están inscritos dos Senadores más.



Después del último de ellos, se votará este proyecto y comenzaremos, si hay acuerdo de la Sala, la discusión de otro. 



La iniciativa que interesa a las tribunas se encuentra ubicada en la tabla en un lugar posterior. Le he preguntado a uno de los autores del proyecto anterior si tiene problemas en postergar su análisis y me ha manifestado que no. Sin embargo, se necesita el acuerdo de la Sala. 



Pido a los señores Senadores ajustarse a los 5 minutos. 



Tiene la palabra el Honorable señor Cantero. 

El señor ROSSI.- ¡No podemos actuar de acuerdo a lo que digan las tribunas, señor Presidente!

El señor CANTERO.- Señor Presidente, la normativa en debate se preocupa de dos cuestiones. 



En primer lugar, lo que hace es poner en igualdad de condiciones a un nuevo partido político. 



¿Cuál es mi cuestionamiento respecto al tema? No dice relación al contenido del veto, que votaré a favor. Pero quiero dejar constancia de una serie de hechos planteados en la Sala que, en mi opinión, carecen de fundamento. 



Lo primero que motiva quejas es la prioridad dada a las materias relativas a partidos políticos, que siempre se ponen sobre tabla provocando la postergación de otras. Y este caso no es la excepción: la iniciativa aborda un tema de partidos políticos. 



Lo segundo que se menciona es el “respeto a los independientes”. Lo concreto es que ello no se visualiza. Porque la circunstancia de que un independiente deba competir con dos candidatos que van en una lista sin poder enfrentarlos en otra lista no constituye ningún respeto. Es una actitud abusiva. 



Cuando se pertenece a un partido tal situación normalmente no se vislumbra. Yo fui militante de uno y tengo profundo respeto por ellos. Pero lo concreto es que el independiente se halla en una condición de evidente y arbitraria desventaja. 



Otro aspecto que me llama la atención es que se habla del prestigio de la democracia asociado a la conducta de los militantes que desean ser candidatos. En realidad, creo que eso no tiene nada que ver. Aquí, lo que se está haciendo en la práctica es poner orden institucional en los partidos por vía legal. ¿Por qué? Porque sus autoridades han sido incapaces de hacerlo. 



Se señala que está en juego el prestigio de la democracia. En mi opinión, ello no es así ni de cerca. A mi juicio, el prestigio de la democracia está en juego en otras áreas: cuando la ética del desarrollo económico genera asimetrías como las actuales. A nivel global, en distintas latitudes y con diversas motivaciones, la sociedad civil hace sentir su indignación y reclamo hacia las autoridades, incluso las elegidas democráticamente, con un categórico “no nos representan”; expresa su voluntad de movilización, su fastidio por el estado de las cosas, en que los ciudadanos han derivado solo en consumidores, donde el Estado únicamente es un cautivo del mercado, donde se mercantilizan aspectos básicos de la vida como la salud, la educación. Si no tiene dinero, una persona muere; si no hay dinero, tampoco hay acceso a educación. Se han mercantilizado elementos como el agua, los espacios comunitarios, la seguridad de las personas. 



¡Allí es donde está en juego el prestigio de la política!



Las personas hacen sentir su tensión e indignación a gobiernos de diferentes signos. Así que tampoco puede decirse que aquello se deba a postulados de izquierda o de derecha. En diversos lugares han caído regímenes de distinta denominación política. El fastidio es con algo más que la autoridad de turno; obedece a la forma de representación de la política actual, a la ética del modelo económico, al rol a que se ha relegado lo político. 



Porque digamos las cosas por su nombre: la política actúa como pieza de utilería, tratando de mantener un rol aparentemente efectivo, cuando, en la práctica, carece de atribuciones y su función es casi ornamental en un sistema global en el que los parlamentos, en las materias más relevantes, solo se ocupan de ratificar tratados internacionales, en particular en el ámbito económico, que imponen sus marcos reguladores del modelo propio, incluso desde espacios supranacionales. 



Así que ojo con eso. 



Porque concuerdo en que en este proyecto no se toca, ni a favor ni en contra, la situación de los independientes: estos siguen igual de mal que siempre. En consecuencia, no digamos que aquí se los está respetando, pues continúan siendo objeto de un trato abusivo. 



Alguien expresó por ahí que “amar la democracia significa pertenencia a los partidos políticos”. ¡Por Dios que en Chile se ama poco la democracia...! Solo el 7 por ciento de la población tiene militancia política. O sea, ¿los demás no aman la democracia?



Yo estoy de acuerdo, en todo caso, en esto de querer hacer sinónimos a los tránsfugas y a los chantajistas. Es cierto que jugar con tal cuestión no tiene mucho mérito. 



Pero digamos las cosas por su nombre: los partidos políticos cada día se hallan más desprestigiados, más desacreditados, no porque la gente les tenga mala voluntad, sino porque la política se ha gestionado en forma equivocada, identificando erróneamente los problemas de la gente con sus urgencias. 



Por eso, me parece que las cúpulas de los partidos deben legitimar sus procesos con la debida antelación. 



Repito que no me molesta que se ponga en un plano de igualdad a los partidos políticos que se están constituyendo con los ya vigentes. Pero la verdad es que este proyecto no hace sino ratificar la prioridad que siempre se da a los temas relativos a los partidos políticos y la postergación de otras materias, incluida la situación de desventaja en que se encuentran los independientes. 



Por cierto, yo no tengo militancia, aun cuando pertenezco a la Coalición por el Cambio. Promoví yo, personalmente, a Sebastián Piñera... 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador.



Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- No intervendré, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ha pedido que la Comisión de Educación pueda funcionar en paralelo con la Sala. 



Si le parece a Sus Señorías, tomaremos una decisión al respecto después de la votación del proyecto. 



Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker, último inscrito.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, para quienes postulamos como deseable -yo, por lo menos- una democracia de instituciones -que, en la práctica, es una democracia de partidos, sin que estos, por supuesto, tengan el monopolio de la representación-, entendemos, después de analizar la historia comparada, que hay cuatro alternativas a los partidos políticos y la democracia de instituciones.



La primera es el modelo del caudillismo, del caciquismo o del personalismo. Ejemplos abundan en América Latina, de Derecha y de Izquierda. 



La segunda es el gobierno -mal entendido, por cierto- de los líderes religiosos: el clericalismo, como el que encontramos en los ayatolas, hoy día, por ejemplo, en Irán; en los talibanes, que asonaron Afganistán, y lo que fue en su momento -por qué no decirlo- la llamada “cristiandad”. Este es el gobierno de los clérigos, de los líderes religiosos. 



Una tercera opción a los partidos es la que la historia conoció tristemente en el siglo XX como corporativismo; alguna expresión de gremialismo -también, por cierto, mal entendido- llevado al sistema político, que en la práctica devino en fascismo, como el que conoció Italia en los años treinta y cuarenta. 



Y la cuarta figura es la de las dictaduras, de Derecha o de Izquierda, institucionales, de partido único o personalistas. 



Por lo tanto, cuando uno mira las alternativas a la democracia de partidos o de instituciones -que yo, al menos, postulo como deseable, no solo para América Latina, sino en general-, observa que todas ellas son peores y dan cuanta de una grave distorsión o desquiciamiento de lo que debe ser un buen gobierno. 



Entonces, este proyecto -por lo visto, bastante transversal- hace bien en establecer un año de desafiliación de los partidos para quienes quieran postular como independientes.



Y también hace bien el veto -por consiguiente, votaré a favor, como tantos otros- en orden a que no deseamos obstaculizar a los partidos en formación. 



Pero se ha planteado, y brevemente me refiero a ello, algo mucho más de fondo: el sistema político chileno.



En términos ideales, teóricos, de lo deseable, si uno dibujara el mejor sistema político, yo sería partidario de uno federal, parlamentario y de representación proporcional. Navego contra la corriente, desde el punto de vista ideal. Creo que el sistema político alemán -federal, parlamentario y de representación proporcional- es lejos el más sólido del mundo. Pienso que lo que han hecho los alemanes en la posguerra, en un sistema multipartidista, se encuentra cercano a ser perfecto.



Si miro comparativamente, concluyo que Alemania no está mal. No conozco un sistema político multipartidista más sólido, que, además, evita la proliferación de partidos, porque considera un umbral de 5 por ciento para la representación proporcional.



El otro sistema político que se menciona es el de Estados Unidos, que, si bien se caracteriza por ser muy sólido, es bipartidista. Olvidémonos de ese modelo, porque nuestro sistema es, ha sido y estimo que seguirá siendo -no hay problema en ello- multipartidista.



Ya que en Chile tenemos lo contrario, es decir, un sistema presidencialista y no parlamentario, multipartidista y no bipartidista, y un mecanismo electoral binominal, ¿cómo se podría adecuar esta situación a lo que resulta deseable con realismo, ya no en un ejercicio de pizarrón -he mencionado cuál es mi preferencia-, sino tomando en cuenta el contexto chileno?



Entonces, si hay presidencialismo, añadamos la figura del Primer Ministro. No desmantelemos el presidencialismo, pero no agotemos todo en el Presidente de la República, que es Jefe de Estado y Jefe de Gobierno. Para eso existe un Primer Ministro, que requiere mayoría parlamentaria, que puede servir de fusible y que evita que una crisis de Gobierno se convierta en una sistémica.



El multipartidismo es el más sólido de los tres que he mencionado. En Chile, desde 1856 hasta hoy, es decir, durante 150 años, ha habido un multipartidismo que es como la cordillera de los Andes. Y yo creo que no hay problema en ello...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me concede un minuto para concluir mi intervención?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Conforme.

El señor WALKER (don Ignacio).- Muchas gracias.



Por lo tanto, parto de la base de que nuestro país tiene un sistema multipartidista, lo ha tenido durante 150 años y lo seguirá teniendo. Eso sí, prefiero que haya 6, 7, 8 partidos, y no los 37 que, como bien recordaba el Senador señor Ruiz-Esquide, llegaron a haber con Carlos Ibáñez.



Sobre el último aspecto no me queda tiempo para profundizar, pero quiero decir que no existen sistemas electorales democráticos o antidemocráticos. Cualquier mecanismo uninominal o plurinominal es tan democrático como uno de representación proporcional o de mayoría, como el binominal. Creo que este último sistema -tendré que dejar el alegato para otro día, porque se acaba el tiempo- contiene un serio problema estructural en cuanto a su representación.



Me referiré a eso en una próxima oportunidad -me quedan diez segundos-, pues constituye el problema actual en Chile, donde hay una democracia empatada, que es preciso desempatar. Pero lo dejo para otro día, pues se cumplió el tiempo, y así podremos continuar con este interesante debate.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la primera observación (32 votos contra uno), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron a favor las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó en contra el señor Navarro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se deja testimonio del pronunciamiento positivo del Senador señor Cantero.



Corresponde poner en votación la segunda observación.

La señora ALLENDE.- ¿Cuál es?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Les recuerdo que, de acuerdo a la Ley Orgánica del Congreso, las observaciones deben votarse por separado.



En votación...

El señor WALKER (don Ignacio).- Que se apruebe con el mismo número de votos.

El señor LARRAÍN (don Hernán).- Debe someterse a votación, señor Presidente.

El señor WALKER (don Ignacio).- Faltan Senadores.

La señora ALLENDE.- Se encuentran en la Comisión de Hacienda.

El señor ROSSI.- Habría que llamarlos durante cinco minutos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se dará lectura a la observación, sin perjuicio de que cada Senador puede desde ya emitir su voto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La segunda observación también recae en el artículo 2º del proyecto y sustituye el numeral 2), reemplazando el texto del artículo 9º de la ley vigente por el siguiente:



“Artículo 9º.- Para efectos de lo señalado en los incisos cuarto y sexto del artículo 4º, los partidos políticos deberán proceder a realizar cierres de sus registros generales de afiliados, debiendo remitir un duplicado de dicho registro al Servicio Electoral, informando también las nuevas afiliaciones y las desafiliaciones hasta dicho cierre. El primer cierre se hará con los afiliados registrados nueve meses antes del vencimiento del plazo para la declaración de candidaturas y el segundo con los afiliados registrados dos meses antes de este plazo. Los duplicados deberán remitirse al Servicio Electoral dentro de los cinco días siguientes de los cierres de registros indicados.



“A falta de los duplicados señalados en el inciso primero, se tomarán en consideración los últimos registros de afiliados entregados al Servicio Electoral.”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación la segunda observación.



Terminada la votación.



--Se aprueba la segunda observación (22 votos contra uno), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron a favor las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Cantero, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi y Walker (don Ignacio).



Votó en contra el señor Navarro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se deja testimonio del pronunciamiento positivo del Senador señor Coloma.



Quedan despachadas las observaciones del Presidente de la República.

ESTABLECIMIENTO DE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

El señor LETELIER (Vicepresidente).- A continuación corresponde tratar el proyecto que establece medidas contra la discriminación.



--(Aplausos en las tribunas).



Pido a las personas que se hallan en tribunas que, en función de los acuerdos y del Reglamento, mantengan silencio.



La iniciativa cuenta con segundo informe e informe complementario del segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, e informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3815-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 41ª, en 12 de octubre de 2005.


Informes de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 9ª, en 19 de abril de 2006.


Derechos Humanos (segundo), sesión 81ª, en 3 de enero de 2007.


Derechos Humanos (complementario del segundo): sesión 26ª, en 15 de junio de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 26ª, en 15 de junio de 2011.


Discusión:


Sesión 11ª, en 2 de mayo de 2006 (se aprueba en general).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Senadora señora Alvear informará el proyecto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, deseo hacer presente una cuestión de Reglamento.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en las tribunas se encuentran el Consejo de Pastores y muchas personas interesadas en escuchar este debate.



Dadas la hora y la certeza de que hoy no se votará este proyecto, y no sabemos si su tratamiento continuará mañana o en otra ocasión, sugiero que la Mesa recabe la unanimidad de la Sala para acordar cuándo se proseguirá, si será mañana u otro día. Pero que el Consejo de Pastores y las demás personas sepan cuándo...



--(Manifestaciones en tribunas).



...se realizará la votación.



Conversé recién con los miembros del Consejo de Pastores y ellos son de la opinión de dar más tiempo, al objeto de que algunos Senadores conozcamos de mejor manera sus observaciones, para adoptar la mejor decisión en el momento de la votación.



Lo importante es que les digamos cuándo se votará.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, me pidió punto de Reglamento...



--(Manifestaciones en tribunas).



Solicito guardar silencio al público asistente a las tribunas, con todo respeto. Es la última vez que lo haré.



Tomen en cuenta que adoptamos un acuerdo para empezar la discusión ahora. Había otra iniciativa contemplada antes. Corresponde partir con la relación del proyecto, y pido que se comience con eso. Después se ofrecerá, conforme al Reglamento, la palabra a cada Senador...

La señora ALLENDE.- ¡La legislación la hacemos nosotros, no el Consejo de Pastores...!

El señor ROSSI.- Señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, corresponde que empiece la relación.

El señor ROSSI.- Quiero pedirle que use sus facultades.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por cierto. Pero solicitaría...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ROSSI.- Señor Presidente, el Senado se ha transformado en un circo. Y le pido a usted que, como Presidente del Senado, ponga orden, porque no estoy dispuesto a aceptar las descalificaciones que sostenidamente han venido manifestando algunas personas que se hallan en las tribunas.



¡Este no es un circo! ¡Es el Senado de la República! 


¡Aquí se debate con ideas, con respeto a todas las opiniones que se vierten en la Sala!

 

¡Y no me parece adecuado el clima que hemos tenido durante la sesión de esta tarde!



Solicito que se mantenga el orden, porque no se puede debatir en un ambiente de intolerancia y de falta de respeto.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Advierto a quienes se hallan en las tribunas que es mi obligación garantizar a todos los señores Senadores, sin importar el juicio que cada uno sustente, el respeto de sus derechos.



Por eso -disculpen que me salga del Reglamento- le recuerdo al pueblo cristiano -tantas veces discriminado- que debe aprender a ser tolerante con las opiniones que no comparta. A los señores Senadores les asiste reglamentariamente el derecho a emitir su parecer, razón por la cual les pido que me a acompañen a que ello se cumpla.




Tiene la palabra la Senadora señora Alvear para informar la iniciativa.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el proyecto, cuya discusión en particular estamos iniciando, se originó...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI (don Eduardo).- ¡Que se suspenda la sesión!

La señora ALVEAR.- ¡Se debería suspender la sesión...!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Reitero a los representantes de las iglesias que deben respetar el Reglamento, si no, me veré en la obligación...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ROSSI.- ¡Suspenda la sesión, señor Presidente!

El señor CANTERO.- ¡Sí, señor Presidente, suspenda la sesión!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ...-y lo digo por última vez- de hacer algo que no deseo y que al parecer algunas personas lo quieren provocar. 



Si no hay orden en las tribunas, tendré que suspender la sesión.



Insisto: si se repiten las interrupciones, tomaré esa decisión. Les pido comprensión al respecto.



Continúa con el uso de la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como decía, el proyecto, cuya discusión estamos iniciando, se originó en un mensaje presentado en la Cámara de Diputados en marzo del año 2005, y se inspira en la necesidad de resguardar en nuestro ordenamiento jurídico el principio de la no discriminación arbitraria, de forma tal de garantizar más efectivamente a los ciudadanos la igualdad ante la ley y el reconocimiento de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.



Como sabemos, la iniciativa ha tenido una extensa tramitación en el Parlamento. Cabe recordar que, en segundo trámite constitucional en el Senado, fue informada por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y luego, aprobada en general por esta Sala en mayo de 2006. Posteriormente, dicha Comisión emitió otros dos informes y, por último, pasó a la de Constitución, Legislación y Justicia, de cuya labor me corresponde informar en esta oportunidad.



Señor Presidente, deseo destacar la larga tramitación del proyecto y el número de Comisiones que lo han estudiado. Y, al mismo tiempo, es preciso señalar -dadas la preocupación y la asistencia masiva a esta sesión, lo cual me alegra si se hace con el debido respeto- que en los órganos especializados del Senado fueron escuchadas la Mesa Ampliada de Organizaciones Evangélicas, el Reverendo Francisco...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI (don Eduardo).- ¡Suspenda la sesión, señor Presidente!

La señora ALVEAR.- No puedo seguir informando, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se suspende la sesión.

)----------------(



--Se suspendió a las 19:14.



--Se reanudó a las 19:22.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Les pido silencio a los presentes en las tribunas.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- No hay orden de desalojo, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le solicito a Carabineros que ponga atención: no hay ninguna orden de desalojar las tribunas.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Les pido a quienes se encuentran en las tribunas guardar silencio.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¡Orden en las tribunas!



Por última vez...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Ha llegado la hora de término del Orden del Día.



Le propongo a la Sala suspender el debate del proyecto y pasar al Tiempo de Votaciones.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- A petición de un Comité, se suspende el pronunciamiento sobre los asuntos incluidos en el Tiempo de Votaciones.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de levantar la sesión les daré curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.



--(Manifestaciones en tribunas).

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro del Interior y Seguridad Pública; Subsecretario de Pesca, e Intendente de Aysén, solicitándoles INFORMACIÓN EN CUANTO A NORMAS SOBRE RECURSOS Y FISCALIZACIÓN DISPUESTAS EN CONVENIO DE ZONAS CONTIGUAS ENTRE REGIONES DE LOS LAGOS Y DE AYSÉN.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, pidiéndole ANÁLISIS SOBRE GRADO DE INVOLUNTARIEDAD EN SISTEMA REFUNDIDO DE REPACTACIONES DE CMR VISA FALABELLA, y al señor Director del Servicio Nacional del Consumidor, requiriéndole ANÁLISIS SOBRE GRADO DE INVOLUNTARIEDAD EN SISTEMA REFUNDIDO DE REPACTACIONES DE CMR FALABELLA Y PRESTO LIDER.



De la señora RINCÓN:



Al señor Contralor General de la República, recabándole antecedentes relativos a SITUACIÓN DE EX FUNCIONARIO DEL PODER JUDICIAL SEÑOR JUAN REYES MUÑOZ (comuna de San Javier); al señor Ministro de Salud, pidiéndole información sobre DENUNCIA DE PENSIONADO DE CARABINEROS DON RAMÓN LÓPEZ VALVERDE (comuna de Parral), y al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, planteándole INSUFICIENCIA DE AYUDA PARA MEJORAMIENTO DE MEDIAGUAS EN REGIÓN DEL MAULE.



Del señor WALKER (don Ignacio):



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole información con respecto a PLAZO DE ENTREGA DE OBRAS DE MEJORAMIENTO DE CONSTRUCCIÓN SEGUNDO PISO VILLA SUECIA (comuna de La Cruz).
)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:23.










Manuel Ocaña Vergara,










  Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL CIERRE DE FAENAS E INSTALACIONES MINERAS 

(6415-08)


Oficio Nº 9523


VALPARAÍSO, 15 de junio de 2011


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras(boletín N° 6415-08), con las siguientes enmiendas:


Artículo 2°.-

-Ha reemplazado en el inciso primero, luego de la expresión “aplicable” la coma (,) por un punto seguido (.) y sustituido la frase “así como el resguardo de la vida, salud y seguridad de las personas, de acuerdo a la ley.”, por la frase “La ejecución de las medidas y acciones de la manera antes señaladas deberán otorgar el debido resguardo a la vida, salud, seguridad de las personas y medio ambiente, de acuerdo a la ley.”. 

Artículo 3°.-








               Letra h)      


-Ha intercalado, entre la palabra “control” y la preposición “de”, la frase “en agua, en aire y en suelo”. 
Letra i)

-Ha suprimido en el párrafo primero la expresión “refinerías,”, e intercalado antes del vocablo “maestranzas” la siguiente frase: "baterías, equipamiento, ductos, oleoductos y gasoductos de hidrocarburos,".

-Ha reemplazado en el párrafo segundo  la expresión “e hidrocarburos líquidos o gaseosos,” por la frase “y depósitos de hidrocarburos líquidos o gaseosos,”.
Letra o) 

-Ha intercalado entre la palabra "lugar" y el punto aparte (.), que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: "así como el resguardo de la vida, salud, seguridad de las personas y medio ambiente, de acuerdo a la ley.”.

Artículo 4°


-Lo ha reemplazado por el siguiente:


           “Artículo 4°.- Carácter sectorial del plan de cierre. La aprobación que realizare el Servicio al plan de cierre, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley, constituirá un permiso sectorial para todos los efectos legales. El plan de cierre original deberá ser elaborado en conformidad con la resolución de calificación ambiental previamente aprobada, de forma tal de asegurar el cumplimiento de las obligaciones de reparación, mitigación o compensación diversas a las prescritas por esta ley, respecto de los predios superficiales, en conformidad a la ley N° 19.300 y la normativa ambiental aplicable. La empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena minera sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en esta ley.”. 

Artículo 5°

Letra d) 

-Ha agregado entre las palabras “evaluar” y “modificaciones” la frase “, en interacción con la autoridad ambiental, si correspondiere,”. 

Artículo 10


-Ha agregado en el inciso tercero, después del vocablo “toneladas” la palabra “brutas”, e incorporado antes del punto aparte (.) la siguiente frase: “por faena minera”.

Artículo 13

Letra a)

-Ha agregado antes del punto y coma (;) la siguiente frase: “o el RUT del empresario minero cuando sea una persona natural quien realice la explotación”.

Letra e)

-Ha intercalado a continuación de la palabra "minera" y el punto y coma (;) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: "así como el resguardo de la vida, salud, seguridad de las personas y medio ambiente, de acuerdo a la ley;".

Letra h)

-Ha reemplazado la letra “e” final y la coma que la antecede, por un punto y coma (;). 

Letra i)

-Ha reemplazado el punto aparte (.) por una coma (,), y agregado a continuación de ésta la siguiente frase: “si así lo estima el solicitante;”.

Letra j), Nueva

-Ha incorporado la siguiente letra j):

“j) Indicación de la información técnica que pueda ser considerada de utilidad pública, tal como la relativa a infraestructura, monumentos nacionales, según definición de la ley N°17.288, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general,los pertenecientes al patrimonio arquitectónico y natural, y".

Letra k), Nueva

-Ha incorporado la siguiente letra k):

“k) Un programa de difusión a la comunidad sobre la implementación del plan de cierre de la faena minera, a excepción de aquellas que le corresponda el régimen simplificado.”. 

Artículo 26


-Ha intercalado el siguiente inciso segundo: 


“Producido el cierre de la faena minera, de acuerdo a lo establecido en la presente ley, el propietario del predio superficial, o cualquiera que tuviere interés patrimonial en ello, podrá solicitar la extinción de la servidumbre minera que grava el predio superficial.”.

Artículo 33

- Ha agregado a continuación de la expresión “La empresa minera” la siguiente: “o el empresario minero”, y reemplazado las palabras  “es responsable” por “serán responsables”.

Artículo 37

Letra f), Nueva

-Ha incorporado una letra f), del siguiente tenor: 

“f) Indagar o hacer preguntas a cualquier persona, oralmente o por escrito.”.

Artículo 40

Letra d)

-Ha sustituido el vocablo “Entregar” por la frase “No entregar la información requerida, o entregar”.

Artículo 43

-Ha incorporado en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

"Las multas deberán ser pagadas por el infractor dentro del plazo de 10 días contado desde que la resolución se encuentre ejecutoriada.".

Artículo 44

Inciso tercero 

Ha incorporado las siguientes modificaciones:

-Ha intercalado, a continuación de la expresión “Plan de Cierre,” la frase “respecto de materias medioambientales,”. 
-Ha sustituido la frase “previa consulta vinculante a” por la frase “previo informe vinculante de”. 
-Ha agregado la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “Lo anterior es sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras y sancionatorias de la Superintendencia del Medio Ambiente, de conformidad a su ley orgánica.”. 

Artículo 45

-Ha reemplazado la frase “La empresa minera que estimare” por la frase “La empresa minera o el empresario minero que estimare”. 

Artículo 48

-Ha agregado en el inciso quinto, a continuación de la palabra “hidrocarburos”, la siguiente frase: “, y cuya capacidad de extracción por yacimiento sea superior a seiscientos metros cúbicos por día (600 m3/día) de petróleo o un millón de metros cúbicos por día (1.000.000 m3/día) de gas natural,”.



Inciso sexto, Nuevo


-Ha incorporado el siguiente inciso sexto: 


“Respecto de aquellos planes de cierre que se formulen para la exploración, o para la explotación y beneficio de un yacimiento de hidrocarburos cuya capacidad de extracción sea igual o inferior a la señalada en el inciso anterior, se sujetarán al procedimiento simplificado.”.

Artículo 49

-Ha sustituido en el inciso primero la frase “Toda empresa que efectúe” por la frase “Toda empresa minera o empresario minero que efectúe”. 

Artículo 50

Incisos sexto y séptimo, nuevos 

-Ha incorporado los siguientes incisos sexto y séptimo: 

“Para efectos de establecer el monto de la garantía, se descontará de los dineros que sean necesarios constituir, los montos ya entregados en garantía según lo dispuesto en el artículo 297 del Código de Aguas, sólo en aquella proporción en que se valorizó el plan de cierre respecto de la obra garantizada por lo dispuesto en el artículo antes citado. En caso de que dicha garantía no sea suficiente para cubrir la totalidad de lo estipulado para dicho cierre, se deberá enterar necesariamente la diferencia.

Para efectos de valorizar el plan de cierre respecto de las obras garantizadas en el artículo 297 del Código de Aguas, el Servicio deberá evacuar un informe señalando los montos a garantizar y si éstas se encuentran o no cubiertas por la citada garantía ya constituida.”.

Artículo 55

-Ha incorporado en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: "así como el resguardo de la vida, salud y seguridad de las personas, de acuerdo a la ley.".

Artículo 4° Transitorio

Inciso segundo, nuevo

-Ha agregado el siguiente inciso segundo:


“Para efectos de la constitución de garantía de los proyectos mineros y de hidrocarburos que a la época de entrada en vigencia de esta ley se encontraren en operación, estos se regirán por los parámetros establecidos en los artículos 49 y siguientes, los que se calcularán respecto del remanente de vida útil de la faena minera o de hidrocarburo.”.

******


Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 4°, 6°, 7°, 9°, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 26, 27, 28, 31, 33, 37, 38, 41, 44, 45, 46, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 55, 56, 57, 58, 59 y los artículos primero, segundo, tercero y cuarto, transitorios, fueron aprobados tanto en general como en particular por 98 votos, con excepción de los siguientes artículos, que en la votación particular lo fueron del modo que se indica: 4° y 13 letras e) y k), por 102 votos; 16, por 90 votos; 26, inciso segundo, por 101 votos; 44, inciso tercero, por 101 votos; 48, inciso quinto, por 84 votos; 48, inciso sexto, por 89 votos; 58, por 97 votos; cuarto transitorio, inciso segundo, por 96 votos, en todos los casos de un total de 120 Diputadas y Diputados en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma al inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 357/SEC/11, de 23 de marzo de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

                  (Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN LO RELATIVO A LA PROHIBICIÓN DEL TRABAJO NOCTURNO DE LOS MENORES EN ESTABLECIMIENTOS INDUSTRIALES Y COMERCIALES

(5116-13)


Oficio Nº 9526


VALPARAÍSO, 16 de junio de 2011.


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 18 del Código del Trabajo:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

"Queda prohibido a los menores de dieciocho años todo trabajo nocturno en establecimientos industriales y comerciales. El período durante el cual el menor de 18 años no puede trabajar de noche será de once horas consecutivas, que comprenderá, al menos, el intervalo que media entre las veintidós y las siete horas.".

b) Derógase el inciso segundo.".


Dios guarde a V.E.

       (Fdo.):  Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REAJUSTA MONTO DEL INGRESO MÍNIMO MENSUAL

(7737-05)


Oficio Nº 9531  


VALPARAÍSO, 21 de junio de 2011


Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente                                                                                                                                            

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.-Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $172.000 a $181.500 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad.

Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $128.402 a $135.494 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad.

Elévase, a contar del 1 de julio de 2011,  el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales,  de $110.950 a        $117.079.

Artículo 2°.-
Reemplázanse, a contar del 1 de julio del año 2011, los incisos primero y segundo del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:

"Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2011, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

1) De $7.150 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $187.000.

2) De $5.064 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere  los $187.000  y no  exceda los $307.863.

3) De $1.600 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere  los  $307.863 y no exceda los $480.162. 

4) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $480.162 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.”.

Artículo 3°.-
Fíjase en $7.150, a contar del 1 de julio del año 2011, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.

Artículo 4°.- El mayor gasto que represente durante el año 2011 la aplicación de  los artículos 2º y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.



                    Dios guarde a V.E.

(Fdo.):  Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODERNIZA Y FOMENTA LA COMPETENCIA DEL SISTEMA FINANCIERO

(7440-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron los siguientes invitados:

Del Ministerio de Hacienda, el Subsecretario, señor Rodrigo Álvarez; y los asesores, señora María Ignacia Castro y señores Pablo Correa y Jorge Tapia.

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor, señor Francisco del Río.

De la Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Egle Zavala y señor Gonzalo Vargas.

De la Superintendencia de Pensiones, la Superintendenta, señora Solange Berstein; y la Jefa de la División Normativa, señora Marcia Salinas.

De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el Superintendente, señor Carlos Budnevich; el Director de Estudios, señor José Miguel Zavala; y el Intendente, señor Julio Acevedo.

De la Superintendencia de Valores y Seguros, el Superintendente, señor Fernando Coloma; el Intendente de Seguros, señor Osvaldo Macías; la Jefa de Gabinete del Superintendente, señora Rosario Celedón; y el Jefe de Departamento Supervisión de Seguros, señor Jorge Mastrangelo.

De la Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones, el Presidente, señor Guillermo Arthur; el Gerente de Estudios, señor Roberto Fuentes; y la Analista de Estudios, señora Erika Fernández.

De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, el Fiscal, señor José Manuel Montes; y el Presidente del Comité  Banca Seguro, señor Pablo Enrione.

De la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios de Chile (CONADECUS), el Presidente, señor Hernán Calderón.

De la Asociación Nacional de la Defensa de los Derechos de los Consumidores y Usuarios de la Seguridad Social (ANADEUS), el Vicepresidente, señor Jorge Abarca.

De Corredores Banca Seguros y Canales Masivos A.G., el Gerente General, señor Fernando Silva.

Del Colegio de Corredores de Seguros y Asesores Previsionales de Chile A.G., el Presidente, señor Leopoldo Briceño; y el Vicepresidente, señor Aristeo Andrés Toledo.

De la Cámara Chilena de la Construcción, el Vicepresidente, señor Daniel Hurtado; el Gerente de Estudios, señor Javier Hurtado; y el abogado Jefe de la Coordinación Legal, señor Gonzalo Bustos.

De la Fundación Jaime Guzmán, la asesora, señorita Cecilia Flores.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Daniel Montalvo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.

El asesor del Honorable Senador señor Escalona, señor Jaime Romero.

- - -

Cabe señalar que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

Se hace presente, asimismo, que diversos invitados, al dar a conocer su parecer ante la Comisión en relación con el proyecto de ley, acompañaron sus respectivas presentaciones. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
Modernizar y fomentar la competencia en el sistema financiero.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Se hace presente que, de aprobarse, la letra e) del número 8) del artículo 2° y el número 3) del artículo 3°, deben serlo con quórum orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental. 



Del mismo modo, los números 3), 4) y 5) del artículo 1° y el número 10) del artículo 2° del proyecto, deben serlo con quórum calificado, en razón de lo dispuesto en el artículo 19, número 23°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Carta Fundamental.



Finalmente, con el mismo quórum calificado debe ser aprobado el artículo 4° transitorio, en virtud de lo prescrito en el artículo 19, número 18°, también en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos, asimismo, de la Constitución Política de la República.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobre compañías de seguros, sociedades anónimas y bolsas de comercio.

- Decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.

- Ley N° 19.728, que establece un seguro de desempleo.

- Decreto ley N° 824, de 1974, ley sobre impuesto a la renta.

- Ley N° 18.045, de mercado de valores.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da origen a la presente iniciativa destaca, en primer lugar, la importancia de contar con un mercado que sea capaz de asignar en forma eficiente los  recursos y ahorros hacia aquellos sectores más productivos y rentables, con miras a la consecución de los objetivos macroeconómicos de lograr un alto crecimiento del producto en forma sostenible en el tiempo, que permitan elevar la tasa de generación de empleo de nuestra economía e incrementar el ingreso de la población. Tal es el rol que cumple el mercado de capitales, que demanda, ciertamente, un proceso de modernización que fortalezca la regulación del sistema de pensiones y del de seguros, entre otros cuerpos legales, de manera de fomentar mayormente la competencia y contribuir al mejoramiento del sistema  financiero del país. 

En materia de seguros, en particular, el proyecto  introduce un importante perfeccionamiento en la comercialización de aquellos seguros asociados a créditos hipotecarios, propiciando una mayor transparencia y competencia en el mercado; optimiza la institucionalidad para ajustarla a los compromisos internacionales adoptados por Chile en su calidad de miembro de la OCDE; amplía la gama de inversiones de las compañías de seguros, favoreciendo una composición más eficiente de sus portafolios de inversiones y generando más opciones de financiamiento para personas y empresas; y aborda la asimetría tributaria que podría generarse en los productos de ahorro previsional voluntario asociados a seguros de vida.

Por otra parte, considerando la importancia del sistema previsional, la presente iniciativa busca mejorar el marco legal de la industria, con la finalidad de incrementar el atractivo del llamado tercer pilar previsional, el ahorro previsional voluntario. Para ello se propone una serie de enmiendas, tanto en materia institucional como tributaria, con el objetivo de hacer más atractiva dicha modalidad de ahorro y, al mismo tiempo, eliminar ciertos arbitrajes de la ley que generan doble tributación.

Adicionalmente, se plantean modificaciones al  régimen de inversión de los fondos de pensiones, que flexibilizan la regulación vigente.

Enseguida, da cuenta el Mensaje de los concretos contenidos del proyecto de ley:

1) Modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 251, sobre compañías de seguros, para el cumplimiento de compromisos internacionales. 

El inciso segundo del artículo 4 fue agregado a raíz de los compromisos adquiridos por Chile en los tratados de libre comercio con Estados Unidos y la Unión Europea, con el objeto de permitir que compañías de seguros no establecidas en Chile pudiesen comercializar seguros de transporte marítimo internacional, aviación comercial internacional y mercancías en tránsito  internacional. Sin embargo, dicha autorización sólo se otorgó a entidades aseguradoras “establecidas en el territorio de un país con el cual Chile mantenga vigente un tratado internacional” en el que se haya tomado este compromiso. Tal redacción exige ser enmendada, toda vez que, por su ingreso a la OCDE, Chile aceptó tomar este compromiso en el marco del Código de Liberalización de Operaciones Corrientes Invisibles que rige para todos los miembros de la Organización, sin discriminación acerca de la existencia de un tratado internacional vigente que así lo establezca. En otras palabras, Chile se comprometió a permitir la contratación y  comercialización de estos seguros sobre una base de nación más favorecida (NMF). Adicionalmente, Chile aceptó en la OCDE extender esta obligación a los seguros que cubren los satélites y la carga transportada por éstos.

El artículo 39, a su turno, dispone que una solicitud para abrir una compañía de seguros puede entenderse rechazada si la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) no se pronuncia dentro de un plazo de 5 días, contados desde que el solicitante insiste. No se exige, en consecuencia, que la SVS entregue al solicitante las razones fundadas en virtud de las cuales deniega la solicitud, lo que pone a nuestro país en situación de incumplimiento de los compromisos de los capítulos de servicios financieros de los tratados de libre comercio, al permitir que el rechazo se verifique por la vía del silencio administrativo. El rechazo de una solicitud, por el contrario, debe hacerse por escrito y de manera fundada.

2) Cambios al decreto con fuerza de ley N° 251, relativos a la inversión en activos inmobiliarios.

En coherencia con la decisión avanzar hacia un sistema de supervisión basado en el riesgo en la industria de seguros,  resulta razonable una revisión de los tipos de  inversión y de ciertos límites que se aplican a estas inversiones. Las compañías de seguros acumulan, actualmente, recursos que bordean los US$ 40.000 millones, que se espera aumenten significativamente en los próximos años. La mayor parte de estas inversiones respaldan obligaciones por rentas vitalicias previsionales. De manera que el desarrollo futuro de este mercado requiere disponer de   mayores alternativas de inversión de largo plazo, entre las cuales han alcanzado un gran desarrollo en los últimos años los contratos de leasing inmobiliario, que presentan características adecuadas en cuanto a plazo, garantías y rentabilidad de la inversión. Por ello, se ha estimado razonable ampliar el límite de inversión en bienes raíces; así, por cada punto  porcentual de liberalización en el límite ya indicado, las compañías de seguros podrán aportar más de US$ 300 millones de financiamiento al mercado. La ventaja de estos financiamientos para el portafolio de las compañías de seguros, es que cuentan con una garantía real de fácil liquidación, pues la propiedad se encuentra inscrita a nombre de ellas y sólo pasa a manos del deudor una vez amortizado el 100% de la deuda (menor riesgo de pérdida de capital). Adicionalmente, el leasing se ha caracterizado por ser un instrumento de larga duración en los portafolios de las compañías de seguros de vida, lo que se traduce en una mayor estabilidad en los flujos que permite otorgar mejores retornos a los pensionados, por el menor riesgo de tasa de reenganche.

Del mismo modo, se está permitiendo la inversión en bienes raíces habitacionales para respaldar reservas técnicas y patrimonio de riesgo, los que también pueden estar sujetos a contratos de leasing con las características ya señaladas. De cualquier manera, se ha estimado prudente limitar las operaciones de leasing y arriendo con personas relacionadas a las compañías de seguros.

Se propone, asimismo, que además de los bienes raíces no habitacionales, los bienes raíces habitacionales puedan ser inversiones que respalden la reserva técnica y patrimonio de riesgo, siempre que no estén arrendados o cedidos en su uso y goce a personas relacionadas. Se establece, al efecto, un límite del 5% del total de la reserva técnica y patrimonio de riesgo para invertir en bienes raíces habitacionales en el caso de las compañías de seguros de vida, y un 5% sólo del patrimonio de riesgo, para las compañías de seguros generales.

Para la operatoria del sistema, se ha considerado aumentar el límite del 20% actual al 25% del total de la reserva técnica y patrimonio de riesgo para invertir directamente en bienes raíces (tanto habitacionales como no habitacionales) en el caso de las compañías de seguros de vida, y al 30% sólo del patrimonio de riesgo para las compañías de seguros generales. Con todo, en el caso de bienes raíces no habitacionales sujetos a contratos de arrendamiento con o sin opción de compra que realicen las compañías de seguros de vida con personas relacionadas, el límite corresponderá a un 5% del total y sólo al 5% del patrimonio de riesgo para compañías de   seguros generales.

Finalmente, se ha estimado conveniente incentivar la participación de las compañías de seguros en el financiamiento a empresas a través de créditos sindicados, en los cuales concurren bancos y compañías, en atención a que ello permite potenciar otra alternativa de inversión de largo plazo. El límite de participación individual de las compañías en créditos sindicados, hoy en 20%, se propone pase a 40%.

3) Cambios al decreto con fuerza de ley N° 251, relativos a la contratación de  seguros asociados a créditos hipotecarios. 

En la actualidad, las personas que acceden a un crédito hipotecario están obligadas a contratar seguros de incendio destinados a proteger el bien raíz dado en garantía del crédito, y seguros de  desgravamen que cubren el pago de la deuda en caso de fallecimiento del deudor. Asimismo, la práctica del mercado financiero ha llevado a la contratación de coberturas de riesgo adicionales, que no siendo obligatorias, protegen la garantía del crédito o la fuente de pago, y  por esa vía  a la institución crediticia. Ejemplo de estos seguros son las coberturas de terremoto y salida de mar e invalidez del deudor.

Por razones de orden práctico y económico, son las entidades que otorgan los créditos hipotecarios las que generalmente efectúan la contratación de los seguros por cuenta y cargo de sus clientes, lo que se materializa usualmente a través de un mandato que la persona le otorga a la entidad crediticia. De esta forma, la gran mayoría de estos seguros son contratados a través de la entidad crediticia, siendo su prima pagada conjuntamente con los dividendos del crédito. 

Sin embargo, en el proceso de contratación de esta clase de seguros por parte de las entidades crediticias se han observado situaciones, sobretodo con posterioridad al terremoto y maremoto que afectó al país en el mes de febrero de 2010, que justifican la introducción de enmiendas a la ley de seguros para regular esta materia, que no son tan evidentes en el caso de seguros asociados a otro tipo de créditos.

En relación con la contratación de los seguros asociados a créditos hipotecarios, se ha advertido que las entidades crediticias usualmente contratan los seguros asociados a los créditos hipotecarios utilizando pólizas colectivas, que agrupan a todos los clientes de estos créditos o grupos importantes de ellos. Esto les permite efectuar una negociación de la prima o precio del seguro con las aseguradoras para una gran masa de asegurados, lo que les confiere un fuerte poder de negociación y la capacidad de obtener tarifas más bajas, en comparación con aquellas a las cuales podría acceder una persona negociando en forma individual con la    compañía de seguros. Si bien tal práctica debiera representar un beneficio para los asegurados deudores de la entidad crediticia, en realidad el beneficio no está siendo traspasado a ellos, debido a la existencia de comisiones que se pactan en los seguros colectivos, a favor de la entidad crediticia y del corredor de seguros, normalmente relacionado a aquella entidad. De acuerdo a las cifras informadas por las aseguradoras, estas comisiones alcanzan en conjunto niveles del orden del 30% al 50% del total de la prima pagada por el asegurado deudor del crédito. Son, además, elevadas respecto de eventuales gastos operacionales que pudiera  tener la entidad crediticia, por la recaudación de la prima u otros conceptos similares utilizados para justificar el cobro, y respecto de las comisiones de intermediación que los corredores de seguros usualmente perciben en este tipo de operaciones.

A lo anterior se suma que, en los casos donde existe una aseguradora relacionada a la entidad crediticia, se observa una fuerte concentración de la colocación de estos seguros en esa compañía, esto es, la entidad crediticia contrata en su gran mayoría los seguros con su aseguradora  relacionada.  Si a eso se suma la existencia de un corredor de seguros relacionado, al final se llega a una situación en la que aseguradora, corredor y entidad crediticia son empresas del mismo grupo, y donde se dificulta además obtener información precisa respecto a la descomposición del precio que están cargando estas por los seguros asociados a créditos hipotecarios.  

Ante situaciones como las descritas, resulta imprescindible procurar que la contratación se realice en condiciones de mercado y en términos tales que a los asegurados se les traspasen los costos reales de los seguros  involucrados. Con este fin, el proyecto introduce un nuevo artículo en la ley de seguros, que regula la contratación de los seguros asociados a créditos hipotecarios para personas naturales.

La regulación propuesta tendrá aplicación sobre todo tipo de créditos hipotecarios otorgados a personas naturales por bancos, agentes administradores de mutuos hipotecarios endosables, cajas de compensación de asignación familiar y cooperativas.  Adicionalmente, se establece la posibilidad de incorporar a la regulación los créditos hipotecarios otorgados a personas jurídicas que presenten características similares a las operaciones de personas naturales. De este modo, se busca beneficiar    también a las sociedades de profesionales y empresas de menor tamaño que contraten créditos hipotecarios.

En este punto, los objetivos del proyecto de ley son que la entidad crediticia traspase al asegurado deudor el costo efectivo del seguro, toda vez que el objeto de éste es proteger la garantía o la fuente de pago del crédito; garantizar el traspaso de los beneficios de la contratación colectiva del seguro a los asegurados deudores, que son quienes asumen el pago de la prima; y fortalecer la competencia y transparencia en el proceso de contratación de estos seguros. Para la consecución de todos ellos, se establecen los siguientes lineamientos:

- Que las entidades crediticias deberán      contratar los seguros asociados a los créditos hipotecarios por medio de una licitación pública -que incluya la comisión del corredor de seguros, si corresponde-,  que se asignará al oferente que presente el menor precio, salvo que su directorio pública y fundadamente acuerde algo distinto en el mejor interés de los deudores.

- Que no podrán estipularse comisiones o pagos a favor de la entidad crediticia asociadas a estos seguros. Además, cualquier devolución de primas por experiencia favorable u otro concepto, deberá ser reembolsada al asegurado deudor del crédito.

- Que el proceso de licitación será regulado por una norma conjunta de la SVS y la Superintendencia de  Bancos e Instituciones Financieras (SBIF).

- Que se mantiene el derecho de los deudores a contratar individualmente su seguro con una aseguradora de su elección.

- Que las disposiciones del proyecto se     aplicarán a los nuevos contratos de seguros que se suscriban o a los contratos que se renueven a partir del primer día del séptimo mes      siguiente a la publicación de la ley.

4)
Modificaciones al decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece el sistema de pensiones, en las siguientes materias:

- Fomento al ahorro previsional voluntario, por la vía de las siguientes tres medidas: permitir la apertura de cuentas de ahorro voluntario en más de una AFP, y no exclusivamente en aquella donde se encuentra la cuenta de capitalización individual; permitir retiros de cuentas de ahorro, ya se trate de depósitos sujetos al régimen tributario general o al establecido en el 57 bis de la ley de la renta, seleccionando el ahorrante de cuál de ellos efectúa los retiros; y evitar doble tributación del Ahorro Previsional Voluntario individual y colectivo (APV y APVC) y de la cuenta de ahorro voluntario (CAV), por la vía de que el capital de tales depósitos, si se destinan a pensión, queden exentos del impuesto a que se refiere el artículo 43 de la ley de la renta al momento de ser retirados. Además, se elimina la doble tributación de la cuenta de ahorro voluntario, pues actualmente no existe beneficio tributario al realizarse los depósitos ni cuando los recursos se destinan a pensión.

- Perfeccionamientos en materia de inversiones, con el objeto de flexibilizar la normativa actual y ampliar las alternativas de inversión, optimizando la relación riesgo-retorno de los portafolios. Entre los principales perfeccionamientos destacan los siguientes: transferencia desde la ley al Régimen de Inversión, de los límites máximos de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que pueden mantener los fondos de pensiones, requiriendo de un informe previo del Banco Central de Chile; perfeccionamientos al límite de los instrumentos restringidos; eliminación de las  disposiciones  relativas al tratamiento de excesos de inversión, las cuales podrán ser incorporadas en el Régimen de Inversión, de acuerdo a las facultades actualmente vigentes; consideración de cargo de los fondos de  pensiones los costos de transacción y custodia al invertir vía mandatarios, de la misma forma en que está establecido para las inversiones en el extranjero realizadas vía fondos mutuos; posibilitar a los fondos de pensiones el canje de títulos de una compañía en que mantienen inversiones en procesos de estructuración financiera, aun cuando implique operaciones fuera de los mercados secundarios; autorización a los fondos de pensiones para invertir en monedas extranjeras, de manera que puedan acceder a una mayor diversificación de las carteras.

- Otras modificaciones: aumento de la autonomía de la Comisión Clasificadora de Riesgo (CCR), eliminando, para  garantizar su independencia, el requisito de informe favorable de la Superintendencia de Pensiones respecto de la metodología de aprobación de cuotas de fondos mutuos y de inversión nacionales; flexibilización de la aplicación de multas a la AFP por déficit de encaje, estableciendo un rango de entre el 1% y el 100% del déficit; simplificación de la información que se envía a los afiliados en la cartola cuatrimestral; flexibilización de la elección de tipo de fondo de pensiones para los titulares de Cuentas de Ahorro de Indemnización, eliminado la exigencia legal de que dicha cuenta debe mantenerse en el mismo tipo de fondo que aquel en que se mantienen las cotizaciones obligatorias, dada la diferente naturaleza de dichas cuentas.

5) Modificaciones a la ley Nº 19.728, que establece el Seguro Obligatorio de Cesantía, en el  ámbito de las inversiones:

- Transferencia, desde la ley al Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía, de los límites máximos de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria, estableciendo que requerirán de un informe previo del Banco Central de Chile.

- Perfeccionamientos al límite de instrumentos restringidos, que flexibilizan la aplicación del límite que agrupa a las inversiones de mayor riesgo relativo.

- Mejoramiento del sistema de incentivos para el cobro de comisiones de la sociedad administradora de fondos de cesantía.

El artículo 42 de la ley establece un sistema de incentivos que premia o castiga a la sociedad administradora con un  aumento o disminución de la comisión cobrada en cada mes, si la rentabilidad real del Fondo de Cesantía o del Fondo de Cesantía Solidario es superior o inferior a la rentabilidad real de la respectiva cartera referencial, establecida en el Régimen de Inversión. Al respecto, se propone que la definición exacta de la medición de la diferencia de retornos entre ambas carteras sea definida por el Régimen de Inversión.

6) Modificaciones al artículo 1° de la ley sobre impuesto a la renta.

Teniendo en cuenta las enmiendas que se   introducen al decreto ley N° 3.500, se propone que los retiros desde la cuenta de ahorro voluntario no sean doblemente sujetos a tributación, en la parte que ya se gravaron, cuando se destinen a incrementar la pensión. Se modifica, asimismo, el inciso segundo del artículo 42 bis para evitar que los depósitos de ahorro previsional voluntario, las cotizaciones voluntarias y el ahorro previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, queden sujetos a doble tributación al momento de su retiro.

Adicionalmente, se propone que, al igual como ocurre en el caso de los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, y mientras no se encuentren legalmente obligados a efectuar cotizaciones previsionales (a partir de enero de 2012), se otorgue a los trabajadores independientes la posibilidad de rebajar de sus ingresos brutos el monto de dichas cotizaciones que realicen voluntariamente. Si así lo hicieren, el monto del gasto presunto que los contribuyentes del artículo 42, N° 2, de la ley sobre impuesto a la renta, tienen derecho a rebajar de sus    ingresos brutos del ejercicio, se reducirá  desde el 30% actual, a un 20%. En dicho escenario, el monto máximo de esta rebaja se disminuye desde 15 unidades tributarias anuales al equivalente a 10 unidades tributarias anuales.

Finalmente, se plantea eliminar una asimetría tributaria existente en los productos de APV vinculados a seguros de vida con ahorro, que se produce en el caso de muerte del titular del plan. En este escenario, el ahorro realizado –junto con su rentabilidad- podría ser recibido por los beneficiarios como indemnización sin haber tributado y pudiendo destinarse a fines distintos que los previsionales, en contraposición con lo que ocurre con el APV realizado a través de otros instrumentos. Para dar solución a esta situación, se establece, en la ley sobre impuesto a la renta, que en caso de muerte del titular, el capital asegurado por el seguro de vida sea recibido por los beneficiarios del fallecido como una indemnización libre de impuestos, pero que el ahorro realizado a través de dicho instrumento, así como su rentabilidad, sí estén afectos a impuestos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Subsecretario de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez, efectuó, en relación con el proyecto de ley, la siguiente presentación: 

Descripción General del Proyecto 

- Junto con el proyecto de tributación de derivados y las indicaciones a la moción de contrato de seguros, ésta es la tercera iniciativa legal de la Agenda MKB.

- Introduce una serie de perfeccionamientos al mercado de capitales con el objetivo de fomentar la competencia y modernizar el sistema financiero.

- Estos perfeccionamientos permitirán el acceso al mercado financiero a muchas más personas y en mejores condiciones.

- En términos generales, el proyecto modifica la regulación de seguros y del sistema de pensiones:

· Pensiones: fomenta el ahorro previsional voluntario a través de cambios institucionales y tributarios, entre otras materias.

· Seguros: amplía la gama de inversiones de las compañías de seguros.

- El proyecto fue aprobado con 90 votos en la Sala de la Comisión de Diputados (5 en contra).

Puntos centrales del proyecto (aprobados en la Cámara de Diputados)

Modificaciones al Sistema de Pensiones

Fomento al Ahorro Previsional Voluntario

- El proyecto introduce cambios en materia institucional y tributaria para fomentar el ahorro previsional voluntario.

- Se evita la doble tributación de los depósitos de APV y APV Colectivo y en las Cuentas de Ahorro Voluntario (Cuenta 2), cuando éstos se destinan a la pensión.

- Se flexibiliza la CAV al permitir su apertura en más de una AFP, y en el caso de que el ahorrante tenga depósitos sujetos al régimen tributario general y al establecido en el artículo 57 bis de la Ley del Impuesto a la Renta, se le permite seleccionar de cuál de ellos efectúa los retiros, entre otras modificaciones.

- Estos cambios incrementan el atractivo de la Cuenta de Ahorro Voluntario (Cuenta 2) como mecanismo de ahorro.

- Al mismo tiempo, las modificaciones del proyecto fomentan la competencia en este mercado, lo que debiese reflejarse en mejores condiciones para el afiliado.

- El proyecto así busca fortalecer el ahorro de los más de 1,6 millones de afiliados que tienen una cuenta de ahorro voluntario y de los 900 mil que tienen una cuenta de APV.

- Estos incentivos van más allá de los puramente tributarios, disminuyendo costos y mejorando alternativas.

Modificaciones al Sistema de Pensiones

Modificaciones en Materia de Inversión y otros.

- El proyecto flexibiliza el régimen de inversión de los Fondos de Pensiones con el objetivo de incrementar su rentabilidad sin descuidar el buen resguardo de los fondos.

· Elimina a los emisores de alta calidad pero sin historia de la categoría de instrumentos restringidos.

· Suprime la exigencia de cobertura cambiaria mínima para inversiones en moneda extranjera y el tratamiento de los excesos de inversión, dejando dichas materias radicadas en el Régimen de Inversión.

· Estos cambios también son beneficiosos para el desarrollo del mercado de capitales (por ejemplo, bonos de alto rendimiento).

- También simplifica la información que se envía a los afiliados en su cartola cuatrimestral, de manera que sea fácil y claro conocer el saldo en pesos de las cuentas de ahorro previsional. 

Modificaciones a la Ley de Seguros

Inversión en activos inmobiliarios

- El alto crecimiento de los recursos administrados por las compañías de seguros requiere disponer de mayores alternativas de inversión de largo plazo.

- El proyecto aumenta el límite  para invertir directamente en bienes raíces tanto habitacionales como no habitacionales y permite inversiones en bienes raíces habitacionales para respaldar la reserva técnica y el patrimonio de riesgo (5%), e incrementa el límite de participación individual de las aseguradoras en créditos sindicados.

- El resultado es una composición más eficiente de los portafolios de inversiones de las aseguradoras y más opciones de financiamiento para las personas y las empresas.

Nuevo artículo 40 D.F.L. N° 251, Licitación de Seguros Asociados a Créditos Hipotecarios

Modificación a la Ley de Seguros

Licitación de Seguros Asociados a Créditos Hipotecarios:

Antecedentes:

- Las entidades crediticias (bancos, cooperativas, administradoras de mutuos, cajas de compensación) contratan seguros asociados a los créditos hipotecarios que otorgan, los que son pagados por los deudores en forma conjunta con las cuotas del préstamo.

- Los montos pagados por los deudores incluyen, además del costo del seguro (prima), comisiones por recaudación de prima e intermediación de seguros, las que pueden alcanzar niveles elevados, (de un 30% a un 50% del total de la prima considerándolas en conjunto).

- Por otro lado, es frecuente encontrar relaciones de propiedad entre la entidad que otorga el préstamo, el corredor de seguros y la compañía aseguradora.

- Para aumentar la competencia en beneficio del consumidor, el proyecto establece que:

· Estos seguros deberán ser contratados por medio de una licitación pública.

· Los seguros serán adjudicados al oferente que presente el menor precio.

· El proveedor del seguro no podrá hacer pagos a favor de la entidad crediticia asociados a la contratación de estos seguros.

· Será del deudor cualquier suma que reembolse el asegurador por mejor siniestralidad, volumen de primas u otros conceptos.

· Siempre se mantiene el derecho de los deudores a contratar individual y directamente sus seguros.

· En otras palabras, se fomenta la competencia, que redundará en menores costos para los consumidores.

- De esta manera, el proyecto busca que la institución crediticia traspase al deudor el costo efectivo del seguro, al introducir mayor competencia en el mercado.

- Así también, intenta genera condiciones de mayor competencia y transparencia en el proceso de contratación de este tipo de seguros.

- Esto beneficiará en menores costos a las personas. Hoy hay cerca de 1.250.000 deudores hipotecarios en Chile. Se otorgan entre 30 y 40 mil créditos al año.

- Se permite que en el caso de un hecho sobreviniente, el directorio de la institución crediticia pueda rechazar el resultado de la licitación, sólo por causas relacionadas con la solvencia de la compañía y que sea en beneficio del deudor.

- Ejemplo:

· La compañía ganadora puede haber tenido su reaseguro con las mismas aseguradoras que fueron afectadas por el terremoto en Japón. 

· La clasificación de riesgo de la compañía no cambia ipso facto (en general la revisión es anual) pero el nivel de riesgo ha de hecho cambiado.

Finalizada la exposición del señor Subsecretario de Hacienda, se verificaron las siguientes intervenciones y consultas por parte de los integrantes de la Comisión.

El Honorable Senador señor Novoa consultó si las compañías de seguros pueden invertir en el exterior.

El Subsecretario de Hacienda, señor Álvarez indicó que sí lo pueden hacer. Al respecto, señaló que el tema de las inversiones está motivado por estudios que se están haciendo y que dicen relación con la mayor amplitud de cartera, a partir de una conceptualización de supervisión basada en riesgo.

Añadió que uno de los objetivos es ampliar la capacidad de invertir esos recursos por parte de las compañías de seguros, salvaguardando los dos temas que, tanto respecto de estas como de las AFP, deben tenerse en cuenta: la adecuada estabilidad y seguridad de los fondos, con la posibilidad de tener nuevas inversiones y nuevas rentabilidades.

Explicó que el resultado es una composición más eficiente de los portafolios de inversión de las aseguradoras y más opciones de financiamiento a las personas y a las empresas.

A modo de ejemplo, refirió el caso en que las compañías de seguros, por los cruces y descalces que empiezan a producirse en los períodos o expectativas de vida de las personas requieren de determinadas inversiones o de la posibilidad de financiar proyectos de más largo plazo. 

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Pablo Correa señaló que en relación al tema específico de la inversión de las compañías de seguros, el diagnóstico es que las tasas de interés de largo plazo, básicamente los instrumentos de deuda, que han sido el hábitat preferido de las compañías de seguros están, desde hace años, corrigiéndose a la baja. Se trata, agregó, de una tendencia no sólo en Chile, sino en el mundo, que dichos instrumentos sean cada vez menores y, por la composición de los pasivos de las compañías de seguros, fundamentalmente las rentas vitalicias, se están viendo imposibilitadas de encontrar activos al otro lado del balance que calcen, en términos de plazo y de rentabilidad, a sus pasivos. Situaciones como esta, hizo ver, no ocurrían cuando había disponibilidad de instrumentos de renta fija, soberanos en su mayoría, que daban buenas tasas de rentabilidad. Hoy día se está produciendo una brecha que si no se corrige en el futuro, traerá como consecuencia que las compañías de seguros no serán capaces de, efectivamente, cumplir con todas sus obligaciones de rentas vitalicias. 

Por lo expuesto, consignó, se está trabajando desde el año 2007 en la Superintendencia de Valores y Seguros en una reforma que permita que las compañías de seguros busquen activos distintos, que se encuentren menos correlacionados con el ciclo económico, que sean de largo plazo y que generen una rentabilidad apropiada. 

Uno de ellos, son los activos vinculados a los bienes raíces. Hoy existen una serie de restricciones, donde algunos contratos, por ejemplo, los contratos de arrendamiento de largo plazo no son considerados en su subyacente como bienes raíces, sino como un instrumento financiero y, por lo tanto, copan el límite a las compañías de seguros en este tipo de instrumentos, en circunstancias que, en realidad, son contratos de arrendamiento de largo plazo de un bien raíz. 

Por otra parte, explicó que el proyecto de ley elimina una asimetría respecto de las compañías de seguros, que no podían invertir en bienes raíces de uso habitacional, siendo que, en realidad, no había ninguna razón para hacer esa diferencia. Ahora será posible que lo hagan, con un tope limitado, al 5% del total de activo que inviertan en bienes habitacionales, manteniendo todas las restricciones de estas operaciones, en especial aquellas referidas a que no pueden ser con personas relacionadas a las compañías de seguros. El objetivo de esta medida, destacó, básicamente es proveer de un acervo de inversiones más amplio y de largo plazo no vinculado al ciclo económico, de manera que las compañías de seguros, finalmente, al copar sus límites de renta fija, no terminen invirtiendo en depósitos a plazo nominales de corto plazo que no tienen nada que ver con la composición de su pasivo. 

El Subsecretario de Hacienda, señor Álvarez señaló que el artículo 21 del decreto con fuerza de ley N° 251, en su número 3, es el que permite las inversiones en el exterior de todas las compañías de seguros, tanto de seguros como reaseguros para su patrimonio y reservas técnicas y patrimonio de riesgo. Allí se detalla, por ejemplo, la posibilidad de tomar títulos de deuda o crédito, emitidos o garantizados hasta su total extinción por Estados o Bancos Centrales extranjeros; depósitos, bonos, pagarés y otros títulos de deuda o crédito emitidos por instituciones financieras, empresas o corporaciones extranjeras o internacionales; acciones de sociedades o corporaciones constituidas fuera del país; cuotas de fondos mutuos o de inversión constituidos fuera del país; cuotas de fondos mutuos o inversión constituidos en el país, cuyos activos estén invertidos en valores extranjeros y, bienes raíces no habitacionales situados en el exterior.

El Honorable Senador señor Kuschel señaló que el tema en comento reviste la mayor importancia, siendo, de todos modos, compleja la tarea de lograr la meta planteada por el asesor señor Correa en relación al adecuado calce de los activos con los pasivos, de manera de eludir los ciclos económicos, especialmente los más adversos. La complejidad de encontrar activos, razonó, estriba en que no existe espacio todavía para invertir en concesiones y en nuevas obras o, incluso, en obras de alta duración, pero escasa rentabilidad, que contribuirían directamente al progreso del país, como la finalización de los 64 kilómetros que restan para  unir los 4.000 kilómetros de largo que tiene Chile.

Consultó, enseguida, por la evolución de los fondos previsionales y su comportamiento en medio de los ciclos económicos vividos, y por las posibilidades que se han analizado para la inversión en activos más reales y físicos que no sean, solamente, papeles.

El Honorable Senador señor Escalona reiteró su preocupación, manifestada también en la discusión del proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, en relación a si la autoridad económica incluyó en los supuestos del proyecto una reflexión acerca de las consecuencias de la crisis global y de los capitales especulativos, tema que se debatió en el momento de la denominada crisis SUBPRIME, que tuvo lugar los años 2008 y 2009. 

Respecto de dicha crisis, indicó que en nuestro país la literatura que existe todavía es escasa agregando, que no ha habido aún mucho detenimiento a mirar con mayor minuciosidad la crisis del 2008-2009, que fue muy grave y profunda. 

En tal sentido, advirtió sobre que, por una cierta desaprensión para mirar con detenimiento lo que ocurrió en todos y cada uno de los aspectos del funcionamiento del sistema económico, es posible que no se haya tomado debidamente en cuenta los efectos de la crisis. No sería conveniente, sostuvo, favorecer la generación de otras burbujas e ir fomentando una industria que luego sus pies no sostienen. Manifestó su preocupación en relación a los mecanismos que se están generando.

El Honorable Senador señor Novoa expresó, compartir la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Escalona, en cuanto a la adopción de los resguardos necesarios cuando se amplían los mecanismos de inversión, con el objeto de no caer en el problema de la ingeniería financiera que, finalmente, fue la causante principal de la crisis 2008-2009. 

El Honorable Senador señor Frei agregó que los informes financieros del proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados y el del presente proyecto, establecen que no hay impacto fiscal. En el caso del presente proyecto de ley, se añade que no tiene impacto fiscal relevante respecto de los gastos y los ingresos para el año 2011 y para los años siguientes, y si los hubiera, estos efectos serán incorporados en la Ley de Presupuestos respectiva. La exigua información que se da a conocer, subrayó, es una preocupación que ya se ha planteado a la Directora de Presupuestos, que alcanza a los informes financieros asociados a los proyectos de ley y a los informes que se presentan a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 

El Subsecretario de Hacienda, señor Álvarez señaló que la legislación ha tenido varios cambios; los últimos más relevantes en materia de inversión fueron en el año 2007 y han existido diferentes niveles para condicionar la capacidad de inversión. 

Sin perjuicio de eso, lo que se está haciendo es un análisis que recomienda la experiencia comparada, saber en detalle cuál es la cartera de inversiones y, por lo tanto, poder prever de mejor manera cuál va a ser su comportamiento ante situaciones de siniestralidad mayor, tanto en las compañías de seguros como en las compañías de reaseguros. Obviamente, ese es un estudio mucho más amplio y mucho más ambicioso. 

Agregó que lo ideal sería permitir inversiones más reales o concretas, que puedan hacerse con mayor flexibilidad. De hecho, hoy en día la ley permite participar parcialmente en el financiamiento de obras de largo plazo.

Señaló que estableciendo los resguardos necesarios será posible avanzar en buscar mayores alternativas de inversión, dando mejores respuestas al sistema, respecto de sus necesidades de largo plazo, tanto para financiamiento como para responder a los compromisos que asumen las distintas compañías. Uno de los objetivos del presente proyecto, precisamente, es poder contar con una mayor cantidad de instrumentos de inversión.

Del mismo modo, expresó que el Ejecutivo comparte la preocupación hecha saber por el Honorable Senador señor Escalona, habida consideración de la gran cantidad de recursos públicos que debieron usarse en su momento para sostener y limitar los efectos provocados en el diario vivir de los chilenos, por la crisis económica de los años 2008 y 2009.

Recordó, al efecto, que artículos de prestigiosos periódicos chilenos preveían, por ejemplo, que los fondos de pensiones tardarían catorce años en recuperarse, en circunstancias que la mayor parte de ellos lo hizo en el plazo de un año y medio, aproximadamente.

En Chile, agregó, tanto la crisis provocada por la gran depresión, como la de los años 80, significaron sustanciales transformaciones a la legislación bancaria y de seguros, que permitieron soportar adecuadamente sus respectivos efectos. Esa experiencia debe ser tenida en cuenta en la actualidad. Por ello cobra relevancia que se establezca un Consejo de Estabilidad Financiera, no sólo para afrontar situaciones de crisis, sino también para contar con una mejor óptica de control de los conglomerados y de coordinación de los distintos entes fiscalizadores. En este sentido, el Ejecutivo se encuentra preparando un proyecto de ley, que sería ingresado durante el segundo semestre de este año, para establecer el aludido Consejo. 

Con la misma convicción, añadió, se debe tratar de diversificar las posibilidades de inversión. Nuestro país genera y tiene, por un lado, una enorme cantidad de seguros involucrados con el sector hipotecario, y por otro, produce todos los años grandes cantidades de capital. Hay que buscar instrumentos sólidos, estables y de largo plazo en su inversión y eso es lo que se pretende con este tipo de proyecto. 

Con respecto a los informes financieros, indicó que fueron informados por la señora Directora de Presupuestos, que se está buscando una fórmula de acuerdo para informes mucho más específicos. En este caso, por las características del proyecto en estudio, probablemente este año no tendría impacto y los próximos tendrán que ser sometidos a la ley de presupuestos, sin perjuicio de lo cual podría efectuarse una revisión adicional, para ser explicada con motivo de la discusión en particular. En el mismo sentido se está trabajando en relación con el proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).

El Asesor del Ministerio de Hacienda, señor Correa, manifestó, ante las dudas de los señores Senadores en cuanto a si podría favorecerse la ingeniería financiera, que el proyecto responde a haber aprendido la lección de lo que pasó en la crisis SUBPRIME y adelantarse al problema que ocurrió en Estados Unidos, donde tuvieron durante tiempo prolongado tasas de interés demasiado bajas y no había activos, se inventaron instrumentos y se empaquetaron como lo que no eran. En el caso chileno, lo que se está tratando de hacer es justamente lo contrario, con un enfoque preventivo. Hay una situación donde las tasas de interés, efectivamente, han ido disminuyendo, y probablemente lo van a seguir haciendo, por lo que si se mantiene el stock de activos financieros hoy existente, lo esperable sería que se generara ingeniería financiera, para buscar rentabilidades mayores. 

Lo que hace el proyecto, en materia de seguros, es básicamente reconocer que hay otro tipo de activos que hoy día no están dentro del paraguas y que son activos no financieros, sino activos reales que, por ejemplo, pueden ser obras de infraestructura en las que podrían participar las compañías de seguros a través de un crédito sindicado, que es una de las modificaciones que el proyecto propone. Actualmente, las compañías de seguros están en una situación desventajosa respecto de los bancos, porque no pueden participar en igualdad de condiciones. Por ello, se propone que exista la posibilidad de que puedan invertir en activos más reales, menos especulativos. De esta manera, lo que se evita es, precisamente, que se produzcan burbujas o se de espacio a la ingeniería financiera.

Existe evidencia, agregó, de algo similar el año 2008 en materia de pensiones, lográndose el objetivo de generar un calce más adecuado entre activos y pasivos de este tipo de instituciones. Un ejemplo son las AFP: hasta el año 2008, el 20% de sus activos estaban en depósitos bancarios en pesos a menos de 90 días, en circunstancias que sus obligaciones eran pensiones vinculadas a UF de largo plazo, y por la restricción activa que se encontraba en el decreto ley N° 3.500 que, con la Reforma Previsional de la ley N° 20.255, se levantó y permitió que, en dos años, ese 20% haya disminuido a un 7%, lo que demuestra que en forma gradual han ido buscando otros activos que les permitan balancear mejor su portafolio. Algo similar debiese suceder en el caso de las compañías de seguros, que hoy día, con prácticamente el 80% de sus inversiones en instrumentos de deuda, se encuentran un poco constreñidas para actuar.

De esta forma, el proyecto, más que favorecer la ingeniería financiera y dejar a las compañías en una situación menos protegida, lo que hace es reconocer que existen otro tipo de activos que pueden ser parte de su portafolio sin cambiar, en lo más mínimo las facultades de regulación y supervisión que sobre ellas existen. Solamente se amplían los mecanismos de inversión, quedando absolutamente intactos los de resguardo.

El Subsecretario de Hacienda, señor Álvarez señaló que sin perjuicio de estar conteste en la necesidad de construir el camino a que aludiera el Honorable Senador señor Kuschel para unir la Región de Coyhaique con la Región de Los Lagos, y de lo importante que sería que fuera considerado un instrumento atractivo para las líneas de financiamiento tomadas por compañías de seguros u otras instituciones, desconoce si hay algún estudio al respecto. 

Con todo, expresó que, en su momento, fue conocido el interés que tuvieron las compañías de seguros en participar más activamente en el financiamiento del inmenso esfuerzo efectuado en concesiones y en la construcción de carreteras, cuestión que finalmente no pudieron hacer por las restricciones existentes, en circunstancias que, precisamente, son ese tipo de inversiones las que más calzan en la visión institucional de las compañías de seguros y las AFP, esto es, el financiamiento de inversiones de largo plazo y de rentabilidad asegurada, más que instrumentos de corto plazo. 

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que el mensaje que dio origen al presente proyecto contenía normas relativas a la licitación de seguros asociados, que fue rechazado por la Cámara de Diputados y que, al parecer el Ejecutivo desea reponer en el presente trámite constitucional. Si esto fuera efectivo, solicitó a los representantes del Ministerio de Hacienda mayor información sobre el mercado de los créditos hipotecarios, que no obstante ser bastante competitivo, pues en él participan cooperativas, cajas de compensación e incluso el Banco Estado, presenta igualmente numerosas distorsiones.

Una razón, reflexionó, podrían ser las vinculaciones de las entidades crediticias con las compañías de seguros, aunque, a su juicio, el problema podría ir más allá y decir relación con la información y los mecanismos de control. Manifestó que no existe una argumentación incontrarrestable para sostener que la licitación es la única y exclusiva fórmula para abordar la materia, porque al final, lo que se puede producir es un sistema que encarezca el producto a los usuarios finales, habida cuenta, además que licitar seguros tiene un grado de complejidad mayor cuando, por ejemplo, hay compañías de seguros bien calificadas que operan en Chile, pero que de producirse la quiebra de su matriz extranjera se ven también afectadas.

Expresó que, tal como la ley dispone, aunque no opere debidamente, lo que debiera ocurrir es que se informe en términos claros cuál es el costo final del crédito, incluyendo intereses, comisiones, seguros, estampillas, etc. Para eso, por cierto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras cuenta con capacidad para fiscalizar. 

Destacó, del mismo modo, la importancia de que se determine qué se va a licitar, qué va a ser obligatorio licitar y por qué un banco licita por el saldo de la deuda y otro lo hace por el valor completo o por el de reposición. El tema, advirtió, es complejo y su solución quizás no deba pasar necesariamente por tener que regular todo tipo de licitación, cobertura, garantía y características de las compañías de seguros.

El Honorable Senador señor Lagos expresó su inquietud respecto de las posibilidades de inversión que se van a abrir a las compañías de seguros, si podrán realizar inversiones reales. 

Consultó si la inversión es para financiar proyectos que se materializan en obras, o para prestar dinero cuyos colaterales son bienes raíces. Si lo que se trata de prevenir es lo que ocurrió con las burbujas de precios en Estados Unidos debe tenerse presente que lo que allí ocurrió fue una burbuja de los precios reales de las propiedades que se traspasaron a papeles, que se fueron traspasando a su vez y llevaron a que, más que los precios de los bienes raíces, subieran los de los papeles.

En concreto, solicitó precisar que si se les permitirá ser parte de la propiedad construyendo el camino concesionado y administrándolo en 20 años, o sólo aplacarán el financiamiento, con una garantía que es parte de la concesión. 

Del mismo modo, señaló que otro tema es el costo final del crédito, no sólo la tasa de interés que se le cobra al consumidor. Recordó, al efecto, que en su oportunidad se rechazó en el Senado un proyecto que regulaba que los precios finales en Chile se mostraran desglosados, al menos en el impuesto al valor agregado, para que los ciudadanos supieran cuando compran el kilo de pan a $1000, por ejemplo, que $190 son de impuesto. 

El Honorable Senador señor Escalona refirió que en la parte final del informe financiero del proyecto dice: “con todo, los cambios al régimen de inversiones contenidas entre las modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 251 pueden generar modificaciones a los Pasivos Contingentes del Fisco. La razón es que las Compañías de seguros y Rentas Vitalicias tienen garantía estatal en caso de verificarse su quiebra, y modificar los límites puede provocar aumentos o disminuciones en el nivel de riesgo ante una eventual quiebra y, por lo tanto, de pagos del Fisco.“.

Precisó que la información sobre la garantía estatal es la mínima que se debiera entregar a la Comisión, ya que ello puede ser enteramente marginal o muy significativo.

El Subsecretario de Hacienda, señor Álvarez, recordó que la primera institución que empezó a preocuparse de los seguros relacionados con créditos de la banca o hipotecarios, fue la Superintendencia de Valores y Seguros, por situaciones relacionadas con las tarifas. De hecho, en su momento, dentro de sus potestades, consideró la posibilidad de avanzar en esa línea, pero el Ejecutivo prefirió abordar el tema en el Congreso Nacional para contar con un respaldo absoluto sobre el particular. 

Manifestó, por otra parte, que las normas de información son un excelente complemento en materia de competencia, sin perjuicio de indicar que otros han planteado como una mucha mejor posibilidad o mejor sistema que el asegurado pueda llevar su propio seguro a la institución bancaria. 

En relación con la iniciativa legal aludida por el Honorable Senador señor Lagos sobre mostrar desglosados los precios finales, al menos en el impuesto el valor agregado, puso de manifiesto que, como Diputado, tres veces patrocinó un proyecto en el mismo sentido, que fue siempre rechazado. La conveniencia de una medida de este tipo no será sólo para el Fisco, sino fundamentalmente para todos los chilenos, que tendrán certeza de los impuestos que pagan, y para aquellos sectores que creen que, al no estar directamente afectos a la renta, no están participando en la carga tributaria.

Finalmente, con respecto al informe financiero, sostuvo que la clarificación está más dada por la garantía estatal general que tiene el Fisco ante situaciones a que puedan verse sometidas las compañías de seguros, similar, en ambos casos, a la que tienen los Bancos, pero evidentemente puede haber un compromiso mayor fiscal. Agregó que se tratará de hacer un modelamiento que explique la situación.

El Honorable Senador señor Novoa comentó, acerca del informe financiero, que seguramente la referencia a una garantía estatal general debe ser una nota standard, como las que ponen los auditores. La contingencia o el riesgo, razonó, no debieran aumentar por efecto de aprobación de la presente ley, porque de lo que se trata es que las compañías de seguros puedan operar en condiciones más claras, transparentes y seguras. 

El Honorable Senador señor Escalona señaló que, en rigor el riesgo no tendría por qué aumentar, y que sería conveniente saber cuántos son los pasivos contingentes involucrados.

Enseguida, La Comisión escuchó los planteamientos del Gerente General de Corredores Banca Seguros y Canales Masivos A.G., señor Silva quien manifestó que dicha sociedad gremial está muy interesada en seguir analizando, con los señores Senadores la iniciativa legal en discusión respecto, fundamentalmente, a algún grado de inconstitucionalidad, según estudios que se han elaborado al respecto. 

Expresó que el año 1998 se modificó la ley general de bancos, permitiendo la formación de corredores de seguros y filiales bancarias, las cuales hoy día están en todos los bancos, con corredoras bancarias. Las reglas fijadas en dicha época fueron modificándose hasta hace un año, fundamentalmente para mejorar la información hacia los clientes.

Actualmente, hay 20 millones de seguros vigentes desarrollados a través de este sistema de bancas seguro. Reconoció las ventajas que, desde el punto de vista de la masificación de los seguros, ha significado la banca de seguro, cuestión que ha sido valorada por todos los actores, fundamentalmente los clientes finales. Ejemplo de ellos son los siniestros asociados a inundaciones, incendios, terremotos, desempleo, etc.

En relación con el proyecto de ley, señaló que hay un informe, que está siendo distribuido a contar de hoy, que señala algunas inconstitucionalidades, entre otras, las relativas a temas del directorio, para resolver o no respecto de la decisión de una u otra compañía en el momento de licitar, respecto de la autorización de la base de datos, y su eventual utilización por parte de la competencia, etc. Precisó que uno de los temas fundamentales es por qué se discrimina a favor de algunos.

Añadió que el seguro de sismo, por otra parte, es de contratación estrictamente voluntaria. El 27 de febrero de 2010 se pudo constatar que el 96% de los créditos hipotecarios bancarios tenían cobertura de sismo, lo que significó que se le inyectaron al país, y fundamentalmente a las personas, US$ 1.200 millones. En el año 1985, sólo el 20% de los clientes hipotecarios tenían cobertura para sismos. Por ello la banca, preocupándose de su garantía y de sus clientes, impulsó el mecanismo de los seguros por la vía de recibir la indemnización de compañías de seguros y traspasarla a los clientes en su mayoría, salvo que tengan cuotas impagas. 

Añadió que la Superintendencia de Valores y Seguro ha ido cumpliendo un papel muy importante, trabajando en conjunto con la Asociación Gremial de Corredores de Seguros masivos para perfeccionar el sistema. Quedan, por supuesto muchas por mejorar sobre todo en materia de mayor información al cliente y transparencia.

El Subsecretario de Hacienda, señor Álvarez, manifestó que en la discusión particular existirá la posibilidad de comentar las posibles diferencias con el informe en derecho constitucional a que se ha hecho referencia. 

Puntualizó, enseguida, que para el Ejecutivo no es indiferente que, una vez aprobado el proyecto, pueda traducirse en un mayor costo para los consumidores. Lo que se quiere evitar, precisamente, es la discrecionalidad para con los asegurados. En tal sentido, recalcó que el proyecto de ley no se refiere a seguros que pueden ser voluntariamente contraídos, sino a los que son obligatorios, por lo que se debe diferenciar  exactamente si el precio que se aplica al asegurado es el correcto y justo; de lo que se sigue que no es una consideración menor si el valor es 30, 40, o 50, y si las mejores condiciones son efectivamente traspasadas. 

Con todo, destacó que el Ejecutivo tiene una muy buena opinión de la industria del seguro y de cómo respondió ante una emergencia gigantesca como la del terremoto del año pasado, hecho que ha sido reconocido a nivel internacional; sin perjuicio de lo cual, la preocupación central de la autoridad es que los asegurados no vean incrementados sus costos.

En las siguientes sesiones, la Comisión escuchó las opiniones, en relación con el proyecto de ley, de las instituciones que seguidamente se señalan.

En primer lugar, expuso la Superintendencia de Pensiones (SP), representada por la Superintendente, señora Solange Berstein, quien efectuó una presentación cuyas principales consideraciones fueron las siguientes:

Modificaciones al Decreto Ley N° 3.500, de 1980
Fomento al Ahorro Voluntario

1.- Permitir cuentas de ahorro voluntario en más de una AFP: podrán abrirse Cuentas de Ahorro Voluntario (CAV, la llamada “Cuenta 2”) en Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) distintas de aquella donde se encuentra la cuenta obligatoria, con el objetivo de estimular la competencia en estos instrumentos de ahorro.

2.- Permitir retiros de CAV seleccionando el régimen tributario: el afiliado podrá seleccionar si los retiros se realizan desde los depósitos sujetos al régimen tributario general o al artículo 57 bis de la Ley de la Renta.

3.- Evitar doble tributación del Ahorro Previsional Voluntario (APV) y de la CAV: los ahorros de APV sin beneficio tributario a la entrada (por superar el máximo legal) y los depósitos de CAV, quedarán exentos del impuesto a que se refiere el artículo 43 de la Ley de la Renta si se destinan a pensión. 

Si bien, explicó, el impacto de esta medida sólo alcanza a las rentas más altas, la existencia del tope imponible de 60 UF para efecto de las cotizaciones previsionales obliga a muchas personas a cotizar por menos de lo que correspondería a su renta efectiva.   

Perfeccionamientos en materia de inversiones

1.- Se autoriza a los Fondos de Pensiones a invertir directamente en monedas extranjeras: amplía posibilidades de inversión y permite mayor diversificación, pues hoy en día sólo se puede invertir en derivados de monedas.

2.- Se transfieren al Régimen de Inversión los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria: dichos límites y la definición de cobertura requerirán un informe previo favorable del Banco Central de Chile. Esta medida obedece a una enseñanza obtenida de la crisis financiera de los años 2008 y 2009, porque la obligación legal de mantener un cierto porcentaje del fondo de pensiones invertido en moneda extranjera terminó representando un mayor riesgo para nuestro país, dado que el movimiento de la moneda es inverso al que tienen las inversiones. De esta forma, destacó, se busca incorporar el concepto general de que cuando se hable de cobertura, se pueda efectivamente reducir el riesgo del portafolio.

3.- Se modifica el límite de inversión en instrumentos restringidos (de mayor riesgo relativo): se modifican los instrumentos a considerar en este límite y se flexibiliza la posibilidad de la SP de incluir o excluir títulos de dicho límite, considerando la clasificación de riesgo de los instrumentos.

Recordó, al efecto, que el régimen de inversión es emitido por la SP con el voto favorable del Consejo Técnico de Inversión y del Ministerio de Hacienda, y en algunos casos, como en materia cambiaria, escuchando al Banco Central.
4.- Se flexibiliza el tratamiento de excesos de inversión: se trasladan normas desde el decreto ley Nº 3.500 al Régimen de Inversión. Por ejemplo, el caso de un bono canjeable por acciones en que se excede el límite de estas últimas, que quedó fijado en la ley, siendo que el límite general de acciones se encuentra en el Régimen.

5.- Se establecen de cargo de los Fondos de Pensiones los costos de transacción y custodia al invertir vía mandatarios: se homologa a las inversiones en el extranjero realizadas vía fondos mutuos, que constituyen la modalidad más utilizada hoy día por los Fondos de Pensiones, en circunstancias que en ciertos casos han demostrado ser más onerosos que hacerlo a través de mandatarios. 

6.- Se permite canje de títulos en procesos de estructuración financiera: los Fondos de Pensiones podrán canjear títulos de una compañía cuando ésta realice procesos de reestructuración de su deuda, cumpliendo los requisitos que establezca la SP.
Otros cambios al D.L. N° 3.500

1.- Fortalece autonomía de la Comisión Clasificadora de Riesgos (CCR): se elimina el requisito de informe favorable de la SP, respecto de la metodología de aprobación de cuotas de fondos mutuos y de inversión nacionales.

2.- Flexibiliza aplicación de multa a AFP por déficit de encaje (el monto que tiene invertido la AFP en los mismos instrumentos en los que está invertido el Fondo, para resguardo en caso de rentabilidad mínima): se establece un rango para la aplicación de la multa entre el 1% y el 100% del déficit, dando flexibilidad a la SP para aplicar una multa inferior a la vigente, en consideración a factores establecidos en la ley. 

En la actualidad, explicó, la SP se encuentra obligada a imponer una multa equivalente al 100% del déficit, lo que se trasunta en una cifra muy alta si se considera que el encaje representa entre el 60% y el 70% del patrimonio de una AFP. Supone, así, prácticamente la liquidación de la institución, en circunstancias que puede tratarse tan solo de un problema operativo. En los hechos, la SP se ha visto en ocasiones inhibida de cobrar la multa, por el efecto que importaría.

3.- Elimina requisitos legales de contenido de la cartola previsional: elimina información sobre movimientos de las cuentas en cuotas y el valor de tales cuotas, la rentabilidad de la cuenta y el costo del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS). Se transfiere a norma de la SP el detalle del contenido de las cartolas. Todo esto, con la finalidad de entregar mejor información, más clara y más simple a los afiliados al sistema. A modo de ejemplo, señaló que las referencias al “valor cuota” resultan inentendibles para la gran mayoría de los usuarios, por lo que van a ser llevadas a “pesos”.

4.- Flexibiliza elección de tipo de Fondo de Pensiones para titulares de Cuentas de Ahorro de Indemnización: elimina la exigencia legal, para las trabajadoras de casa particular, relativa a que la cuenta de ahorro de indemnización debe mantenerse en el mismo tipo de Fondo que aquel en que se mantienen las cotizaciones obligatorias, dada la diferente naturaleza de dichas cuentas.

Modificaciones a la ley N° 19.728, sobre el Seguro de Cesantía

Modificaciones a la ley N° 19.728

a) Se transfieren al Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía los límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria: se requerirá de un informe previo favorable del Banco Central de Chile.

b) Perfeccionamientos al límite de inversión en instrumentos restringidos: se modifican los instrumentos a considerar en este límite y se flexibiliza la posibilidad de la SP de incluir o excluir títulos de aquél.

c) Sistema de incentivos para el cobro de comisiones de la Administradora del Fondo de Cesantía (AFC): se propone que la definición exacta de la medición de la diferencia de retornos entre la cartera del Fondo de Cesantía o del Fondo de Cesantía Solidario y la cartera referencial respectiva, sea definida por el Régimen de Inversión. Esto, antes de la resolución de la licitación del nuevo contrato de administración del seguro de cesantía.
En segundo lugar, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Carlos Budnevich, dio a conocer la siguiente presentación:

Licitación de seguros asociados a créditos hipotecarios

Situación General

(1) Sobre la evolución de los mercados:
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- La evolución reciente de los mercados de crédito y de seguros se caracteriza por: (i) un importante crecimiento tanto en la oferta de créditos como de seguros; (ii) una reducción en la importancia relativa de la banca en la oferta crediticia; y (iii) una importante interacción entre ambos mercados: alianzas estratégicas; gestión de venta de seguros por parte de los oferentes de crédito; oferta activa de créditos en las empresas de seguros; y la constitución [image: image16.png]m Dividendo Sin Seguro
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y operación activa de empresas intermediadoras de seguros vinculadas por propiedad a los oferentes de crédito, entre otras.

- La creciente distribución de seguros por canales no tradicionales no es sólo un fenómeno local. En países como España, Francia, Italia y Portugal el 60% de los seguros de vida y el 12%  de los seguros generales se canaliza a través de oferentes de crédito. En dichos mercados, bancos y compañías de seguros han establecido un marco de colaboración a fin de aprovechar sinergias.

[image: image17.emf]Número % % Número % % Número Porcentaje

Total viviendas en las 

zonas afectadas*

901.098 100% 23% 3.098.902 100% 77% 4.000.000 100%

Viviendas con seguro 

de incendio

901.098 100% 63% 523.711 17% 37% 1.424.809 36%

Viviendas con seguro 

de incendio + sismo

862.980 96% 90% 101.082 3% 10% 964.062 24%

* Número aproximado de viviendas en las regiones afectadas.



Con Crédito Hipotecario Sin Crédito Hipotecario

Total


(2) Actualmente, los oferentes de crédito (bancarios y no bancarios) pueden percibir consolidadamente, ingresos asociados a la comercialización masiva de seguros (asociados o no a créditos hipotecarios) por tres conceptos genéricos diferentes: gestión de ventas, recaudación de pagos y corretaje.
- Respecto a los ingresos bancarios asociados a la comercialización de seguros: (i) se estima que los ingresos por este concepto son del orden los 280 millones de USD anuales, cifra  que representó un 8% del resultado del ejercicio 2010; (ii) Alrededor de un 62% de tales ingresos están vinculados a créditos hipotecarios (incendio y desgravamen); (iii) la comisión por intermediación promedio fue equivalente a un 17% de la prima intermediada; (iv) los antecedentes disponibles muestran que las comisiones varían entre 30% y 50% del valor de la prima.

El señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras puntualizó que la cifra estimada de ingresos es un indicador bruto, pues no es posible identificar los gastos asociados a esta case de negocios.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, el Director de Estudios, señor José Miguel Zavala, explicó que el la comisión señalada en el literal iii) se refiere al negocio directo de intermediación por la venta de seguros que realiza un banco, un corredor o un tercero; la del literal iv), en tanto, da cuenta de una comisión que se encuentra por sobre la anterior y tiene su origen en otros motivos, entre ellos, la recaudación.

El costo total de la comisión, en consecuencia, puede llegar a ser de un 67%, si bien la media se encuentra en torno al 50%.

- La evaluación de si tales cobros guardan o no relación con los costos efectivos de las gestiones realizadas, y de si constituyen un indicio de distorsiones competitivas en el mercado asegurador, son cuestiones que trascienden el ámbito de acción (y de la experticia) del supervisor bancario.

Ingresos asociados a la comercialización de seguros

	Ingresos directos
	Gestión de ventas: Intermediación asociada a la comercialización o venta de seguros por cuenta de una compañía.

Recaudación de pagos de primas: Se refiere a la gestión de recaudación efectuada por un banco, en la que conjuntamente se cobra el importe  de  los  créditos y de los seguros comercializados conjuntamente.

	Ingresos indirectos
	Corretaje de seguros: El corredor es un intermediario autorizado por la SVS para operar como tal. Tiene la función de intermediar entre el asegurado y las compañías aseguradoras, asesorando al asegurado en las coberturas, servicios y precios. Por esto, perciben una remuneración que está en función de la prima generada por el negocio y el tipo de riesgo.


Lo que propone el proyecto de ley





El señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras hizo referencia, en este sentido, al artículo 40 del proyecto de ley originalmente ingresado a tramitación legislativa en el Mensaje del Ejecutivo, relativo a los créditos hipotecarios, que fuera rechazado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.

Antecedentes destacados en el Mensaje

- En general, las entidades crediticias son las que efectúan la contratación de  los  seguros asociados a los créditos hipotecarios, por cuenta y cargo de sus clientes.

- Las entidades crediticias negocian pólizas colectivas que les permiten acceder a tarifas más bajas que las alcanzables a través de una contratación individual por parte del cliente.

- Los beneficios derivados de la contratación masiva de seguros no se traspasan a los clientes, y se generan una serie de costos de transacción.

- Las vinculaciones entre oferentes de crédito y los oferentes de seguros tienden a generar concentración de los seguros y opacidad en los precios.





Objetivos de la iniciativa

- Garantizar el traspaso al cliente del  costo  efectivo  del  seguro, así como de los  beneficios derivados del proceso de contratación colectiva de los mismos.

- Fortalecer la competencia y la transparencia del proceso de contratación de  seguros colectivos.

Alcance de la iniciativa

- Créditos hipotecarios otorgados a personas naturales (por entidades bancarias y no bancarias).

- Créditos hipotecarios otorgados a personas jurídicas (por entidades bancarias y no bancarias).

Contenido de la iniciativa

- Licitación pública de los seguros, incluyendo comisión del corredor, en la que sólo podrán participar compañías con clasificación de riesgo BBB o superior, y que será regulada por una norma conjunta de la SVS y la SBIF. Existirá, además, un mecanismo general de adjudicación al oferente con menor precio.

- Se prohíbe la estipulación de comisiones o pagos a la entidad crediticia por contratación o gestión de tales seguros, por la cobranza de las primas o por cualquier otro concepto. Incluso se dispone que cualquier devolución de prima posterior será de beneficio del deudor.

- Se mantiene el derecho que le asiste al deudor de contratar directamente el seguro con la entidad de su preferencia.





Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa respecto de la forma en que se va a hacer efectivo el cobro de las primas, atendida la prohibición que existirá para que sean estipuladas, manifestó que lo que probablemente va a acontecer es que dentro del valor del primaje del seguro se va a incluir el costo de cobranza y recaudación. Así, lo que al menos inicialmente debiera ocurrir, es que se pague el dividendo en el banco y la prima del seguro en la compañía del rubro. Sin embargo, se trata de un punto que debe ser mayormente analizado, teniendo en cuenta que a veces puede resultar más conveniente concentrar el pago por ambos conceptos en la entidad bancaria, y que en materia de recaudación los costos involucrados tienden a ser más fijos que porcentuales.





El Honorable Senador señor Novoa agregó que para la entidad crediticia es fundamental que el pago de la prima del seguro se encuentre al día, porque si esta última obligación se incumple, aumenta el riesgo del crédito.

El señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras hizo ver que  por regulación del Banco Central de Chile, el seguro de incendio es obligatorio en los créditos hipotecarios, lo que disminuye el riesgo de la cartera.

Prosiguió, enseguida, con su exposición.

En  el  ámbito  bancario,  la  materia  en  cuestión  ha  sido  objeto  de varias iniciativas legales y reglamentarias.
- Se destaca la Circular conjunta N° 3.321 (6 de julio de 2005), emitida por la SBIF y la SVS, que introdujo una serie de disposiciones tendientes a aumentar la transparencia de los cobros asociados al proceso de contratación de seguros colectivos vinculados a créditos hipotecarios (bancarios). En ella se exigía la identificación de los participantes de la transacción (y sus vinculaciones) y la naturaleza e importe de los cobros.

Modificaciones regulatorias previas en el ámbito bancario

	Cuerpo
	Contenido General

	Reforma LGB (1997)
	Se autoriza la constitución de filiales bancarias de corredoras de seguros

	Circular Conjunta: SVS-SBIF (2001)
	Se autoriza a los bancos a actuar directamente como agentes de ventas de compañías de seguros

	Circular Conjunta: SVS-SBIF (2005)
	Transparencia en seguros asociados a créditos hipotecarios. Se regula la información a entregar durante la contratación y la que debe ser difundida en páginas Web

	Ley N° 20.448 (2010)

Modifica la letra a) del Artículo 70 de la LGB
	Prohibición de condicionamiento y facultad de libre contratación


Comentarios y Observaciones

- Clasificación de riesgo de las compañías de seguros no es el único indicador de riesgo representativo y actualizado de riesgo. 

Muchas veces, las clasificadoras de riesgo reaccionan en forma tardía, por lo que confiar en ellas como único parámetro e indicador puede llevar a obtener información incompleta.

- Generación de incentivos a que el negocio hipotecario se desarrolle en sectores sujetos a menos regulación y supervisión.

- A futuro, se debe monitorear cómo se distribuye la carga regulatoria en los distintos actores con miras a velar por el buen funcionamiento del sistema y para generar adecuados beneficios a los clientes.

Conclusiones

- Los seguros intermediados por bancos e instituciones financieras, en particular los vinculados a los créditos hipotecarios, han pasado a jugar un rol muy importante para la población en razón de su masificación, accesibilidad (gran cantidad de sucursales bancarias en el país), conveniencia (productos que se adaptan a las necesidades de las personas), respaldo (solvencia y responsabilidad de la banca) e innovación.

- Se destaca que en opinión de la SBIF, un mecanismo como el sugerido (licitación pública de seguros colectivos) puede generar incentivos que propendan a incrementar la transparencia y la competencia en el mercado asegurador.

En tercer lugar, expuso ante la Comisión la Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones, cuyo Presidente, señor Guillermo Arthur, valoró que el proyecto ley incluya un fomento al ahorro previsional voluntario, cuestión del todo necesaria ante el aumento de las expectativas de vida de la población.




Puso a disposición, luego, los siguientes antecedentes y consideraciones:

Cifras de Ahorro en AFP

Fondos de Pensiones administran, por concepto de ahorro obligatorio, MMUS$ 157.226 

Por concepto de Ahorro Previsional Voluntario, administran 583.000 cuentas (APV + DC), con un saldo acumulado de US$ 4.071 millones y depósitos mensuales por US$ 65 millones. Por Ahorro Voluntario sin beneficio tributario, en tanto, administran 911.000 cuentas (CAV) activas (con saldo > $0), con un saldo acumulado de US$ 1.647 millones y 226.000 depósitos mensuales, equivalente a US$ 46 millones en recaudación al mes. 

Modificaciones al Decreto Ley N° 3.500

Fomento al Ahorro Previsional Voluntario

- Evita doble tributación de la Cuenta de Ahorro Voluntario (CAV) cuando se destinen a pensión (situación indicación CAV 57 bis).

- Evita doble tributación del APV individual y colectivo (APV y APVC) cuando se destinen a pensión. 

- Permite retiros de CAV seleccionando el régimen tributario (régimen general o 57 bis).

- Permite que el afiliado pueda tener CAV en más de una AFP (N° de giros).

Perfeccionamientos en Materia de Inversiones

- Tratamiento de excesos de inversión y límites en el extranjero sin cobertura cambiaria: se traspasa al Régimen de Inversión.

Explicó, al efecto, que los excesos de inversión no se producen por actos deliberados de adquisición de mayor cantidad de instrumentos, sino por la valorización de los fondos.

- Contratos de Administración de Cartera en el exterior. Comisiones máximas incluirán costos de administración, transacción y custodia.

Indicó que las AFP pueden invertir los fondos de los trabajadores de forma directa o a través de fondos mutuos. Cuando adoptan esta última modalidad, cargan al fondo de pensiones todos los gastos; si optan por la primera, deben ellas hacerse cargo. Esto produce un sesgo, que llevaba a elegir siempre la vía de los fondos mutuos. En virtud del proyecto de ley, ambas modalidades quedan equiparadas en cuanto a la responsabilidad de los costos.

- Permite canje de títulos en procesos de estructuración financiera, que se extenderá, ahora, a los bonos de deuda.

- Autoriza a Fondos de Pensiones a invertir en monedas extranjeras.

Otras Modificaciones

- Simplifica información que se envía a los afiliados en la Cartola Cuatrimestral, con el objeto de hacerla más clara.

- Permite que Cuenta de Indemnización pueda invertirse en fondos distintos a la CCI (indicación establece 4 años de gradualidad en el traspaso al Fondo C cuando afiliado no elige).

Finalmente, dio a conocer algunas propuestas de la Asociación de Administradoras de Fondos de Pensiones acerca de aspectos, si bien no abordados en ella, sí relacionados con la iniciativa en estudio:
- Permitir a los Fondos de Pensiones recuperar anualmente el crédito por impuesto de primera categoría, pagado por las S.A. al distribuir utilidades como dividendos, con el objeto de incrementar los ahorros previsionales y las pensiones. La imposibilidad de poder recuperar dicho crédito, destacó, ha significado una merma en los Fondos de Pensiones de sobre US$1.000 millones adicionales, a un flujo anual proyectado de US$110 millones. 

- Perfeccionar Límite de Inversión en Cuotas de Fondos de Inversión, de manera de fomentar la creación de Fondos de Inversión. Se propone aumentar límite de cuotas emitidas de 35% a 49%, con el objetivo de que dos inversionistas institucionales más otro pequeño inversionista puedan constituir un Fondo de Inversión, vehículo a través del cual se invierte en empresas de capital de riesgo y en el sector inmobiliario, por ejemplo.

En cuarto lugar, la Comisión escuchó a los representantes de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras. El Presidente del Comité  Banca Seguro, señor Pablo Enrione, realizó la siguiente presentación:

La Bancaseguros en Chile y el Proyecto de Seguros Hipotecarios
Los seguros en los Bancos, sus aportes y roles.

Consideraciones generales

- Desde que en 1997 se autorizó a los bancos la creación de corredoras de seguros filiales, la Bancaseguros ha sido pilar fundamental para la masificación de los seguros, especialmente a sectores socioeconómicos que antes no tenían acceso.

- 20 millones de seguros vigentes.

- Accesibilidad: 1.500 sucursales bancarias y diversos medios de pago.

- Amplia gama de productos según necesidades, sencillos, fáciles de entender, rápida contratación, a precios convenientes.
- Canal de distribución de mayor crecimiento en los últimos 10 años. Hoy representa el 37% de prima vendida a nivel país.

- La SVS ha impartido permanentemente normas para mejorar el funcionamiento de la actividad, con foco en  mejorar la información que se entrega a los clientes y la transparencia.

Principales Roles de los Bancos y Corredoras

- Acceso a la red de distribución de más de 1.500 sucursales a nivel país y su base de datos.

- Asignación de recursos humanos especializados.

- Apoyo en funciones operativas, administrativas y logísticas.

- Atención de venta y postventa.

- Recaudación de primas pagadas por clientes y entrega a las Compañías de Seguros.

- Asesoramiento a los clientes (coberturas, condiciones del contrato, riesgos excluidos, deducibles, etc.).

- Asistencia al asegurado durante toda la vigencia del seguro.

- Recibir los denuncios de siniestros, mantener al cliente informado y finalmente la entrega de la indemnización.
- Modificaciones a las pólizas y consultas en general.

- Canalización a la Compañía de Seguros de la solicitud de evaluación de los riesgos (ej. exámenes médicos).

- Entrega de toda la documentación de los seguros, durante toda su vigencia (pólizas, certificados, propuestas, endosos, etc.).

- Asesoría en el proceso previo a la contratación (compañías de seguros, coberturas, condiciones del contrato, etc.).

- Asisten al contratante, asegurado y Cías. de Seguros durante toda la vigencia de la póliza.

- Modificaciones y Servicio al Cliente.

- Siniestros (recepción, envío a las compañías, seguimiento de información y asistencia al cliente frente a diferencias con liquidador, entrega de indemnización, etc.).
Siniestros

- Rol protagónico en atención de siniestros emblemáticos: inundaciones, desempleo, terremoto 27F, microempresarios.

Terremoto 27F

- 900.000 viviendas aseguradas en zonas afectadas.

- Seguro Sismo es voluntario. En Bancos, cobertura de Sismo 96% de los clientes. No bancarios: sólo el 3%.

- 190.000 denuncios presentados. Pagos por US$1.300 MM, que casi en su totalidad provienen de reaseguradores extranjeros.

- Terremoto 1985, cuando no existía la Bancaseguros, % de viviendas afectadas con cobertura de sismo significativamente menor: sólo 5.000 siniestros denunciados.

Seguro Desempleo. Bancos y retail: pagos anuales por US$ 80 millones, con 100.000 personas beneficiadas anualmente.
Viviendas aseguradas en las Regiones Metropolitana, V, VI, VII, VIII Y IX,  al 27 de febrero de 2010.
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Además, entre las viviendas con crédito hipotecario, más del 94% tenía cobertura adicional por inhabitabilidad (mientras se verifica la reparación de la vivienda, el cliente puede arrendar otra con financiamiento asegurado hasta por seis meses).

Estudio

“Seguros Comercializados por Bancos y Canales Masivos”, noviembre 2010, Universidad Adolfo Ibáñez (UAI). Arrojó las siguientes conclusiones:

- Gran aporte de la Bancaseguros al crecimiento del mercado.

- Disminución de asimetrías de información.

- Disminución de precios en seguros de vida.

- Mejoramiento en calidad de servicio. Tasa de reclamos, la menor en industria de servicios (0,7 reclamos por cada 10.000 pólizas).

- Costo de servicios prestados: 23,4 % de la prima pagada por el cliente (13,2% atribuibles al banco y 10,2% a la corredora).

Proyecto de ley 

Objetivo: que aquellas personas que adquieran viviendas a través de deuda hipotecaria, logren obtener menores precios por los seguros incluidos en dichos créditos y, de esta forma, disminuir el valor del dividendo.

Comentarios generales 

- Hoy existe una alta competencia en la industria financiera en la colocación de los créditos hipotecarios, donde el cliente cotiza en varias instituciones el valor del dividendo, siendo los seguros uno de sus componentes.

- El informe de la UAI señala: “Dado que lo que se pretende intervenir no es el precio del dividendo, sino únicamente el precio de los seguros incluidos en éste, la eventual rebaja en el seguro, debiera convertirse en un mayor cobro en alguno de los otros componentes en la cuota del dividendo”.
Costos y servicios de los seguros que entregan las Compañías de Seguros

- Las Compañías de Seguros tendrán una disposición menor a invertir en contratos de corto plazo y donde sólo prima el precio, sin considerar otros factores como técnica, estructura, servicio, experiencia, experticia y manejo con reaseguradores.

- Riesgo de antiselección, con impacto sobre los precios “solidarios” del modelo actual.

Explicó que, hoy en día, cualquiera sea el lugar en que se encuentra emplazado un bien raíz, el precio que los bancos cobran por seguro es el  mismo. En virtud del proyecto de ley, es posible que los clientes de mayores recursos opten por buscar alternativas de seguros, lo que repercutiría en la aparición de pólizas individuales que modifiquen los valores que actualmente se cobran. 

- Dificultad de uniformar condiciones de los seguros a licitar.

- Gran parte de los servicios realizados por los bancos y las corredoras, tendrían que ser asumidos por las compañías de seguros.

- No todas las compañías de seguros están preparadas para entregar los servicios requeridos.

- Calificación técnica de la Compañía adjudicada.

Consideraciones  al texto primitivo

- Que no se permita al banco cobrar por el canal de distribución que aporta y por todos los servicios prestados, representa una grave discriminación.

- Se estarían imponiendo decisiones que afectan la autonomía de las personas jurídicas, al forzar que se asigne una licitación siempre al menor precio ofertado, en circunstancias que hay otras variables muy relevantes que considerar respecto del asegurador.

- Se obligaría a entregar, indiscriminadamente, las bases de datos a terceros, sin los resguardos adecuados respecto del derecho de propiedad sobre ellos.

En quinto lugar, expusieron ante la Comisión los representantes de   la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios de Chile (CONADECUS), y de la Asociación Nacional de la Defensa de los Derechos de los Consumidores y Usuarios de la Seguridad Social (ANADEUS).

El Presidente de CONADECUS, señor Hernán Calderón, expresó que en materia de seguros, una de las grandes falencias es la falta de transparencia e información a los usuarios, principalmente en los seguros asociados a créditos hipotecarios, cuestión que hace necesaria una mayor transparencia y competencia en este mercado.

El terremoto de 27 febrero de 2010, añadió, dejó al descubierto un sinnúmero de problemas relacionados con los seguros, tales como:

a) Los tiempos acotados de notificación del evento sufrido.

b) El desconocimiento de las coberturas y montos asegurados.

c) El desconocimiento de derechos, beneficios y exclusiones, lo que fue un hecho público y notorio sufrido por miles de personas que no tenían conocimiento de que su seguro de incendio tenía incorporado un seguro contra sismo. Todo esto, principalmente, porque las entidades acreedoras adquirieron un seguro colectivo para sus clientes deudores hipotecarios, cuyas pólizas, en la mayoría de los casos, no fueron entregadas. 

Indicó que los seguros, sean de vida, invalidez, cesantía, incendio, sismo, responsabilidad civil, daños de terceros, etc., son tomados por si mismos o con ocasión de la contratación de operaciones en casas comerciales, operaciones bancarias, créditos hipotecarios, suscripción de seguros de accidente por viajes turísticos, etc. Respecto de ellos sucede, con demasiada frecuencia, que en caso de fallecimiento del asegurado o sus posibles beneficiarios, precisamente por desconocer la existencia del contrato de seguro no se encuentran en condiciones de reclamar su cobro, perdiendo unos derechos económicos que debieran percibir.

Refirió, al efecto, lo ocurrido en España, donde existe un registro público que permite a toda persona informarse cuáles son los seguros de vida asociados a su RUT, lo que hizo posible conocer que existía una proporción de dos seguros de vida por persona, y que mucha gente no estaba en antecedentes de encontrarse asegurada por este concepto.

Con independencia de que la ausencia de reclamación por esconocimiento de sus derechos por parte de los propios beneficiarios y la rápida prescripción de estos derechos, prosiguió, puedan producir a las compañías aseguradoras un beneficio indebido, dado que muchas pólizas quedan sin cobrar, es preciso buscar una solución justa en esta materia. Para ello, CONADECUS promovió  la creación de un registro obligatorio único de pólizas de seguros, que fue acogido por parlamentarios y se formalizó en el proyecto de ley contenido en el boletín Nº 7.457-03, actualmente en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que favorece a personas, cosas, patrimonio total de derechos, etc. Contiene, además, una especial regulación del seguro de vida, a fin de consagrar un justo equilibrio entre el derecho a la información de los beneficiarios con el derecho a la intimidad de los asegurados, en el marco de la normativa sobre protección de datos de carácter personal creada por la ley N° 19.628. La obligación de comunicación de los datos al registro recae plenamente sobre las entidades aseguradoras, constituyendo infracción administrativa el incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley. 
Dicho registro, que actúa únicamente a solicitud de la persona interesada, por regla general el tomador o contrayente del seguro, o el beneficiario, opera también para facilitar información solamente de los datos de la persona asegurada, pues es la muerte de ésta la que genera la prestación. En otras palabras, el registro se limita a comunicar la condición de persona asegurada del fallecido, así como a señalar la existencia de los contratos y las entidades aseguradoras con que se hubieran suscrito, facilitando que los posibles beneficiarios puedan reclamar el cobro de sus derechos.

El Vicepresidente de ANADEUS, señor Jorge Abarca, dio a conocer una serie de observaciones al funcionamiento de las AFP, a saber:

1.- El cobro por concepto de comisión por administración de fondos que la AFP realiza es excesivamente alto, entre el 1,5% y el 1,8% del sueldo del cotizante, en circunstancias que administra sólo el 10% del sueldo. Esto significa que la comisión asciende a entre el 15% y el 18% de los fondos entregados para administrar.

2.- Cuando los fondos del cotizante disminuyen, como ocurrió en la crisis financiera del año 2009, la AFP no disminuye su rentabilidad. Por ello, se propone que cuando exista rentabilidad negativa de las inversiones, se compense y/o elimine el cobro de comisiones de administración.

3.- Es necesario que se resguarden los fondos de los usuarios que están prontos a jubilar, pues si se verificara una pérdida o disminución de sus fondos, el impacto sobre su jubilación será de por vida, lo que hace necesario estudiar protecciones y resguardos.
En relación con las modificaciones al decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece el Sistema de Pensiones, el señor Presidente de CONADECUS manifestó que debieran considerarse de cargo de los Fondos de  Pensiones los costos de transacción y custodia al invertir vía mandatarios, de la misma forma en que está establecido para las inversiones en el extranjero realizadas vía fondos mutuos.

Del mismo modo, en relación con la propuesta de establecer un rango para la aplicación de la multa, entre el 1% y el 100% del déficit, para casos de déficit de encaje, indicó que lo más acertado sería que se mantuviera lo actualmente vigente, pues la existencia de un margen dará lugar a que las multas que se impongan no sean significativas.

Aludió, enseguida, a las modificaciones que el proyecto plantea al artículo 42 bis de la ley sobre impuesto a la renta, con el objeto de evitar que los depósitos de ahorro previsional voluntario, las cotizaciones voluntarias y el ahorro previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, queden sujetos a doble tributación al momento de su retiro. Adicionalmente, se propone que, como ocurre en el caso de los contribuyentes del impuesto único de segunda categoría, y mientras no se encuentren legalmente obligados a efectuar cotizaciones previsionales (a partir de enero de 2012), se otorgue a los trabajadores independientes la posibilidad de rebajar de sus ingresos brutos el monto de estas cotizaciones que realicen de forma voluntaria. En caso que opten por rebajar de sus ingresos brutos las cotizaciones voluntarias, el monto del gasto presunto que los contribuyentes del artículo 42 N° 2 de la ley sobre impuesto a la renta tienen derecho a rebajar de sus ingresos brutos del ejercicio, se reducirá desde el 30% actual a un 20%. 

En dicho escenario, hizo ver, el monto máximo de la rebaja se disminuye desde 15 unidades tributarias anuales al equivalente a 10 unidades tributarias anuales, lo que no hace posible reconocer de manera clara cuál es el  beneficio que se quiere entregar a la clase media, al rebajar el gasto presunto del 30% al 20%.

Finalmente, dejó sentada la posición de CONADECUS y ANADEUS en relación con las materias de su interés incluidas en el proyecto de ley:

- Los seguros deberán ser contratados en forma colectiva por la entidad crediticia, para sus deudores, por medio de licitación pública con bases preestablecidas. En dicha licitación se recibirán y darán a conocer las ofertas públicamente en un solo acto. 

Además, deberán informar oportunamente a sus deudores del proceso de licitación y su resultado, comunicando del nombre del corredor, del asegurador y el valor del seguro para el periodo licitado.
- Respecto de que los seguros sean asignados por la entidad crediticia al oferente que presente el menor precio (incluyendo la comisión del corredor de seguros si corresponde), salvo que su  directorio o máximo órgano directivo, pública y fundadamente acuerde algo distinto en el mejor interés de los deudores y que signifique una rebaja en la prima para el deudor, expresó que debe clarificarse cuál es dicho mejor interés de los deudores. La única manera de lograr un entendimiento sobre su alcance, destacó, es que se produzca una efectiva rebaja en las primas, eliminando cualquier otra consideración

Sin perjuicio de lo anterior, la entidad crediticia podrá sustituir al corredor incluido en la oferta adjudicada, manteniendo la misma comisión de intermediación considerada en dicha oferta, siempre y cuando ello esté previsto en las bases. 

- Los seguros deberán convenirse exclusivamente sobre la base de una prima expresada como un porcentaje del monto asegurado de cada riesgo. La prima incluirá la comisión del corredor de seguros, si lo hubiese, la que se expresará sólo como un porcentaje de la prima. En estos casos, sostuvo, debiera informarse en un plazo máximo de 30 días a los deudores.

- Corresponderá al deudor asegurado cualquier suma que devuelva o reembolse el asegurador por mejor siniestralidad, volumen de primas, número de asegurados u otros conceptos análogos. De esto, señaló, debiera también informarse al deudor al momento de aplicar la rebaja y su monto.

En sexto lugar, la Comisión conoció la opinión del  Colegio de Corredores de Seguros y Asesores Previsionales de Chile A.G. Su Presidente, señor Leopoldo Briceño, efectuó una presentación del siguiente tenor:
Introducción

- El Colegio de Corredores de Seguros de Chile es una asociación gremial cuyos orígenes se remontan al año 1932. Desde su creación ha tenido diversas transformaciones y procesos de reformas en sus estatutos, conforme con los desafíos presentados por el mercado y el avance tecnológico.

- Su principal objetivo es de orden representativo: busca canalizar las inquietudes, aspiraciones y gestionar iniciativas de interés común de los corredores asociados a lo largo de todo el país.

- Promueve y apoya la capacitación y actualización de los corredores de las distintas especialidades: seguros generales, de vida y previsionales, instrumentos de ahorro e inversión y productos del mercado financiero.

- Su gran desafío social es promover una cultura del seguro, en conjunto con todos los actores del mercado, en beneficio de los asegurados.

- La discusión de la Ley General de Bancos que se desarrolló en los años 1996 y 1997, puso en evidencia  las externalidades negativas asociadas a la futura autorización, por ley, de la incursión de la banca en la actividad aseguradora y en el mismo corretaje de seguros.

- La Asociación de Aseguradores de Chile señaló  hace 12 años, entre otros aspectos, que la incursión bancaria en el corretaje de seguros era un grave atentado a la competencia, que alteraría uno de los pilares esenciales de la actividad aseguradora, la independencia de los actores (asegurador, intermediario y liquidador), y afectaría negativamente la imagen de la actividad aseguradora, dificultando la fiscalización y creando privilegios legales a favor del sector bancario.

Indicó que el gran problema ha sido la superposición que, en la práctica, se ha verificado entre la ley de bancos y la ley de seguros, en circunstancias que esta última es de giro único. Antes, el corredor de seguros era independiente de la compañía y del liquidador de seguros.

- Por otra parte, el Colegio de Corredores sostuvo que la incursión bancaria significaba una desregulación asimétrica que favorecía la competencia desleal, instalaba conflictos de interés enormes e iba a dar lugar a la figura de la venta atada.

Normas Legales y Administrativas

Reseñó, a continuación, las normas de carácter legal y administrativo que han regulado la materia:

- Artículo 70 letra a) inciso 3º Ley de Bancos , en materia de corredoras de seguros bancarias: La SVS, mediante norma de carácter general, impartirá a las sociedades corredoras de seguros que sean filiales de  banco o personas relacionadas al banco que actúen como corredoras de seguros, instrucciones destinadas a garantizar la independencia de su actuación y el resguardo del derecho del asegurado para decidir sobre la contratación de seguros y la elección del intermediario, estándole especialmente vedado a los bancos condicionar  el otorgamiento de créditos a la contratación de seguros a través  de un corredor relacionado al banco.

- Norma de Carácter General 80, numeral 4, de la SVS de 1998: La corredora deberá velar por el derecho del asegurado para decidir sobre  la contratación  de los seguros y la elección del intermediario … No pudiendo estar condicionada a la de los productos o servicios del banco o financiera matriz o persona relacionada.





Desde un tiempo a esta parte, sin embargo, ambas normas han sido abiertamente incumplidas. Dio cuenta, a modo de ejemplo, del siguiente aviso publicitario que, en letra muy pequeña, establece condiciones para el acceso a la tasa que se está ofreciendo: “* Tasa de interés fija desde UF 3.85% anual sólo para nuevos créditos hipotecarios de viviendas sobre UF 3001 hasta 25 años plazo. Tasa de interés con descuento válida con suscripción del pago del dividendo mediante pago automático en cuenta corriente y seguro de desgravamen e incendio con adicional de sismo, contratados a través de XXX corredores  de seguros Ltda.”.




Es evidente, resaltó, que las ventas atadas están ocurriendo, dejando claramente sin aplicación la regulación vigente.

Necesidad de legislar y proteger al consumidor

- La necesidad de volver a legislar sobre la intermediación de seguros que realizan  los bancos a través de sus filiales  bancarias, se basa en que hubo desviaciones a partir de los siguientes factores: conflictos de interés, falta de independencia, falta de información y competencia desigual.

En los hechos, hizo hincapié, una vez firmado el pertinente mandato por el cliente, el banco se transforma en proponente, asegurado, beneficiario, contratante, compañía de seguro, filial corredora de seguros y liquidador del seguro. Concentradas todas estas calidades en un solo actor, es imposible que un deudor hipotecario, su contraparte, pueda tener algún poder de negociación.

- Lo importante es aprobar una ley eficiente y que se cumpla, con una autoridad fiscalizadora creativa y proactiva en la defensa de la transparencia, regulando al máximo los conflictos de interés y protegiendo el interés del asegurado.

- Según los impulsores de la autorización  a la banca para intermediar seguros, las ventajas eran que iba existir mayor competencia, un mejor servicio y, lo más importante, el precio seria muy inferior. La experiencia de 12 años, sin embargo, arroja que ninguno de esos objetivos se ha conseguido, pues hay mayor concentración y el servicio es deficiente. La información disponible es exigua, y se ha materializado en abusos a los clientes, ventas atadas y créditos condicionados a la venta de seguros. A la postre, todo se estandarizó y no existe transparencia.

- El objetivo de desregular para estimular la competencia, en consecuencia, fracasó. Lo que hay en el mercado son  innumerables prácticas predatorias y abusos de posición dominante; los precios tampoco bajaron.

- La  desaparición del mercado de los corredores pequeños y medianos dejará al público a merced de los grandes grupos y monopolios nacionales y extranjeros, lo que se trasuntará en mayores abusos y  mayores precios.

- El compromiso de regular y legislar sobre los conglomerados financieros, no se ha cumplido.

Deficiencias y anomalías del Seguro de Incendio contratado por los bancos para créditos hipotecarios.

1.- El deudor no tiene  póliza.
2.- El deudor no recibe  su certificado de cobertura (Circ. 3321 SBIF, y 1758 y 1457 de la SVS).
3.- El deudor no conoce la cobertura.
4.- El deudor no sabe el monto asegurado, los deducibles ni las exclusiones (Circ. 3321 SBIF y 1758  SVS 6/07/2005  Numero 1 letra b).

5.- El deudor no cobra siniestros.
6.- El siniestro lo tramita el banco.
7.- La indemnización la cobra el banco.
8.- El monto asegurado rige por el total a favor del banco.

9.- El banco llega a cobrar, por concepto de prima hasta el doble  de lo que el cliente pagaría con un corredor tradicional.

En este sentido, advirtió que las diferencias más altas se dan cuando se trata de créditos hipotecarios pequeños, entre 400 UF y 1.000 UF; a medida que los créditos van aumentando, disminuye la brecha.

Agregó que la institución bancaria que cobra los seguros más onerosos es el Banco Estado 

10.- No se cumplen las importantes indicaciones impartidas en el decreto supremo N° 863, de 1989 (Reglamento de los Auxiliares del Comercio de Seguros), por las que cabe al corredor de seguros asesorar al cliente en cualquier consulta previa, en la confección de la póliza, durante la vigencia de la misma y, especialmente, al momento de la ocurrencia de un siniestro. 

11.- La propiedad en muchas ocasiones está mal asegurada. 
12.- El deudor no tiene control de la póliza.
13.- En el caso que el deudor sea una empresa y tome para otros y para si misma, no descuenta IVA.  
14.- La mayoría de los deudores paga su seguro con cargo PAC en cuenta corriente, sin tener conocimiento de cuánto y qué le están cobrando.
15.- Las cláusulas de beneficios son más para el banco que para el deudor asegurado.

16 - No se le informa al cliente que siempre tiene derecho a tomar y entregar una póliza particular al principio del crédito, o tomarla después en cualquier momento.
17.- Según la ley, el corredor debe asesorar al contratante y al asegurado por toda la vigencia de la póliza y en especial ante la ocurrencia de un siniestro (artículo 57 del Decreto con fuerza de ley N° 251). En la práctica, esto no ocurre, pues los ejecutivos de cuentas bancarias no cuentan con los conocimientos necesarios en  materia de seguros.  

Según la SVS

- Existe dificultad para la contratación de pólizas en forma independiente del seguro ofrecido por la entidad crediticia.

- Las coberturas no son homogéneas y a veces son limitadas en términos de protección al asegurado. Así ocurre, ejemplificó, con el saldo de deuda v/s valor de la vivienda, que produce depreciación o un infraseguro; o con los elevados montos de comisiones pagadas a corredores de seguros y entidades crediticias por la contratación del seguro

Refirió, al efecto, un caso particular en que el propietario de un bien raíz cuyo valor se encontraba en el rango de entre 4.000 UF y 5.000 UF, obtuvo, por la vía de un corredor de seguros, un valor para la póliza de seguro de incendio y sismo que ascendía a, aproximadamente, un cuarto del valor que le ofrecía el banco, con el añadido de que, en ambos casos, la compañía aseguradora era exactamente la misma.

Urgen, en consecuencia, cambios normativos a seguros asociados a créditos hipotecarios.

Conclusiones y sugerencias

Destacó que del examen de la práctica generalizada, se aprecia que la poca competencia y desigualdad en relación con otros actores del mercado de seguros generaron una realidad en desmedro de los deudores asegurados, porque las trabas hacia los corredores tradicionales sólo han provocado desincentivo a competir. 

Hoy, añadió, existen alrededor de 2.200 corredoras no bancarias a lo largo de Chile, todas ellas nombradas por la SVS con sus pólizas de RC y garantía para resguardar a los asegurados, lo que las constituye en los mejores aliados de lo que pretende esta ley. Sin embargo, tienen serias dificultades para realizar su labor, en circunstancias que son las únicas herederas de la finalidad de la institución del seguro y que traspasan el costo directo de las compañías del rubro, asesorando al cliente asegurado y recibiendo comisiones estándar de entre un 10% y 12 % de la prima neta por la labor que efectúan. 

Por lo expuesto, dio a conocer el principal planteamiento de los corredores de seguros: igualdad de condiciones entre las filiales corredoras bancarias y las corredoras tradicionales. Estando siempre de acuerdo con aquellas iniciativas que transparenten y fomenten el seguro en Chile con el servicio, precio y competencia que se merece la ciudadanía, no deben perderse de vista las consecuencias que provocó la  ley para la banca en 1998, abriendo espacios de duda para la aparición de otro tipo de irregularidades. 

Como quiera que sea, agregó, todo dependerá  de la voluntad consensuada de todas las partes que estén involucradas, y donde  tanto o más importante que las enmiendas que se introduzcan al decreto con fuerza de ley N° 251 en materia de seguros y de la banca, será la normativa que se desprenda a posteriori, de la cual, obviamente, debieran ser la corredoras de seguros parte integrante. Se presenta, de esta manera, un gran desafío para la SVS, que solamente tendrá éxito en la medida que cuente con las facultades y los recursos para dictar la pertinente normativa, sino también la fiscalización a que ella de lugar.

Del mismo modo, refirió las modificaciones originales que el proyecto de ley contemplaba introducir en el decreto con fuerza de ley N° 251, que establece que los seguros pueden ser contratados directamente con la entidad aseguradora, a través de sus agentes de ventas o por intermedio de corredores de seguros independientes de éstas. Así, se proponía que los seguros sean asignados por la entidad crediticia al oferente que presente el menor precio, incluyendo la comisión del corredor de seguros, si corresponde, salvo que su  directorio o máximo órgano directivo, pública y fundadamente acuerde algo distinto en el mejor interés de los deudores. Sin perjuicio de lo anterior, la entidad crediticia podrá sustituir al corredor incluido en la oferta adjudicada, manteniendo la misma comisión de intermediación considerada en dicha oferta, siempre y cuando ello esté previsto en las bases. 
Hizo ver, al efecto, que como el trabajo del corredor de seguros debe ser remunerado, sí corresponde que su comisión sea incluida en el precio. En cuanto a la alusión al “mejor interés de los deudores”, señaló que ha terminado por confundirse con el mejor interés de la banca, que vende, aproximadamente, US$ 850 millones anuales por concepto de seguro de incendio y sismo, de los cuales entre US$ 300 y US$ 400 corresponden solamente a comisiones, sean estas de corretaje, cobranza u otras. 
De esta forma, lo que se afecta es, precisamente, la transparencia, y se abren espacios para la discriminación.  

Finalmente, indicó que el derecho de los deudores a contratar individual y directamente los seguros a que se refiere este artículo, debe ser con un asegurador y un corredor de seguros de su elección, porque para que verdaderamente se perfeccione el mercado, se requiere que exista una real competencia que posibilite al asegurado no sólo acceder al menor costo, sino también al mejor servicio. Para todo esto, remarcó, los corredores de seguros se encuentran preparados.

En séptimo lugar, expuso ante la Comisión el Superintendente de Valores y Seguros, señor Fernando Coloma, quien realizó la siguiente presentación:

Proyecto de Ley que moderniza y fomenta la competencia del Sistema Financiero 

Seguros Colectivos Asociados a Créditos Hipotecarios
Diagnóstico

- Las entidades crediticias (fundamentalmente bancos, que ocupan cerca del 92% del mercado, más las administradoras de mutuos hipotecarios, las cooperativas y otras entidades), contratan los seguros asociados a los créditos hipotecarios para proteger sus garantías (incendio, terremoto y otros seguros generales, como cesantía y riesgos de la naturaleza) o la fuente de pago de los préstamos (desgravamen), en forma colectiva.

- El stock de créditos hipotecarios, a octubre de 2010 es de MM US$ 42.180,37. Este monto es la suma de los 1.256.405 contratos vigentes.

- Del stock de créditos hipotecarios, el 95,98% de los contratos ha sido otorgado por bancos. Estos contratos corresponden al 91,89% del monto total.

- Los seguros se contratan anualmente y son pagados por los deudores en forma conjunta con las cuotas o dividendos del préstamo.

Tener presente este aspecto, indicó, es muy relevante, pues no se encuentra vinculado a la duración del crédito hipotecario, lo que conduce a que, tal como el proyecto contempla, la solución a los problemas que se presentan se encuentra más bien en la licitación de los seguros, y no por la vía de la tasa del crédito.

El Honorable Senador señor Kuschel hizo ver que en España se incluye el seguro dentro de la tasa del crédito.

El Honorable Senador señor Escalona consultó si el hecho que anualmente se paguen los seguros, implica que con la misma periodicidad se debe negociar el stock de US$ 42.180,37 millones a que se hiciera referencia.

El señor Superintendente de Valores y Seguros señaló que, en distintas etapas del año, lo que se negocia es la totalidad de los seguros asociados a ese stock total de créditos hipotecarios vigentes. 

Respecto del caso español, expresó que, a grandes rasgos, el Estado contribuye al financiamiento de los seguros en conjunto con cámaras especiales, de manera que los riesgos que en Chile asumen los bancos, allá se encuentran absorbidos por un sistema general.

Por el contrario, en otros países, como Estados Unidos, los bancos se encuentran imposibilitados de entrar en la venta de seguros, cuestión que, a su juicio, no es eficiente, porque se ven privados de acceder a mejores precios. El desafío para nuestro país, entonces, es que esos mejores precios se logren traspasar a los clientes.

- Si bien la contratación colectiva permite sustanciales ahorros de costos, estos beneficios no son traspasados a los deudores asegurados, debido a las comisiones que éstos deben pagar al intermediario de seguros y a la entidad crediticia. 

- La suma de ambas comisiones (por concepto de seguro de desgravamen y de incendio y sismo) es del orden del 47% de la prima del seguro neta de comisiones (32% de la prima total de seguro).

- Usualmente la entidad que otorga el préstamo es relacionada con el corredor de seguros, y en ocasiones también con la  aseguradora. 

Resaltó que las elevadas comisiones que se cobran en este mercado se explican, fundamentalmente, por las siguientes tres razones:

- Las economías de escala y de ámbito (cuando existen varios productos que se ofrecen simultáneamente) por negociar colectivamente.

- Los costos del asegurado para contratar individualmente y las asimetrías de información entre entidades crediticias y asegurados. Esto pues, habiendo negociado colectivamente los seguros, obtiene el banco un costo muy inferior, que le permite incluso cobrar comisiones hasta por valores que siguen siendo inferiores al del seguro contratado individualmente.  

- Los costos de cambio para los clientes que ya tienen un crédito hipotecario. Este es un aspecto medular, pues como la negociación de los seguros es anual, aun resultando muy alto el valor por este concepto, para el cliente representa un costo mucho mayor cambiar su crédito (por los impuestos asociados, gastos notariales y de inscripción, tiempo, etc.), por lo que opta por permanecer con el mismo.





Para propender a la disminución de las comisiones, entonces, es que se hace necesario utilizar la herramienta de la licitación de los seguros, pues ya que los costos de cambio son tan elevados, no bastaría con disminuir las asimetrías de información existentes.





Dio a conocer, enseguida, los siguientes cuadros explicativos de la forma en que opera el mercado de seguros:
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Bancos
Primas pagadas por los deudores 223,59 100%
IComisiones 60,70 27%
Contratante 29,66 13%]
Corredor 31,04 14%]
Costo del Seguro 162,89 73%
Primas pagadas por los deudores 209,50 100%
IComisiones 77,20 37%
Contratante 40,66 19%
Corredor 36,54 17%)
Costo del Seguro 132,29 63%

Valor US$ 506,43, 30 de diciembre de 2009

Otros* corresponde a otros sequros generales tales camo cesantia y riesgos de lanaturaleza








Indicó que cuando la entidad crediticia contrata un seguro con aseguradoras independientes, lleva a cabo una licitación privada en la que consigue el mejor precio, estableciendo eso sí la condición de que la aseguradora debe recargar el precio con las comisiones para el corredor y para la misma entidad crediticia. Dichas comisiones, que por cierto en caso alguno se condicen con las que habrían en un mercado verdaderamente competitivo, se cargan posteriormente al asegurado.





Desde el punto de vista del banco, en consecuencia, es un excelente negocio.





Distinguió, enseguida, los escenarios en que no existe relación entre el banco y la compañía de seguros, de aquellos en que sí la hay. 
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EAOSTADRONES  [WTADERSESROSGEERAES [SHTANDER CORREDORADESECLRIS IR 16% i 1%
O ST PaAsE0ATY CoFRED0RESDE SERURCS SELATYLUTED 3% 0% Ik
ROVEDD 18% 5 13%

44,2% de prima corresponde a compaiiias de seguros generales relacionadas a bancos

Fuente: Informacian solicitada a las Compaiiias de Seguros por oficio 26867 a diciembre de 2009,

Otros™ corresponde a ofros seguros generales tales coma cesantia y riesgos de la naturaleza




La diferencia en el porcentaje total de la comisión entre bancos y aseguradoras no relacionadas y relacionadas, expresó, se basa en que, en este último caso, el precio del seguro es más alto y es absorbido por la compañía de seguros, lo que hace la comisión sea más baja; sin embargo, el costo total es más elevado.

[image: image6.png]Seguro de Desgravamen:

Bancos y Aseguradoras no Relacionadas

Comisiones promedio sobre prima bruta cargadas en los seguros asociados a créditos
hipotecarios (Desgravamen). Afio 2009.

COMPARNIAS NO RELACIONADAS (porcentaje de prima total)

‘Banco Cantratane Compaiia Caredor Canision Total | Camision Contrtante_| Comision Corredor
lBuicoESTADO" VETUFE 541100 ESTADO CORREDORES DE SEGUROS SA 48% 22%) 26%
e EUROAVERICA BICE CORREDORES DE SEGLROS LTDA 10% 0%] 10%
|coreaalica lcaDiFuDs |CORPRAICA CORREDORES DE SEGUROS 45% 6%) 39%
Iy |caDiF VDA T4 CHILE CORREDORA D SEGUROS LTDA 0% 0%] 0%
BATICOF ALABELLA CORREDORES DE SEGURCS

FasELA lcaDiF VDA unTa0A 50% 48%) 2%
prgis |CARDIF VDA PARIS CORREDORES DE SEGUROS LTDA| 30% 15%) 15%
preLer lcaDiF VDA BAIIRIPLEY CORREDORA DE SEGUROS LTDA 67% 62%) 5%
[BAICO DE CHILE PENTAVIDA BA11CHILE CORREDORES DE SEGUROS 18% %) 1%

lcHiEAVDAING |SCOTA CORREDORA DE SEGUROS CHILE LTDA 13% %) %
FAICoDELDESEROLD |SCOTA SUDAVERICANO CORR DE SEGURD

BicE VDA [PRODUCTORA DE SEGUROS LAS CONDES LIMTADA 37% 28%) 13%
jBeva VETUFE 56 VA CORREDORA TECHICA DE SEGUROS LTDA 16% 0%] 16%
lscomssak (I |SCOTA CORREDORA DE SEGUROS CHILE LTDA 17% %) 10%
[THEROYAL BAIKOF SCOTLAND _|EUROAVERICA VLIS INSURAIICE SERVICES S A 10% 0%] 10%

8,2% de prima corresponde a compaiiias de seguros de vida no relacionadas a bancos
*METLIFE es propietaria del 49,9% de BancoEstado Corredores de Seguros S.A.

Fuente: Informacion solicitada a las Compafias de Seguros por oficio 26867 a diciembre de 2009.




[image: image7.png]Seguro de Desgravamen:

Bancos y Aseguradoras Relacionadas

Comisiones promedio sobre prima bruta cargadas en los seguros asociados a créditos
hipotecarios (Desgravamen). Afio 2009.

COMPARNIAS RELACIONADAS (porcentaje de prima total)

Banco Cortratate Compafia Coredor ComisionTotal | Comision Contratente | Conision Comedor
o b CORPBANC ORREDORES I SELROSS A K h W
N E A CORREDORATEONGA I SSLROSLTDR i Uy 18h
ko USRS OICORREDOARSIE SEORCS WY b U
B ECE BAHE BACHE COREUFES DESEGAS ) W 13
w L] T CORREDORE D SEQUROS T Ji i
TR SATACRSEAOSIE NS |SAVTANER CORREDORADEEURS T 1% ) B
IECRTY IDLSEORTYRISON  ORENRADESEURSEOATY % i1 T
£ Ea 90 CORREDORES 0 ERLROSLITADS U 1) 16%

i i 115 114

91,8% de prima corresponde a compaiiias de seguros de vida relacionadas a bancos

Fuente: Informacisén solicitada a las Compaiias de Seguros por oficio 26867 a diciembre de 2009.




[image: image8.png]Primas y Comisiones-Mercado Mutuarias

Enero-Septiembre 2010

Mutuarias
Primas pagadas por los deudores 35 100%
IComisiones 1,5 43%
Contratante 14 40%]
Corredor 01 3%|
[Costo del Seguro 2,0 57%
Primas pagadas por los deudores 6,5 100%
IComisiones 24 37%
Contratante 2] 31%
Corredor 04] 5%)
[Costo del Seguro 4,2 63%

Valor US$ 485.23, 30 de septiembre 2010

Otros™ corresponde a ofros seguros generales tales coma cesantia y riesgos de la naturaleza




En relación con las mutuarias, explicó que se trata de contratantes que son independientes del corredor de seguros, por lo que las condiciones en que se negocian las comisiones se acercan más a  las de un mercado ideal, por cuanto hay intereses contrapuestos y no existen precios de transferencias. Es lo que explica que la comisión alcance un promedio de 5,7% en seguros de incendio y sismo, y de 4% en seguros de desgravamen.

[image: image9.png]Seguro de Incendio = Terremoto y Otros*:

Mutuarias

Comisiones promedio sobre prima bruta cargadas en los seguros asociados a cré
hipotecarios (Incendio — Terremoto y Otros*). Enero - Septiembre 2010.

Nombre de la

Nombre Contratante Nombre del Corredor TOT Contratante Corredor
Aseguradora
Corredores de Seguros Security
Penta Penta Security - RS - Limitada - Marsh S.A. 28,% 25,5% 3,4%
Liberty
Corredores de Seguro
Renta Renta Generales Sin Corredor 0,0% 0,0% 0,0%
Promedio Relacionados 13,4% 11,8% %
Bice RsA - Zenit Bice Corredores 26,0% 20,4%
CG (Corp) Rsa Orbital Corredores de Seguros. 21,8% 11,9%
Cimenta Bi Generales - Penta |, < a. Corredores de Segurg 54,1% 50,5%
Securit
Concreces ca|Corredores de Sequros santa
Cardif Generales - RSA| viaria de los Angeles Lida 56, % 45,8%
Contempora Libert [20n Risk Service 42,8% 36,4%
Cruz del Sur Bci Generales - RS& 81 Corredores de Seguros - 24,1% 14,8%
Orbital
Hosar v Mutuo |Bci Generales Sin Corredor 14,0 14,0%
La Construccion E;’:r'{ Generales - |t ital Corredores de Seguras 59,4% 54,8%
Metlife Bci Generales - Penta |BCI Corredores de Seguros -
Securt andres Lavin/witis o% 0.0%
Corredores de Seguros Security
Penta Rsa - Liberty Limitada - Marsh 5.4 0,8% 0,4%
Corredores de Seguro
Principal Liberty - Penta orbital Corredores de Seguros 39,5 8%
Securit
Promedio No Relacionade  38,4% 32,7%
PROMEDIO MERCADO 36,5% 31,1% 5,4%
8% de prima corresponde a compaiiias de seguros generales relacionadas a mutuaria

Otros* corresponde a otros sequros generales tales camo cesantia y riesgos de la naturaleza
Fuente: Informacién Oficio Electranico N° 25.110, Administradores de Mutuos Hipatecarios




[image: image10.png]Seguro de Desgravamen:

Mutuarias

Comisiones promedio sobre prima bruta cargadas en los seguros asociados a créditos
hipotecarios (Desgravamen). Enero - Septiembre 2010.

Nombre Contratante  \oMbre de la Nombre del Corredor ToTAL Contratante Corredor
Aseguradora
Bice Bice Vida Sin Corredor 17,5% 17,5% 0,0%
CG (Corp) ING Vida Sin Corredor 0,0% 0,0% 0,0%
Cruz del Sur Cruz del Sur Sin Corredor 40,0% 40,0% 0,0%
[Mettife [MetLie Sin Corredor 0,0% 0,0% 0,0%
Penta Penta Vida Sin Corredor 12, 6% 12,6% 0,0%
Renta [Renta vida Sin Corredor 0,0% 0,0% 0,0%
Promedio Relacionados 19,1% 19,1% 0,0%
Cimenta Santander Vida [arsh 69,7% 63,7%
Concreces Cruz del Sur Orbital 65, 3% 58,3%
Contempora [Vida Security [Aan Risk Service 28,4% 20,6%
[Hogar v Mutuo _|Cruz del sur Sin Corredor 15,0% 15,0
La Construccion [Bice Vida Orbital 69,5% 6,3%
Penta Bice vida [arsh 12,4% 10,6%
Principal Cruz el sur Orbital 45,2% 40,9%
Promedio No Relacionado 57,2% 53,2%
PROMEDIO MERCADO 43,0% 40,5% 2,5%

41% de prima corresponde a compaiiias de seguros de vida relacionadas a mutuaria

Relacionados: El grupo economico tiene una Cia. de Seguros de Vida
Fuente: Informacion Oficio Electrénico N° 25.110, Administradores de Mutuos Hipotecarios




Dividendo promedio anual – Bancos

Préstamo UF 2.000 (75% valor de la vivienda) – Plazo 20 años


[image: image11]
Dividendo Anual Promedio: UF 184,72

- Información de precios obtenida en el Simulador de Créditos Hipotecarios de la SBIF.

- Fecha Simulación: 26 de Enero de 2011 (UF=$21.473,55).

- Tipo de crédito mutuo no endosable a tasa fija.

- Porcentaje promedio de las comisiones obtenido como porcentaje promedio de cobro total del seguro. Información obtenida del Oficio 26.867 de la SVS.

- Valores de Dividendo y Seguros calculados anualmente.

- Promedio ponderado por stock de monto de créditos.

- Bancos incluidos en la muestra: BCI, BBVA, BICE, Chile, Corpbanca, Itaú, Santander. Banco Estado se excluyó de la muestra debido a que el seguro de incendio y sismo que ofrecen no es comparable al de los otros bancos, pues lo toman en consideración del  monto del saldo inicial del crédito, y no por el valor de la propiedad asegurada.

Dividendo promedio anual – Bancos

Préstamo UF 2.000 (75% valor de la vivienda) – Plazo 20 años

Diferencias entre bancos relacionados y no relacionados a Compañías de Seguros Generales* (datos del Simulador de Créditos Hipotecarios de la SBIF no disponibles para Bancos no relacionados a compañías de seguro de vida).

[image: image12.jpg]Bancos Relacionados a Compaiiias de. Bancos Ho Relacionados a Compai
Seguros Generales. de Seguros Generales.

Dividendo Anual Promedio: 57,72 UF Dividendo Anual Promedio: 18233 UF
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- Se observa que el precio total del seguro de incendio y terremoto es más caro en bancos relacionados a compañías de seguros generales que en bancos no relacionados (costo promedio del seguro 6,9% en relacionados y 5,6% en no relacionados). Este resultado se da porque el efecto de las mayores primas netas de los bancos relacionados (prima neta promedio de 5,6% en relacionadas y 3,1% en no relacionadas), domina al de las menores comisiones cobradas por dichas entidades.




Ante una consulta del Honorable Senador señor Frei, sostuvo que la negociación de los seguros de desgravamen, en los que la cobertura es al saldo de la deuda, se efectúa en grandes carteras, en las que se incluyen distintos tipos de personas y se distribuyen los riesgos.

Graficó, a continuación, lo que acontecería si el valor de la comisión del corredor de seguros  equivaliera al 10% o al 5% de la prima bruta, teniendo en cuenta que tales porcentajes se acercan bastante a los valores de mercado que se manejan en el caso de las mutuarias. Hizo presente que los valores más representativos son los que se muestran en el caso de los bancos no relacionados a compañías de seguros generales.

[image: image13.png]Ahorro con menores comisiones

Todos los Bancos

+ Utilizando la simulacion anterior, se calcula el ahorro del deudor suponiendo
comisiones mas bajas

Comisién Corredor = 10% Prima Bruta

Ahorro Anual Ahorro Anual Ahorro Total | Ahorro Anual |Valor Presente Ahorro
Desgravamen (UF) Incendio y Sismo (UF) _ Anual (UF) en Pesos Total en Pesos
Promedio 1,08 274 376
Minimo 0,08 1,40 148 $ 31.746 |$ 372545
Maximo 2,12 3,85 5.97 $ 128.198 |$ 1612633
Comision Corredor = 5% Prima Bruta
Ahorro Anual Ahorro Anual Incendio  Ahorro Total | Ahorro Anual | Valor Presente Ahorro
Desgravamen (UF) y Sismo (UF) Anual en Pesos Total en Pesos
Promedio 139 3.19 45 |$  98.562|$ 1.146.737 |
Minimo 045 2,07 252 $ 54.035|% 634 119
Maximo 2,36 4,18 6,54 $ 140.509 | § 1.767 506

El stock de créditos hipotecarios es de 1.256.405"

+ De este stock, se beneficiarian a todos los contratos de seguros que son

renovados y a los nuevos contratos.

" Stock a octubre de 2010
2V/alor presertte calculado a tasa que se pacta el crédito




[image: image14.png]Ahorro con menores comisiones

Bancos no relacionados a Compaiiias de Seguros Generales

Utilizando la simulacion anterior, se calcula el ahorro del deudor suponiendo
comisiones mas bajas

Comisién Corredor = 10% Prima Bruta

Ahorro Anual Ahorro Anual Ahorro Total | Ahorro Anual | Valor Presente Ahorro
Desgravamen (UF) Incendio y Sismo (UF)  Anual (UF) en Pesos Total en Pesos
Promedio 163 202 55 |$ 1190408 1.385.002 |
Minimo 1,89 1.1 3,00 $ 64.385 | 738492
Maximo 2,12 3,85 5.97 $ 128.198[ 1612633
Comisién Corredor = 5% Prima Bruta
Ahorro Anual Ahorro Anual Incendio Ahorro Total | Ahorro Anual | Valor Presente Ahorro
Desgravamen (UF) y Sismo (UF) Annual (UF) en Pesos Total en Pesos
Fromedio 189 425 s |s 131ses[s 153450 |
Minimo 214 143 357 $ 76.729 (% 880.071
Maximo 2,36 4,18 6,54 $ 140.509 | § 1.767 506

«  Elstock de créditos hipotecarios es de 1.256.405'

De este stock, se beneficiarian a todos los contratos de seguros que son
renovados y a los nuevos contratos.

" Stock a octubre de 2010
2V/alor presertte calculado a tasa que se pacta el crédito




Objetivos del Proyecto de Ley

- Que la entidad crediticia sólo traspase al asegurado deudor el costo efectivo del seguro, ya que el objeto de estos seguros es proteger la garantía o la fuente de pago del crédito. 

Puso de manifiesto que, en rigor, el negocio de los bancos es el crédito, y para efectos de contratar los seguros asociados son sólo mandatarios del cliente.

- Garantizar el traspaso de los beneficios de la contratación colectiva del seguro a los asegurados deudores, que son quienes asumen el pago de la prima. 

- Fortalecer la competencia y transparencia en el proceso de contratación de estos seguros.
Alcance del Proyecto de Ley

El proyecto de ley comprende los seguros asociados a créditos hipotecarios, por las siguientes razones:

- La obligatoriedad de la contratación de estos seguros al tomar un crédito hipotecario.

- Estos créditos son de largo plazo, y al ser los seguros de corto plazo, las primas y comisiones pueden variar sustancialmente en el tiempo al ser renovados por la entidad crediticia.
- Los costos de cambio asociados a este crédito son altos. Esto es, una vez contratado el crédito hipotecario, que es de largo plazo, es costoso cambiar de entidad crediticia.

Reiteró que si, por el contrario, se tratara de créditos de corto plazo, la solución al problema estaría dada por mejorar la información disponible.

- Los montos asegurados son altos, representando una carga financiera importante para el deudor asegurado.
Principales contenidos del proyecto

- Las entidades crediticias deberán contratar los seguros asociados a los créditos hipotecarios por licitación pública. 

- Quedan comprendidos en la obligación de licitar los seguros de desgravamen por muerte e invalidez, e incendio y coberturas complementarias como sismo y salida de mar.

- Éstos deberán asignarse al oferente que presente el menor precio, incluyendo la comisión del corredor de seguros. Excepcionalmente, por razones de deterioro de la solvencia de la compañía de seguros que hubiere presentado la mejor oferta por un hecho sobreviniente al llamado a licitación, el directorio de la entidad crediticia, pública y fundadamente, podrá optar por la segunda mejor oferta. 

- Sólo podrán participar en la licitación compañías de seguros con clasificación de riesgo al menos A.

- No podrán estipularse comisiones o pagos a favor de la entidad crediticia asociados a estos seguros. Además cualquier devolución de primas por experiencia favorable u otro concepto, deberá ser reembolsada al asegurado deudor del crédito.
- El proceso de licitación será regulado por una norma conjunta de la SVS y SBIF.
- Se mantiene el derecho de los deudores a contratar individualmente su seguro con una aseguradora de su elección.

- Estas disposiciones se aplican también a los seguros que se deban contratar en virtud de los contratos de arriendo con promesa de compraventa, celebrados por sociedades inmobiliarias de la ley N° 19281.

- Las disposiciones del proyecto se aplicarán a los nuevos contratos de seguros y a los contratos existentes que se renueven.
Principales Observaciones al Proyecto

Solvencia de la Entidad Crediticia

El Honorable Senador señor Novoa señaló que el proyecto inicialmente presentado por el Ejecutivo contemplaba, en lo relativo a los créditos hipotecarios, la prohibición a la compañía de seguros de realizar pagos a la entidad crediticia por la contratación o gestión de los seguros, por la cobranza de las primas o por cualquier otro concepto. Tal medida, a su juicio, puede resultar ineficiente, porque ya no se podría concentrar el pago en un solo lugar, habida consideración que, además, sin cobranza caduca la póliza, se perjudica la garantía y el banco queda expuesto. 

Por otra parte, hizo ver que puede ocurrir que una licitación de seguros pueda ser ganada por una compañía que, respondiendo a su casa matriz, tenga una estructura insuficiente para responder a los requerimientos en caso de siniestro y prestar, a la postre, un servicio deficiente.

El señor Superintendente de Valores y Seguros manifestó que al planteamiento de que la elección de la oferta que presenta el menor precio podría debilitar la solvencia de la entidad crediticia, se pueden confrontar las siguientes consideraciones:

- El proyecto de ley establece como requisito de participación en la licitación para las compañías de seguros, tener una clasificación de riesgo A o superior.

- Actualmente, existen 19 compañías de seguros generales que cumplen este requisito. Al año 2009, 11 compañías estaban participando en la provisión de seguros colectivos asociados a créditos hipotecarios, de las cuales sólo una no cumplía con el requisito de clasificación de riesgo antes señalado. 

- Asimismo, existen 27 compañías de seguros de vida que cumplen el requisito. Al año 2009, 17 compañías estaban participando en la provisión de seguros de desgravamen colectivos asociados a créditos hipotecarios.

- Se aprecia, de esta manera, una alta proporción de compañías de seguros que están siendo contratadas por las entidades crediticias para proveer los seguros asociados a créditos hipotecarios, lo que revela que las aprensiones respecto a la calidad de la solvencia de buena parte de las compañías de seguros son poco fundadas. La evidencia empírica, en consecuencia, desvirtúa las reservas en esta materia.

- En cuanto a los reaseguradores, su solvencia está incorporada en los requerimientos establecidos en la regulación de la SVS, y además evaluada en la clasificación de riesgo de la compañía aseguradora.

- Para el caso de terremoto, se exige una reserva técnica especialmente diseñada para que las compañías de seguros puedan responder a estos eventos catastróficos, lo que se probó a raíz del sismo de febrero del año 2010. 

- Las compañías de seguros están hoy día sujetas a un régimen de supervisión por solvencia, el que se está además fortaleciendo con la supervisión basada en riesgo, actualmente en implementación por la SVS.

En cuanto a que al ponderar sólo la variable precio en la adjudicación de la licitación, no se estaría considerando la calidad del servicio para el asegurado deudor, indicó:

- Las bases de licitación establecerán los servicios que la entidad crediticia exigirá al corredor y al asegurador, y los estándares mínimos de calidad de ellos.

- Estas disposiciones de las bases de licitación serán establecidas por la entidad crediticia bajo un marco regulatorio que establecerá la norma conjunta SVS-SBIF. 

En la licitación propuesta por el proyecto, explicó, las compañías de seguros participarán en asociación con un corredor de seguros. Quienes propongan el mejor precio resultarán ganadores, por lo que la compañía cuenta con el incentivo de actuar en conjunto con el corredor más eficiente. Sin embargo, la entidad crediticia estará facultada para sustituir a este corredor por otro, fundada en tener reticencias a entregar su base de datos, por ejemplo. Pero en este caso, deberá respetar exactamente el mismo porcentaje de comisión propuesto, para ganar la licitación, por el corredor sustituido. De esta manera, se logra fijar y respetar el precio de mercado del corretaje.

De todos modos, añadió, existen varios bancos que entregan, con cláusulas de confidencialidad, su cartera de clientes a compañías de seguros no relacionadas, siendo estas las encargadas de informar a los clientes sobre las condiciones de la póliza. Dicho servicio, en algunos casos, es prestado por los corredores de seguros. En cualquier caso, puntualizó, en las bases de licitación deberán indicarse los servicios a prestar.

Por otra parte, ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, precisó que no asiste al banco la posibilidad de sustituir a la compañía de seguros en los términos en que puede hacerlo respecto de los corredores. Únicamente en caso de hechos sobrevinientes a la presentación de la oferta por parte de la compañía de seguros, que no alcancen a ser capturados por las clasificadoras de riesgo y provoquen incertidumbre fundada acerca de su capacidad de respuesta, podrá la entidad crediticia pasar a la segunda mejor oferta.

El Honorable Senador señor Novoa planteó que podría haber algún caso en que la compañía de seguros que ofrezca el mejor precio, sea propiedad de un banco competidor del que está licitando.

El señor Superintendente de Valores y Seguros manifestó que en tal caso, el banco licitador puede disponer que el manejo de la base de datos sólo lo haga el corredor de seguros que él determine. A la compañía de seguros, en rigor, sólo interesan los datos estadísticos, y no llega a conocer la información comercial de los clientes.

Cobro por recaudación de primas

En relación con el planteamiento de que los bancos incurren en un costo en la gestión del seguro, por el cual debieran cobrar, el señor Superintendente de Valores y Seguros hizo presente los siguientes aspectos:

- Los servicios asociados a los seguros pueden ser prestados por el corredor de seguros o por la aseguradora.

- Si bien sería eficiente que la entidad crediticia recaude la prima en forma directa, se estima que el costo de dicha actividad es muy menor, pues la entidad crediticia indefectiblemente debe incurrir en el costo de recaudar el dividendo. En todo caso, este costo sólo existe para el stock de créditos hipotecarios, porque los futuros créditos podrían incorporar este costo en sus tasas de interés.

- Además, el que la entidad crediticia cobre directamente la prima del seguro tiene un beneficio directo para ésta, ya que de esa manera supervisa que la garantía y la fuente de pago estén protegidas.

El Honorable Senador señor Novoa hizo hincapié en que para el cliente resultará más cómodo pagar mensualmente todo de una sola vez, en lugar de tener que pagar separadamente la prima del seguro. 

La compañía de seguros, ahondó, podría incluso pagar al banco por la gestión de cobranza de la prima del seguro, sin que en caso alguno importe un mayor cobro para el deudor hipotecario.

El señor Superintendente de Valores y Seguros aclaró que la cobranza podría ser realizada por el banco, siempre que así se hubiera contemplado en las bases de licitación.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Correa, acotó que el banco deberá expresamente comunicarle al corredor de seguros cuáles son los servicios que va a requerir de él, entre ellos, el de cobranza, la que a su vez podrá este último contratar en el mismo banco. Esto, con el objetivo de que se haga explícito cuáles son los conceptos por los que la entidad crediticia cobra, pues hoy en día no son siempre del todo claros. 

El Honorable Senador señor Novoa expresó que más sencillo sería que el banco le cobre a la compañía de seguros por la cobranza de la prima.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Correa, sostuvo que si se obrara de la manera propuesta por Su Señoría, como se trata de entidades relacionadas el banco podría cobrar por cualquier ítem que estimara conveniente, con lo que todos los ahorros que se producen podrían, por esta vía, verse en serio riesgo. 

El señor Superintendente de Valores y Seguros agregó que si el banco contara con la facultad de fijar una comisión por la cobranza, no se estaría innovando respecto de la situación que se verifica en la actualidad.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que lo que probablemente acontecerá es que otra compañía de seguros que cobre directamente la prima por otra vía, será la que se adjudique la licitación.

 El señor Superintendente de Valores y Seguros consignó la trascendencia que tendrá la definición previa, a través de una normativa dictada por la autoridad administrativa, del universo de servicios que podrá entrar en la licitación. 

Prosiguió, a continuación, con su presentación.

Protección de Bases de Datos de las Entidades Crediticias

Se ha planteado que los corredores y aseguradoras podrían presentar conflictos de interés en lo que respecta al uso a las bases de datos de la entidad crediticia
- El proyecto de ley no impide que las entidades crediticias adopten diversas alternativas destinadas a resguardar sus bases de datos, tales como cláusulas de confidencialidad en el uso de la información, traspaso innominado de los datos, etc. Este tipo de mecanismos ya se observan actualmente en el mercado de los seguros asociados a créditos hipotecarios.

- Para efectos del proceso de licitación del seguro, no es necesario que la entidad crediticia entregue información individual de sus clientes. 
- En todo caso, esta materia será regulada en la norma conjunta SVS - SBIF.

- Aspectos relacionados a la protección de la base de datos y las consecuencias asociadas al mal uso de ésta son precisados en el proyecto de ley.

Normativa Complementaria a este Proyecto de Ley

Normativa Complementaria al Proyecto de Ley

- El Proyecto de Ley se complementará con normativa que emitirá la SVS referida a las coberturas de seguros de desgravamen, incendio y terremoto, que establecerá un marco mínimo de protección a los asegurados.

En octavo lugar, la Comisión conoció el parecer de los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción (CChC). El Gerente de Estudios, señor Javier Hurtado expresó que a juicio de la Cámara, las modificaciones más relevantes del proyecto de ley son aquellas que tienen relación con la licitación de carteras de seguros asociados a créditos hipotecarios, sin desconocer la trascendencia de las demás disposiciones. 

Sobre dicha enmienda, que fuera rechazada por la Cámara de Diputados, estimó del todo razonable que la contratación de los seguros asociados al crédito sea objeto de una licitación transparente en la que el precio sea la variable más importante de decisión, en la medida que las bases de esa licitación establezcan una cobertura estándar sobre la totalidad del buen asegurado. Sería conveniente, en consecuencia, que fuera repuesta en el articulado del proyecto, por cuanto tales medidas ayudarán, sin duda, a reducir los costos de los seguros, cuyas comisiones asociadas son del orden del 30% al 50% del valor, lo que genera un impacto importante en el costo del crédito. 

En efecto, los costos de un crédito hipotecario están compuestos aproximadamente en un 56% para pago del capital otorgado, un 37% por intereses, un 1% en gastos operacionales y un 6% en el costo del seguro, llegando en algunos casos hasta el 10%. Producto de lo anterior se hace necesario, al igual que en otras experiencias, licitar estos seguros, transparentando su costo y aprovechando, de paso, que opere la competencia en la industria aseguradora.
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Del mismo modo, dio a conocer algunas propuestas que podrían complementar el proyecto de ley, a saber:

a.- Respecto de la existencia de asimetrías de información, es necesario que la normativa garantice el otorgamiento de  la información suficiente al mercado para apreciar el riesgo y participar en la licitación en igualdad de condiciones respecto a las compañías relacionadas con cada banco, que han tenido el seguro históricamente. 

b.- Agregar la posibilidad de efectuar licitación conjunta de carteras, tal como hicieron los Fondos de Pensiones para los seguros de invalidez y sobrevivencia. Las carteras de cada institución que otorga créditos hipotecarios, están orientadas a distintos segmentos de mercado, con diferentes riesgos de mortalidad y morbilidad. En este sentido, no se debería descartar la opción de generar una licitación conjunta para todas las carteras, de modo de estimular la competitividad y compensar estos riesgos a nivel agregado. Además, al existir un mayor tamaño de cartera a licitar, se dan economías de escala en relación con los gastos de administración y la mejor atomización del riesgo.

En cuanto a mantener abierta la opción de la elección individual del seguro por parte directa del deudor, de otro lado, como contempla el Mensaje Presidencial, expresó que pareciera ser una medida contraria al espíritu de la propuesta, por la dificultad de que un deudor individual logre negociar un seguro en mejores condiciones que las que se obtendrían en una licitación masiva. Más bien, se deja expuesto al deudor a una posible negociación individual que no se va a centrar en la contratación del seguro en sí, sino en la de productos distintos al mencionado.

Enseguida, reseñó las propuestas adicionales de  la CChC en relación con una Política de Seguros Catastróficos.
El terremoto y tsunami de febrero de 2010, señaló, dejó en evidencia la precariedad con la que el país se encuentra preparado para enfrentar eventos catastróficos, tanto a nivel de políticas que apuntan a enfrentar el momento mismo del evento en términos comunicacionales y de gestión, como en lo relativo a la falta de una visión integrada de administración de riesgos que minimice los enormes costos generalmente asociados a estas catástrofes. 

Por esta razón, la CChC dedicó gran parte de los meses siguientes al terremoto al estudio de una idea que contribuyera a hacer frente de mejor manera a los efectos de una catástrofe, siendo el contexto del presente proyecto de ley, que introduce mejoras importantes al mercado de seguros en el país, una buena oportunidad para dar a conocer sus ideas, que buscan reducir costos y evitar el sobreaseguramiento y los problemas de liquidación de los siniestros.

Para ello, se precisa que, en un país riesgoso como Chile, el Estado incentive el uso de seguros por parte de la ciudadanía y que, al mismo tiempo, se preocupe de asegurar, a su costo, los inmuebles públicos, como hospitales, cárceles, escuelas, etc. 

De esta manera se dará lugar a un sistema de seguros individuales, en el que sea obligatoria la contratación de seguros contra catástrofes en el caso de inmuebles privados que se encuentren bajo el concepto de “comunidad”, de modo de cubrir eventuales daños a terceros involucrados en lugares como edificios, oficinas, centros comerciales, clínicas, etc.  En estos casos, se debe obligar a las comunidades de edificios a contratar seguros contra terremoto, recayendo la responsabilidad de tal contratación en la administración de aquellas, con cargo a los gastos comunes, sin perjuicio de poder ser entregadas a sociedades administradoras de pólizas que se puedan crear al efecto. El seguro, además, debe cubrir la totalidad del conjunto compartido del edificio, bajo una póliza que incluya tanto las unidades individuales como los espacios comunes.

El fundamento jurídico de esta propuesta, agregó, radica en que resulta prácticamente imposible reconocer qué parte del edificio es espacio común y cuál corresponde a un bien individual, por lo que al dañarse una propiedad se produce también un daño en los bienes de terceros (otros propietarios y la misma comunidad).

Con esta propuesta, además, se generan economías de escala, lo que debería reducir los costos de los seguros, a lo que también contribuye el hecho de que pierde importancia la intermediación de seguros que efectúan los bancos, pues cuando se adquiera un departamento, ya va a estar asegurado por la comunidad. Del mismo modo, se evitan al menos tres situaciones: que un mismo edificio se encuentre sobreasegurado, como ocurre actualmente cuando, por cada crédito, el banco asegura unos determinados bienes individuales; la judicialización para los clientes, pues a la comunidad le responderá la compañía de seguros, que posteriormente podrá repetir contra la inmobiliaria; y el problema de la liquidación de los siniestros que se presenta cuando en un mismo edificio concurren cinco o más seguros diferentes, pues podría haber ahora una sola compañía de seguros involucrada. 

Por otra parte, se sortea el problema que se presentó a raíz del terremoto de febrero de 2010, cuando algunos de los seguros asociados a créditos hipotecarios sólo respondieron por el saldo insoluto de crédito y no por el valor total de reposición de la propiedad. Así, sólo quedaría sin solución el caso de la vivienda individual adquirida con crédito hipotecario. 

El Vicepresidente de la CChC, señor Daniel Hurtado, hizo ver que cuando, hace varios años, se comenzó a implementar el seguro automotriz obligatorio, el costo era altísimo, y su probabilidad de pago y masificación, bastante baja. Sin embargo, al día de hoy, su valor es muy accesible, se ha universalizado y, cuando se producen accidentes, los terceros involucrados obtienen el pago pertinente. Algo similar debiera ocurrir con los seguros catastróficos que se han propuesto, concluyó.

El señor Gerente de Estudios de la CChC agregó que siendo un banco el contratante de los seguros de incendio y terremoto y de desgravamen, cuando acaece un siniestro de proporciones, como un terremoto, se produce una convergencia de seguros (de compañías, montos asegurados, etc.) sobre los edificios, que no logra solucionar competentemente los problemas de los propietarios individuales, pues los seguros que éstos contrataron no se hacen cargo de los daños sufridos en los espacios comunes.   

El señor Vicepresidente de la CChC añadió que el terremoto de febrero de 2010 puso en evidencia situaciones de edificios sobreasegurados hasta cuatro veces, porque cada propietario asegurado asume el riesgo de la totalidad del edificio. No obstante, a pesar de ese sobreaseguramiento, los propietarios que no habían contratado su seguro no fueron cubiertos por las compañías. 

Finalmente, manifestó que otras propuestas en este sentido son aquellas que apuntan a la necesidad de garantizar que el Estado cubra los daños que se produzcan como consecuencia de una catástrofe en las viviendas para aquellas familias más vulnerables, beneficiarias del Fondo Solidario de Vivienda (FSV1) que, de querer asegurarse, no pueden hacerlo por restricciones presupuestarias.

En votación el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Escalona, Lagos y Novoa.

- - -

INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 10 de enero de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:

“El Proyecto de Ley introduce una serie de perfeccionamientos al mercado de capitales con el objetivo de fomentar la competencia y modernizar el sistema financiero que, en lo principal, armonizan cuerpos legales ya modificados anteriormente.

El artículo 1° introduce una serie de modificaciones al D.F.L. N° 251, de 1931, sobre Compañías de Seguro. Por su parte, el artículo 2° perfecciona ciertas normas en el D.L. N° 3.500, de 1980, referidas a fomento al ahorro previsional voluntario, a perfeccionamiento en materia de inversiones y a los Gobiernos Corporativos de las A.F.P. El artículo 3° propone cambios a la ley N° 19.728 (Seguro Obligatorio de Cesantía) y, en el artículo 4°, para lograr coherencia con los propósitos del proyecto de ley se proponen modificaciones al D.L. N° 824, de 1975 (Ley sobre Impuesto a la Renta). Finalmente, las normas transitorias se hacen cargo de la entrada en vigencia de las modificaciones legales propuestas.

De los cambios legales propuestos, son las modificaciones a los sistemas de Ahorro Previsional Voluntario (APV) Individual y Colectivo y de Ahorro Voluntario del D.L. N° 3.500, de 1980, las que impactan sobre la Ley de Impuesto a la Renta y a partir de ello, potencialmente al Fisco. En efecto, en esta última materia el proyecto propone por una parte, evitar la doble tributación que podría producirse sobre las cuentas de Ahorro mencionadas. Por otra, propone que los trabajadores independientes tengan un tratamiento tributario semejante al de los contribuyentes del impuesto de segunda categoría. En el primer caso, los cotizantes de Ahorro Voluntario, APV y APVC, que aporten por sobre el máximo fijado en la ley para efectos de descuento tributario, podrán rebajar de impuestos a la renta, al momento del retiro, aquellos impuestos pagados por los excesos de ahorro sobre dicho límite legal. En el segundo, se da a los contribuyentes la posibilidad de deducir sus cotizaciones, según se dispone en el proyecto, de sus ingresos, reduciéndose al mismo tiempo el monto de gasto máximo para producir renta. Adicionalmente, las modificaciones propuestas a la Ley de Impuesto a la Renta también incluyen, como tercer aspecto con efecto fiscal, el que los herederos de fallecidos titulares de seguros de vida autorizados como planes de APV administrados por Compañías de Seguros, paguen impuestos a la renta, en las condiciones establecidas en el proyecto, una vez que los recursos sean entregados a los beneficiarios. En consecuencia, podría haber un efecto negativo en el futuro derivado del primer cambio, en el segundo existe neutralidad y por el tercero se podrían recibir más recursos en el futuro.

Consecuencia de lo anterior, se estima que el proyecto no tiene impacto fiscal relevante respecto de los gastos y de los ingresos, para el año 2011, y para los años siguientes, si los hubiere, estos efectos serán incorporados en las leyes de presupuestos respectivas.

Con todo, los cambios al régimen de inversiones contenidas entre las modificaciones al D.F.L. N° 251 pueden generar modificaciones a los Pasivos Contingentes del Fisco. La razón es que las Compañías de Seguro y Rentas Vitalicias tienen garantía estatal en caso de verificarse su quiebra, y modificar los límites puede provocar aumentos o disminuciones en el nivel de riesgo ante una eventual quiebra y, por lo tanto, de pagos del Fisco. En caso que este nivel de riesgo se viera alterado, ello será informado en los Informes de Pasivos Contingentes que anualmente emite y difunde la Dirección de Presupuestos.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobre Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio:

1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 4°, por el siguiente: 

"Sin perjuicio de lo anterior, las entidades aseguradoras extranjeras establecidas en el exterior podrán comercializar en Chile los seguros de transporte marítimo internacional, aviación comercial internacional, mercancías en tránsito internacional y de satélites, y la carga que éstos transportan.".

2)  Modifícase el N° 4 del artículo 21, de la  siguiente forma:

a)Elimínase la expresión "no habitacionales".

b)Agrégase el siguiente inciso segundo:

"No obstante lo anterior, no se aceptarán como representativos bienes raíces habitacionales sujetos a  contratos de arrendamiento con o sin opción de compra suscritos con personas relacionadas a la compañía, o cuyo uso o goce haya sido cedido a éstas por cualquier motivo.".

3) Reemplázase la letra l) del N° 1 del artículo 23, por la siguiente:

"l) 25% del total, en aquellos activos del N° 4, para compañías del segundo grupo, y 30% sólo del patrimonio de riesgo, para compañías del primer grupo. Con todo, en el caso de bienes raíces no habitacionales sujetos a contratos de arrendamiento con o sin opción de compra que suscriban las compañías del segundo grupo con personas relacionadas, el límite corresponderá al 5% del total y al 5% sólo del patrimonio de riesgo para compañías del primer grupo. Adicionalmente, tratándose de bienes raíces habitacionales, se aplicará un límite del 5% del total para compañías del segundo grupo y del 5% sólo del patrimonio de riesgo para compañías del primer grupo, y".

4) Incorpórase en la letra d) del N° 2 del artículo 23, entre las expresiones "bienes raíces del N°4," e "y bonos" la frase "activos relacionados con el sector inmobiliario incluidos en el N° 7".

5) Reemplázase, en la letra c) del artículo 24, la expresión "10 y 20%" por "20% y 40%".

6) Elimínase en el inciso tercero del artículo 39, la siguiente oración:

"Si no se pronunciare dentro de dicho plazo, se entenderá rechazada la solicitud.".

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones:

1)  Agrégase, en el artículo 20 L, el siguiente inciso final: 

"Con todo, cuando las cotizaciones voluntarias, los depósitos de ahorro previsional voluntario y los aportes del trabajador para el ahorro previsional voluntario colectivo, acogidos al beneficio establecido en la letra b) del inciso primero, excedan en total de un monto máximo mensual de cincuenta unidades de fomento o de un monto máximo anual de seiscientas   unidades de fomento y, por lo tanto, no hayan gozado por dicho exceso de los beneficios tributarios que establece la referida  letra, y los recursos se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se rebajará de la base de dicho tributo el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a ella representen dichos excesos de depósitos, cotizaciones y aportes. El saldo de dichos recursos, será determinado por las Administradoras de Fondos de Pensiones según establezca una norma de carácter general de la Superintendencia.".

2) Modifícase el artículo 21 de la siguiente manera:

a) En el inciso primero, reemplázase la frase "la Administradora a que se encuentra afiliado" por "una o más Administradoras de Fondos de Pensiones, independientemente de aquélla en la cual se encuentre incorporado".

b) En el inciso segundo, elimínase la siguiente frase: ",la cual será independiente de su cuenta de capitalización individual" y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "Los trabajadores podrán tener una cuenta de ahorro voluntario en cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones, sin limitación a este respecto.".

c) Agrégase al final de la primera oración del inciso cuarto, antes del punto seguido, la frase: ", respecto de cada cuenta de ahorro voluntario".

d) En el inciso quinto, reemplázase la frase "a que están incorporados para traspasar mensualmente fondos de su cuenta de ahorro voluntario a su cuenta de capitalización individual", por la siguiente: "en que tienen una cuenta de ahorro voluntario para traspasar mensualmente fondos de aquélla a su cuenta de capitalización individual en la Administradora a que se encuentren incorporados". 

3) Modifícase el artículo 22 de la siguiente manera:

a) Reemplázanse en el inciso primero las palabras "su cuenta", por "sus cuentas" y las palabras "la cuenta" por "las cuentas".

b) Reemplázanse en el inciso tercero las palabras "su cuenta" por "sus    cuentas".

c) Reemplázase en el inciso quinto las expresiones "su cuenta" y "letra B.-" por "cada depósito" y "letra A.-", respectivamente. Además, agrégase a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: "de acuerdo a lo que establezca una norma de carácter general que emitirá la Superintendencia de Pensiones. Para estos efectos, las Administradoras deberán registrar separadamente los depósitos de acuerdo al régimen tributario que haya escogido el ahorrante. Para efectos del retiro, este último podrá seleccionar el saldo sujeto a un determinado régimen tributario.".

d) Reemplázanse, en el inciso sexto, las palabras "dicha normativa" por  "las normas que se establecen en la letra A.- del artículo 57 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta".

e) Reemplázase, en la letra d) del inciso séptimo, la frase "Si el afiliado se cambia de Administradora, la antigua", por la siguiente: "Si el trabajador traspasa todo o parte del saldo acumulado en su cuenta de ahorro voluntario, la antigua Administradora". Además, reemplázase la palabra "invertido" por "traspasado". 

f)  A continuación del  inciso octavo, agrégase el siguiente inciso final:

"Cuando los depósitos efectuados en la cuenta de ahorro voluntario, que no hayan estado acogidos a las normas que se establecen en la letra A.- del artículo 57 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43 de la citada ley, se rebajará de la base de dicho tributo el monto que resulte de aplicar a la pensión el  porcentaje que en el total del fondo destinado a aquélla representen tales depósitos. Este saldo será determinado por la Administradora, registrando separadamente el capital invertido, expresado en unidades tributarias mensuales, el que corresponderá a la diferencia entre los depósitos y los retiros netos, convertidos cada uno de ellos al valor que tenga dicha unidad en el mes en que se efectúen estas operaciones.".

4) En los incisos primero y segundo del artículo 22 bis, elimínase la palabra "afiliados".

5) Modifícase el artículo 23 de la siguiente  manera:

a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la palabra "voluntario" y antes de la coma (,), lo siguiente: "y la cuenta de ahorro de indemnización a que se refiere el artículo 165 del Código del Trabajo". Además, reemplázase la última oración, que comienza con las palabras "A su vez" y termina con el vocablo "obligatorias", por la siguiente: "En todo caso, la cuenta de ahorro de indemnización será asignada al Fondo Tipo C, cuando el trabajador no opte por ningún tipo de Fondo".

b)Elimínase, en el inciso tercero, la frase "y la cuenta de ahorro de indemnización".

c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión "y su cuenta de ahorro de indemnización se  encontraren en el Fondo Tipo A, éstos deberán" por la siguiente frase: "se encontrare en el Fondo Tipo A, éste deberá".

d) Elimínase, en el inciso sexto, la expresión "cuenta de ahorro de indemnización,".

6)  Modifícase el artículo 31 de la siguiente  manera:

a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 31.- La Administradora deberá proporcionar al afiliado, cada vez que éste lo solicite, información del saldo de las cuentas personales que posea, a través de los medios que se establezcan mediante norma de carácter general de la Superintendencia.".

b) Reemplázase la primera oración del inciso segundo, que comienza con las palabras "La Administradora" y termina con el vocablo "asiento.", por la siguiente: "La Administradora, cada cuatro meses, a lo menos, deberá comunicar a cada uno de sus afiliados, por el  medio que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general, los movimientos registrados en su cuenta de capitalización individual y en su cuenta de ahorro voluntario, si ésta existiere, con indicación de su valor en pesos.".

c) Elimínase, en el inciso tercero, la frase "de la cuenta de capitalización individual y". 

d) Elimínanse las dos últimas oraciones del inciso tercero, desde las palabras "Además, deberá informar" hasta "afiliado.".

7) Reemplázase el inciso sexto del artículo 40, por el siguiente:

"En todo caso, por cada día en que tuviere déficit de encaje, incurrirá en una multa a beneficio fiscal, cuyo monto no podrá ser inferior al uno por ciento ni superior al cien por ciento de dicho déficit, que será aplicada por la Superintendencia de Pensiones. Para efectos de establecer la multa, la Superintendencia deberá tener en consideración las causas que ocasionaron el déficit de encaje, el cumplimiento oportuno del plazo fijado en el inciso cuarto precedente y la cuantía del déficit.".

8) Modifícase el artículo 45 de la siguiente  manera: 

a) Elimínase, en la letra j) del inciso segundo, la frase "que se transen habitualmente en los mercados internacionales y". Además, intercálase a continuación de la frase "depósitos de corto plazo", la expresión ", monedas extranjeras".

b) En el  inciso décimo octavo, reemplázase el guarismo "4" por "3". 

c) Suprímese el número 3) del inciso décimo octavo, pasando el actual número "4)" a ser  "3)".

d) En el número 4) del inciso décimo octavo, que pasa a ser 3), suprímese la frase: "y en las letras e), f), g), i) y k), todas del inciso segundo, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación". Asimismo, agrégase a continuación de la palabra "instrumentos", la segunda vez que aparece, la expresión ", operaciones y contratos". Finalmente, incorpórase a continuación de la expresión "letra "k)" y antes del punto aparte (.) que la sigue, la frase: "y podrá incluir otros instrumentos, operaciones y contratos de carácter financiero que aquélla autorice, aludidos en la letra j) del inciso segundo de este artículo".

e) Intercálase en el inciso vigésimo, a continuación del punto (.) que sigue a las palabras "inciso segundo", lo siguiente: "Asimismo, deberá establecer límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrán mantener las Administradoras respecto de cada Tipo de Fondo, así como la definición de cobertura cambiaria, debiendo contar con informe previo favorable del Banco Central de Chile.".

f) Suprímense los incisos vigésimo quinto, vigésimo sexto y vigésimo séptimo, pasando el actual inciso vigésimo octavo a ser vigésimo quinto.

9) Intercálase, en el inciso séptimo del artículo 45 bis, a continuación del punto (.) que sigue a la expresión "artículo 45", la siguiente oración: "Estas comisiones máximas incluirán conceptos tales como: administración, transacción y custodia de los títulos a que se  refiere la citada letra j), según determine la Superintendencia por norma de carácter general.".

10) Modifícase el artículo 47, de la siguiente manera:

a)  Suprímense los incisos décimo séptimo a  décimo noveno. 

b)  En el inciso vigésimo segundo, que pasa a ser décimo noveno, suprímese la oración que comienza con la expresión "Lo anterior" y termina con las palabras "este artículo.".

c)  Suprímense los incisos vigésimo cuarto y vigésimo quinto.

11) Agrégase, en el inciso quinto del artículo 48, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "De igual manera, los Fondos de Pensiones podrán participar en procesos de estructuración financiera de emisores a través del canje de títulos del emisor, correspondiendo a la Superintendencia determinar, mediante una norma de carácter general, los requisitos para que los Fondos participen en este  tipo de operaciones.".

12) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 105, la frase "menor clasificación de riesgo" por "clasificación de mayor riesgo". Además, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "En caso que el emisor no presente la tercera clasificación solicitada, se desaprobará el instrumento.".

13) Suprímese, en el inciso tercero del artículo 106, la expresión "previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones,".

14) En el inciso primero del artículo 154: i)Intercálase en la letra e), a  continuación  de  la  palabra "activos",  la frase  ",con  excepción  de  cuotas  de  fondos mutuos  que  se  transen  directamente  con  el  emisor,";  ii) Intercálase  en  la  letra  f),  a  continuación  de  la palabra "propios", la frase ",con excepción de cuotas de fondos mutuos que se transen directamente con el emisor,", y  iii)Intercálase en la letra h), a continuación de la palabra "activos", la frase ",con excepción de cuotas de fondos mutuos que se transen directamente con el emisor,".

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.728, que Establece un Seguro de Desempleo:

1) Modifícase el artículo 42 de la siguiente  forma:

a) Reemplázase la primera oración del inciso primero, que comienza con las palabras "En cada mes" y termina con la expresión "diez por ciento", por la siguiente: "Cada mes que la rentabilidad real del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario, de los últimos seis meses, supere la rentabilidad real respectiva que determine el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía, conforme a lo dispuesto en el artículo 58 E, considerando la volatilidad de la diferencia entre la rentabilidad del fondo respectivo y su cartera referencial, la comisión cobrada será la comisión base a que se refiere el artículo 30, incrementada en un diez por  ciento".

b) Reemplázase la primera oración del inciso segundo, que comienza con las palabras "A su vez" y termina con la expresión "diez por ciento", por la siguiente: "Por su parte, en cada mes en que la rentabilidad real del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario, de los últimos seis meses, sea inferior a la rentabilidad real respectiva que determine el Régimen de Inversión de los Fondos de Cesantía, conforme a lo dispuesto en el artículo 58E, considerando la volatilidad de la diferencia entre la rentabilidad del fondo respectivo y su cartera referencial, la comisión cobrada será la comisión base ya referida, reducida en un diez por ciento".

2) Modifícase el artículo 58B de la siguiente manera:

a) Elimínase el número 3) del inciso primero, pasando el actual número 4) a ser 3).

b) En el número 4), que pasa a ser 3), elimínase la frase "y en las letras e), f), g), i) y k) del inciso segundo del artículo 45 del decreto ley N°3.500, de 1980, cuyo emisor tenga menos de tres años de operación"; agrégase a continuación de la palabra "instrumentos", la tercera vez que aparece, la expresión: ", operaciones y contratos", y añádese a continuación del guarismo "1980" la frase "y podrá incluir otros instrumentos, operaciones y contratos de carácter financiero que aquélla autorice, aludidos en la letra j) del inciso segundo del citado artículo".

3) Agrégase, en el inciso primero del artículo 58C, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente oración: "Asimismo, el Régimen deberá establecer límites máximos para la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria que podrá mantener la Administradora de Fondos de Cesantía respecto de cada Fondo, así como la definición de cobertura cambiaria, debiendo contar con informe previo favorable del Banco Central de Chile.".

4) Incorpórase el siguiente inciso final en el artículo 58E:

 "El Régimen de Inversión deberá establecer la medida de la volatilidad de la diferencia entre la rentabilidad del Fondo respectivo y su cartera referencial.".

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1) Incorpórase en el número 1° del artículo 42, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:

"Cuando los depósitos efectuados en la cuenta de ahorro voluntario a que se refiere el artículo 21 del decreto ley N°3.500, de 1980, que no hayan estado acogidos a las normas que se establecen en la letra A.- del artículo 57 bis, se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43, se rebajará de la base de dicho tributo el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a ella representen tales depósitos. Este saldo será determinado por la Administradora de Fondos de Pensiones de acuerdo a lo establecido en el artículo 22 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, registrando separadamente el capital invertido, expresado en unidades tributarias mensuales, el que corresponderá a la diferencia entre los depósitos y los retiros netos, convertidos cada uno de ellos al valor que tenga dicha unidad en el mes en que se efectúen estas operaciones.".

2) Agrégase en el número 3 del artículo 42 bis, el siguiente inciso tercero:

"Los recursos originados en depósitos de ahorro previsional voluntario, cotizaciones voluntarias o ahorro previsional voluntario colectivo, acogidos a lo dispuesto en el  número 1 del presente artículo, y que hayan sido destinados a pólizas de seguros de vida autorizadas por la Superintendencia de Valores y Seguros como planes de ahorro previsional voluntario, se gravarán en caso de muerte del asegurado con el impuesto que establece este numeral, en aquella parte que no se haya destinado a financiar costos de cobertura. Dicho impuesto, cuya tasa será, en este caso, de un 15%, deberá ser retenido por la Compañía de Seguros al momento de efectuar el pago de tales recursos a los beneficiarios, y enterado en arcas fiscales hasta el día 12 del mes siguiente a aquél en que haya efectuado la retención. Para los efectos de la determinación de este impuesto, las cantidades afectas a la tributación señalada se reajustarán en la forma dispuesta en el inciso penúltimo, del número 3 del artículo 54. El impuesto a que se refiere este inciso no se aplicará cuando los beneficiarios hayan optado por destinar tales recursos a la cuenta de capitalización individual del asegurado.".

3) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 42 bis, por el siguiente:

"Si el contribuyente no opta, al momento de incorporarse al sistema de ahorro a que se refiere este artículo, por acogerse al régimen establecido en el inciso anterior, o habiendo optado sus depósitos exceden de los límites que establece dicho inciso, los depósitos de ahorro previsional voluntario, las cotizaciones voluntarias, el ahorro previsional voluntario colectivo correspondiente a los aportes del trabajador, a que se refieren los números 2. y 3. del Título III del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o el exceso en su caso, no se rebajarán de la base imponible del impuesto único de segunda categoría y no estarán sujetos al impuesto único que establece el número 3. del inciso primero de este artículo, cuando dichos recursos sean retirados. En todo   caso, la rentabilidad de dichos aportes estará sujeta a las normas establecidas en el artículo 22 del mencionado decreto ley. Asimismo, cuando dichos aportes se destinen a anticipar o mejorar la pensión, para los efectos de aplicar el impuesto establecido en el artículo 43, se rebajará el monto que resulte de aplicar a la pensión el porcentaje que en el total del fondo destinado a pensión representen las cotizaciones voluntarias, aportes de ahorro previsional voluntario y aportes de ahorro previsional voluntario colectivo que la persona hubiere acogido a lo dispuesto en este inciso y los que no hubiese podido acoger por exceder de los límites que establece el inciso primero. El saldo de dichas cotizaciones y aportes será determinado por las Administradoras de Fondos de Pensiones de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 L del decreto ley N° 3.500, de 1980.".

4) Reemplázase, en el inciso tercero del número 1° de la letra A.- del artículo 57 bis, la cuarta oración, que comienza con "En el caso de las cuentas de ahorro" y termina con "antiguas.", por la siguiente:

"En el caso de las cuentas de ahorro voluntario a que se refiere el artículo 21 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, cuando  existan algunos fondos que se encuentran acogidos al régimen general de esta ley y otros al régimen de este artículo, se mantendrá sobre ellos el tratamiento tributario que tengan a la fecha de la opción, el cual se aplicará desde los primeros retiros que se efectúen, imputándose éstos a las cuotas o depósitos afectos al régimen respectivo que determine a su elección el inversionista.".

Artículo 5°.- Agrégase al final del artículo 4º bis de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, la siguiente letra g):

"g) Valores de presencia bursátil: aquellos que cumplan con los requisitos establecidos para tales efectos por la Superintendencia a través de una norma de carácter general, los que deberán responder a condiciones que, de acuerdo a la Superintendencia, sean indicativas de la liquidez de los valores o de la profundidad de los mercados en que se negocien los valores en cuestión, a efectos de propiciar  una correcta formación de precios.

Dichos requisitos deberán tener en consideración elementos tales como el volumen, periodicidad, número de cedentes, adquirentes u oferentes, cuantía u otras circunstancias semejantes relativas a las transacciones o cotizaciones de los valores. Con todo, dichos valores deberán tener una presencia ajustada igual o superior a veinticinco por ciento. Para estos efectos, se determinará la presencia ajustada de la siguiente forma: (a) dentro de los últimos ciento ochenta días hábiles bursátiles, se determinará el número de días en que las transacciones bursátiles totales diarias hayan   alcanzado un monto mínimo definido por la Superintendencia a través de norma de carácter general, el cual no podrá ser inferior al equivalente en pesos a mil unidades de fomento; (b) dicho número será dividido por ciento ochenta, y el cuociente así resultante se multiplicará por cien, quedando expresado en porcentaje.

Asimismo, tales requisitos podrán establecer la condición de presencia bursátil en virtud de contratos que aseguren la existencia diaria de ofertas de compra y venta de los valores, por la cuantía, tiempo y condiciones que defina la Superintendencia.

Las referencias que se hagan a acciones, títulos o, en general, valores de transacción, cotización o presencia bursátil, contenidas en leyes, decretos, reglamentos, resoluciones, estatutos o cualquier otro cuerpo normativo, se entenderán hechas a aquellos que posean la condición de presencia bursátil en virtud de lo dispuesto en este artículo. Asimismo, las referencias que se hagan en las leyes o en otros cuerpos legales a la normativa mediante la cual la Superintendencia de Valores y Seguros determinará qué valores son de transacción o presencia bursátil, se entenderán hechas a la norma de carácter general que emita aquélla en uso de las facultades conferidas en este artículo.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por la presente ley comenzarán a regir el primer día del mes subsiguiente al de su publicación.

Artículo 2°.- La modificación contenida en el  número 7) del artículo 1°, comenzará a regir a partir del primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial y se aplicará a los nuevos contratos de seguros que se suscriban o a cualquier contrato vigente que se renueve, renegocie o sea objeto de novación a partir de dicha fecha.

Artículo 3°.- Las modificaciones contenidas en los artículos 2° y 3°, y en los números 1), 3) y 4) del artículo 4°, comenzarán a regir a partir del primer día del séptimo mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 4°.- La modificación contenida en la última oración de la letra a), del número 5), del artículo 2° de esta ley, se aplicará de acuerdo a la gradualidad establecida en el inciso siguiente.

Cuando el trabajador no hubiere optado por ningún tipo de Fondo con su cuenta de ahorro de indemnización y dicha cuenta se encontrare, a la fecha de vigencia del artículo 2° de esta ley, total o parcialmente en el Fondo B o D, el saldo allí acumulado será traspasado parcialmente al Fondo de Pensiones Tipo C, en las oportunidades y porcentajes que a continuación se indican:

a) A la entrada en vigencia del artículo 2° de esta ley, un veinte por ciento del saldo total de su cuenta de ahorro de indemnización, deberá permanecer en el Fondo Tipo C.

b) Transcurrido un año desde la entrada en vigencia del artículo 2° de esta ley, un cuarenta por ciento del saldo total de su cuenta de ahorro de indemnización, deberá permanecer en el Fondo Tipo C.

c) Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia del artículo 2° de esta ley, un sesenta por ciento del saldo total de su cuenta de ahorro de indemnización, deberá permanecer en el Fondo Tipo C.

d) Transcurridos tres años desde la entrada en vigencia del artículo 2° de esta ley, un ochenta por ciento del saldo total de su cuenta de ahorro de indemnización, deberá permanecer en el Fondo Tipo C.

e) Transcurridos cuatro años desde la entrada en vigencia del artículo 2° de esta ley, un cien por ciento del saldo total de su cuenta de ahorro de indemnización, deberá permanecer en el Fondo Tipo C.

Una norma de carácter general, dictada por la Superintendencia, regulará la forma y oportunidad para realizar los traspasos a que se refiere el inciso anterior.

Artículo 5°.- La modificación contenida en el N° 2) del artículo 4° regirá respecto de los seguros de vida a que se refiere dicha disposición, que se contraten a partir de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 31 de mayo, y 7 y 8 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina (Presidente accidental), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 13 de junio de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ, ESCALONA, FREI, DON EDUARDO, LAGOS Y NAVARRO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INFORMACIÓN AL CONGRESO NACIONAL EN MATERIA PRESUPUESTARIA

(7414-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez, Camilo Escalona Medina, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Alejandro Navarro Brain. 


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Gómez.


Del mismo modo, concurrieron los siguientes invitados:


Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas.


De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la Directora, señora Rosanna Costa; la Jefa del Sector Poderes y Justicia, señorita Sereli Pardo; y el abogado, señor Fuad Rumié.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señorita Egle Zavala y señor Gonzalo Vargas.

                                              Del Centro de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), los asesores, señorita Macarena Lobos y señor Sebastián Pavlovic.

El asesor del Honorable Senador señor Escalona, don Jaime Romero.

  
El asesor del Honorable Senador señor Gómez, don Javier Sutil.

                                                           

     
De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto fue discutido en general y en particular a la vez, en virtud de lo acordado por la Sala del Senado en sesión de 6 de abril de 2011.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Posibilitar el acceso, por parte del Congreso Nacional, a la información relativa a los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones presupuestarias, al conocimiento desagregado de las partidas contenidas en el proyecto de ley de presupuestos, y al estado de la ejecución presupuestaria. Asimismo, establecer facultades para solicitar, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación a los distintos organismos de la Administración Central del Estado y a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto de la Nación. 

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.


2.- Ley de presupuestos del sector público.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que origina el presente proyecto de ley, fundamenta su propuesta señalando que, anualmente, el Poder Legislativo presta su aprobación al proyecto de ley de presupuestos del sector público, que contempla, a través de su articulado y de muchas de las glosas asociadas a los diversos servicios y ministerios, el envío de gran cantidad de información al Congreso Nacional. En conjunto con esto, la ley sobre transparencia y responsabilidad fiscal ha aumentado la información que se entrega a la ciudadanía.
No obstante lo anterior, para los parlamentarios el caudal de información que reciben resulta insuficiente, por cuanto no permite realizar un seguimiento que vaya más allá del registro meramente financiero de las actividades del sector público, ni establecer con claridad los objetivos, metas, actividades y recursos utilizados por el Gobierno en cada actividad o programa gubernamental, ni menos poder informarse acerca de los resultados logrados a través de la ejecución presupuestaria.
Lo expuesto se explica, en parte, por la lógica que impera en materia presupuestaria, que conduce a que la estructura del presupuesto sea hecha en base a ítems contables y no por programas. En efecto, los informes de ejecución presupuestaria no hacen expresa mención a las actividades y programas que el Gobierno ejecuta, y la contabilidad gubernamental se construye sobre la base de subtítulos, ítems y asignaciones. De esta manera, es frecuente que los informes de ejecución indiquen el avance financiero en cuentas del tipo gastos en personal, bienes y servicios de consumo, transferencias al sector público o al sector privado, iniciativas de inversión, saldo final de caja, etc.

Se verifica, en consecuencia, la carencia de un nexo formal que vincule los recursos aprobados en el presupuesto con las actividades a realizar y con los objetivos de las acciones estatales. Así entregada la información financiera, al cabo, no es posible identificar los programas de gobierno en ejecución.
Sin embargo, prosigue la Moción, el problema no se limita sólo a la falta de información cualitativa del presupuesto, pues se ha podido constatar que la información financiera propiamente tal carece de atributos importantes, como la oportunidad en su entrega y el nivel de desagregación. El proyecto de presupuestos, convertido en ley de la República, a poco andar es modificado por el Ministerio de Hacienda en forma unilateral, sin contrapesos ni obligaciones de informar los cambios efectuados, haciendo uso de las facultades de reasignación presupuestaria que le confiere la ley de administración financiera del Estado. Durante el año, en la práctica, el presupuesto sufre cambios importantes que no son informados al Congreso, que a su vez alteran diversos planes y programas, cuyas modificaciones tampoco son informadas. De suerte que no es posible conocer, por ejemplo, quiénes serán los potenciales beneficiarios que verán afectadas sus prestaciones.
En la actualidad, la información financiera con mayor nivel de desagregación, que contiene aspectos tales como el nivel de avance en la ejecución de cada partida y las variaciones presupuestarias, es entregada cada año, de acuerdo con el articulado de la ley de presupuestos, 30 días después de terminado el respectivo trimestre. Es decir, el primer informe trimestral está disponible en el Congreso Nacional a partir del mes de mayo de cada año.
Por otra parte, da cuenta la Moción que muchos de los recursos asignados a través de la ley de presupuestos son destinados a regiones. Si bien es cierto no siempre es posible hacer referencia a una distribución regional, no es menos cierto que en muchos casos sí está la posibilidad de entregar un detalle desagregado por cada región. Así, por ejemplo, el Ministerio de Obras Públicas incorpora en su partida presupuestaria un cuadro resumen con las iniciativas de inversión, desagregada por región, al que añade, durante la presentación de su presupuesto en la Subcomisión respectiva de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, información regional de cada uno de los proyectos, identificando si se trata de inversiones nuevas o de arrastre, y en qué etapa se encuentran (estudio, licitación, ejecución, etc.). Lo deseable y necesario es disponer de esta misma información respecto de cada cartera ministerial, mas no sólo en relación con lo que se presenta en el proyecto de presupuestos, sino también con el avance presupuestario ejecutado, con igual nivel de desagregación, cuantitativa y cualitativa, respecto de cada uno de los proyectos. 

Se hace necesario, en consecuencia, contar con información que explicite si los recursos se utilizaron en lo comprometido o si, por el contrario, fueron destinados a otras finalidades. De esta forma será posible superar la situación actual, en que la información que recibe el Congreso no permite realizar un debido seguimiento y evaluación, sino tan solo concluir respecto del nivel de ejecución presupuestario a cierta fecha, y con un grado de desfase importante.
En el mismo sentido, refiere la Moción que un último aspecto de la problemática que se ha venido enunciando, está dado por la etapa final del ciclo presupuestario, el control. Teniendo en consideración que la información financiera gubernamental no guarda relación con las actividades y resultados alcanzados con la ejecución, los parlamentarios carecen de un mecanismo que entregue una retroalimentación adecuada para el proceso de toma de decisiones futuras en materia de políticas públicas. En materias de gasto, de hecho, no existe claridad respecto de qué adecuar, focalizar o implementar para conseguir mejoras en los niveles de vida de la población. Por ello, al aprobar el presupuesto del siguiente año, los parlamentarios deben hacerlo ciegamente, realizando verdaderos actos de fe o de lealtad política, cuestión que importa una contradicción con un ejercicio responsable de representación ciudadana.
En los últimos años, la Dirección de Presupuestos, a través de su sistema de control de gestión, ha intentado entregar luces respecto del desempeño de los servicios públicos y de los productos estratégicos generados. Este avance, sin embargo, a pesar de ser positivo, resulta insuficiente. En la práctica, sólo se trasunta en informes con muchos indicadores, pero con poca información concreta respecto de los resultados de los programas gubernamentales en ejecución durante el año.
Una solución a la realidad descrita, da cuenta la Moción, ha sido recurrir a evaluaciones de paneles de expertos independientes. Éstas, si bien relevantes y significativas como antecedentes para poner fin a determinados programas y a hacer adecuaciones a otros, no bastan para lograr vincular la ejecución presupuestaria con los resultados alcanzados y con el avance físico de las obras realizadas cada año. 
Los balances de gestión integral (BGI) de la DIPRES,  a su turno, muestran documentación que pone énfasis en la medición de antecedentes propios de la gestión interna, pero adolecen de falencias importantes, como el ser realizadas por los propios interesados, quienes cuentan con el lógico incentivo de mostrarse a sí mismos siempre eficientes. De ahí que ningún BGI contenga antecedentes negativos; más aún, de acuerdo con su tenor podría sostenerse que en Chile todos los servicios públicos funcionan brillantemente, visión que evidentemente resulta sesgada.
La falta de control se hace más notoria al observar la tendencia actual de creación de organismos fiscalizadores, tales como superintendencias, o de reforzamiento de los contralores. No obstante, el aumento permanente de unidades controladoras no hace sino  exacerbar el costo del control, perdiendo de vista la relación costo-beneficio de la materia objeto del mismo. No es, en definitiva, que no se deban establecer controles corno los antedichos, sino de tener en cuenta que es imposible intervenir totalmente las acciones desarrolladas por un ente de la magnitud del Estado.

Por todo lo señalado, concluye la Moción, debe buscarse una solución que permita una real capacidad de seguimiento del presupuesto por parte del Congreso Nacional, que posibilite, al mismo tiempo, la participación ciudadana a través del control de la sociedad civil, lo que sólo es posible si previamente el Estado brinda la información en términos adecuados para ser utilizada por el colectivo. De esta forma, será posible desarrollar más adecuadamente la cadena compuesta por programa de gobierno, políticas públicas, programas de acción, proyectos específicos, recursos necesarios, expresión presupuestaria, ejecución, monitoreo y control de la misma, evaluación de logros y retroalimentación del proceso.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de este proyecto de ley, uno de sus autores, el Honorable Senador señor Gómez, expresó que existe una necesidad, por parte del Congreso Nacional, de conocer en qué se verifica la inversión de los recursos a cuya aprobación concurre en la discusión de la ley de presupuestos. Sin pretender, en caso alguno, incidir sobre las atribuciones que son exclusivas del Presidente de la República, el objetivo es poder conocer con precisión los montos regionales y comunales de los programas que el Ejecutivo ha dispuesto en la ley. Para eso, se requiere la existencia de una disposición legal que así lo regule, de manera de impedir que cada Ministro, Subsecretario o Jefe de Servicio al que se le solicite información, evacue sus respuestas sin referirse realmente a aquello respecto de lo que fue requerido. Graficó, al efecto, con sendos oficios que en su calidad de Senador envió a diversos servicios de la región que representa, solicitando información sobre la inversión de recursos aprobados en la ley de presupuestos: así como en alguno de ellos se le brindó competente respuesta, en otros no se le proporcionó antecedente alguno. 


Si por otra parte, añadió, el Ejecutivo realiza enmiendas a aquello que se ha aprobado en la ley de presupuestos, lo razonable es que sean puestas en conocimiento de los parlamentarios en forma oportuna.


Adoptar medidas como las que la moción propone, destacó, es absolutamente necesario, además, para el ejercicio responsable de la función parlamentaria de representación, pues sólo actuando de manera informada es posible determinar en qué medida están siendo considerados los intereses de la ciudadanía.


El Honorable Senador señor Novoa señaló distinguir dos grandes temáticas en el presente proyecto de ley. De un lado, la importancia de que el Legislativo pueda acceder a la información presupuestaria que emana del Ejecutivo, cuestión que, a su juicio, ya se cumple adecuadamente en la actualidad, radicándose el problema, más bien, en la inapropiada capacidad técnica del Congreso para procesar todos los antecedentes que recibe.  


Del otro, más de fondo, una eventual reestructuración de la manera en que se formula el presupuesto del sector público, para lo que sería conveniente conocer la opinión tanto de la DIPRES como de otras instituciones y centros de estudios. Si bien la tendencia indica que Chile debe ir avanzando hacia una modernización de su sistema presupuestario, lo aconsejable para formarse una opinión responsable es que previo a cualquier modificación que se pretenda introducir al respecto, se consulte a quienes lo operan y se han dedicado a su estudio.


El Honorable Senador señor Lagos puso énfasis en que la moción en estudio no afecta las atribuciones constitucionales propias del Ejecutivo, pues tan solo se orienta a contar con los antecedentes conducentes a hacer un mejor seguimiento de la ejecución presupuestaria y saber, en definitiva, en qué se gastan los recursos para los que el Gobierno concurre al Congreso a solicitar su aprobación. Resaltó que desde un tiempo a esta parte se han implementado, y funcionado, las evaluaciones de programas, sin perjuicio de lo cual, si es que se precisa hacer cambios en la estructura de la presentación del presupuesto, será en todo caso con miras a una modernización de los sistemas en vigor. 


El Honorable Senador señor Frei sostuvo que la trascendencia del proyecto estriba en dotar a los parlamentarios de herramientas efectivas para contar con información presupuestaria. En su experiencia como Senador, expuso, ha podido constatar cómo a veces algunos ministerios simplemente se resisten a dar conocer el detalle de los proyectos a ejecutar y los recursos involucrados, datos todos que desde luego obran en su poder; o cómo evitan entregar información sobre las exactas iniciativas que se van a desarrollar en virtud de una determinada asignación, tal como ha ocurrido con los programas de mantención de caminos del Ministerio de Obras Públicas (MOP). En el caso de esta cartera, y en el de otras muy significativas como Salud, agregó, es evidente que con bastante antelación se conocen los específicos proyectos que se van a ejecutar, pues requieren de una serie de trámites y autorizaciones antes de materializarse; sin embargo, en muchas ocasiones derechamente se niega la información.


Contar con más y mejor información, tanto del presupuesto que el Ejecutivo presenta como del que posteriormente ejecuta, finalizó, será muy beneficioso, fundamentalmente para las regiones del país.


El Honorable Senador señor Gómez insistió en lo inherente que resulta, para el desempeño responsable de la función parlamentaria, contar con información adecuada del presupuesto de la nación. Hizo ver que en el diálogo con la ciudadanía, muchas veces ocurre que siendo conocido el monto global asignado a un determinado programa, no saben los parlamentarios, sin embargo, ningún otro antecedente sobre en qué se van a materializar efectivamente esos recursos, con lo que el rol que están llamados a cumplir se ve puesto en tela de juicio.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó su entendimiento de que el debate a que ha dado y dará lugar el presente proyecto, no encuentra sus motivaciones en los intereses partidistas de quienes en su momento fueron gobierno y hoy son oposición, y viceversa, por cuanto se trata de preocupaciones transversales de senadores y diputados. Por lo demás, observó, es factible que la propia DIPRES tenga algún interés en que los recursos que se ponen a disposición de los diversos ministerios sean objeto de una mayor precisión en el presupuesto, con el fin de delimitar el campo de acción de estos últimos. 


Reiteró que si de cualquier manera se quiere innovar en la materia, debe tenerse presente la ostensible necesidad de mejoras que requiere la organización con que hoy cuenta el Congreso para procesar la información que le reporta el Ejecutivo, por cuanto carece de capacidad para analizar y estudiar sus contenidos. La Oficina de Presupuestos que la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional contempla, profundizó, debe ser una sólida instancia técnica que, idealmente, debiese erigirse en contraparte técnica de la DIPRES.


El Honorable Senador señor Frei expresó que es evidente que la unidad de asesoría presupuestaria del Senado no cuenta con la dotación adecuada para ser contraparte del Ejecutivo. Para ello es preciso incorporar personal que cumpla, desde luego, con la experticia técnica propia de las materias presupuestarias.


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, se escucharon los planteamientos de los representantes de CIEPLAN y de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


El asesor legislativo de CIEPLAN, señor Sebastián Pavlovic, efectuó una presentación cuyos principales aspectos fueron los siguientes:

1. Pertinencia de aumentar transparencia presupuestaria

Lograr presupuestos transparentes y controles y contrapesos adecuados en el proceso presupuestario permite mejorar la credibilidad y la priorización de las decisiones de política, así como limitar los espacios de corrupción y el gasto superfluo.

Chile ha desarrollado esfuerzos importantes en los últimos 20 años para avanzar en esta materia: 

- En 2002 definió un marco de difusión de estadísticas fiscales, que hoy implica publicar 79 informes anuales.

- La ley de Transparencia, de aplicación general, también mejora el acceso de la ciudadanía a información presupuestaria y su ejecución.

Gracias a estos esfuerzos, Chile fue clasificado en el lugar 8 entre 94 países en la Encuesta de Presupuesto Abierto 2010, del International Budget Partnership.

Con todo, hay espacio para seguir mejorando: Chile está en la categoría de «información suficiente», debiendo plantearse como meta pasar a la categoría de «información extensa», en la que actualmente se ubican sólo 7 países.

La presente moción se enmarca en esta dirección.  

2. Ley de Presupuestos para 2011
En la reciente discusión parlamentaria sobre el Presupuesto 2011, la preocupación por aumentar la transparencia se reflejó en una serie de indicaciones para aumentar la entrega de información de parte del Ejecutivo. Entre las indicaciones aprobadas, se destacan:

- La Dirección  de Presupuestos remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los decretos de las modificaciones presupuestarias.

- Se repuso la obligación de la Presidencia de remitir información vía electrónica, al H. Congreso Nacional relativa a: a) apoyo a  las actividades presidenciales y b) programa de apoyo al bicentenario.

- Se repuso la obligación de informar por parte del Ministerio de RR.EE. al H. Congreso Nacional sobre los pagos a organismos internacionales.

- Obligación de informar por parte del Ministerio del Interior en materias tales como: Gastos de personal; Gastos asociados al Programa de Seguridad y Participación Ciudadana; Transferencia del Programa de apoyo a reincidentes; Gastos transferencia Pre Censo; etc.

- Obligación de informar por parte del Ministerio de Economía sobre: Programa de Capacidades Innovadoras; Recursos traspasados por CORFO al sector privado; Aportes a COTRISA; etc.

- Obligación de informar trimestralmente por parte del MINEDUC, a través de su página web, cada una de las transferencias y subvenciones que entregue a los sostenedores; así como la tasa de morosidad e incobrabilidad de los créditos para educación superior, regidos por la Ley N°20.027.

- Obligación de informar por parte del MOP sobre: Listado de contratos de concesión adjudicados y las licitaciones en curso; Los resultados del apoyo a los procesos de resolución de derechos de agua y de fiscalización; Funcionamiento de las cárceles concesionadas; etc.

Además, se aprobó que el Ejecutivo tenga la obligación de informar las metas y cronograma de avance de promesas de su programa presidencial, tales como: 

- La eliminación del 7% de cotización de salud de los pensionados

- La extensión del post natal a seis meses.

Requerimiento ante el TC, apoyado por el Gobierno, argumentando una vulneración del Principio de Separación de Poderes, idea matriz, exclusividad de origen. Fallo Rol 1867-10:

Cons. 29: La información, por tanto, ha sido considerada por el constituyente como un elemento indispensable para que el Congreso pueda cumplir su tarea”.

Cons. 44: se configura “un mecanismo adecuado y proporcional a favor del Congreso, frente a las enormes potestades que tiene el Ejecutivo en materias presupuestarias, que articula una sana relación entre dichos órganos”.

3. Análisis de contenido de la moción

Artículo 69 A: El Ejecutivo deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional todos los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones al presupuesto aprobado, a más tardar 15 días después de su total tramitación.

Parece razonable establecer esta obligación en ley permanente (hoy está establecida en Ley de presupuestos 2011).

Es importante que no sólo se remitan los decretos, sino que también se realice un análisis sistemático del contenido de los mismos. 

Para ello, complementariamente se podría establecer que la DIPRES realice informes trimestrales respecto de los decretos, con información como cantidad de decretos y montos agregados por subtítulo y partida.

Artículo 69 B: Todas las Partidas contenidas en el Proyecto de Ley de Presupuestos que se envíe anualmente para su aprobación al Congreso Nacional, deben contemplar información desagregada a nivel nacional y regional de los subtítulos 21 “Gastos en Personal”, 22 “Bienes y Servicios de Consumo”, 24 “Transferencias Corrientes”, 26 “Otros Gastos Corrientes”, 27 “Aporte Fiscal Libre”, 28 “Aporte Fiscal para Servicio de la Deuda”, 29 “Adquisición de Activos No Financieros”, 30 “Adquisición de Activos Financieros”, 31 “Iniciativas de Inversión”, 33 “Transferencias de Capital”, 34 “Servicio de la Deuda” y 35 “Saldo Final de Caja”, y de todos los ítem y asignaciones relacionados con los subtítulos antes mencionados. Del mismo modo, cada Ministerio informará detalladamente los programas, proyectos, iniciativas o actividades a realizar con dichos recursos.
Avanzar en conocer los presupuestos regionalizados de todas las partidas y subtítulos resulta pertinente, pues implicaría transparentar (y en algunos casos establecer) criterios de asignación regional.

Con todo, se debe reconocer que existen subtítulos de mayor complejidad de regionalizar de manera ex ante, puesto que su regionalización se produce en la práctica a medida que se toman decisiones de ejecución del gasto. También pueden existir subtítulos que por su naturaleza no sean regionalizables.

Por tanto, para avanzar en la dirección señalada, resultaría recomendable establecer criterios para determinar qué gastos se pueden regionalizar, así como una transición para ello (ya que puede resultar impracticable regionalizar todo el presupuesto de un año para otro).
Artículo 69 C: Los Ministerios entregarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional informes trimestrales de ejecución presupuestaria, que contengan el nivel de avance en la ejecución, tanto física como financiera, de los subtítulos mencionados en el punto anterior.

Esta obligación resulta pertinente para una mayor rendición de cuentas.

Actualmente la DIPRES publica esta información (está en la página web, pero no con el nivel de detalle que este artículo implica)

En ese sentido, quizás habría que precisar cuál es el real nivel de detalle que se espera: podrían ser los avances de ejecución física, lo cual habría que especificar si se aplica sólo a inversión, o si también están pensando en cantidad de beneficiarios y/o servicios entregados; la otra innovación podría ser que este artículo dice que los que informan sean los ministerios (si ya lo hace la DIPRES, sería redundante).

Artículo 69 D: La Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, a través de la Secretaría de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, estará facultada para solicitar, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto de la Nación. Tanto los organismos del Estado como sus empresas deberán obligatoriamente enviar dicha información a más tardar dentro de los 10 días hábiles siguientes que reciban la solicitud de información, so pena de incurrir de pleno derecho, el responsable, en incumplimiento grave de sus obligaciones.

Problemas:  

1) Esta facultad existe y se ejerce, por la Sala, por las Comisiones y por la Oficina de Informaciones.

2) Situación de las empresas públicas.

3) ¿Es razonable el plazo?

LOC Congreso, Artículo 9°, inc. 1°.- Los organismos de la Administración del Estado y las entidades en que el Estado participe o tenga representación en virtud de una ley que lo autoriza, que no formen parte de su Administración y no desarrollen actividades empresariales, deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las comisiones o por los parlamentarios debidamente individualizados en sesión de Sala, o de comisión. Estas peticiones podrán formularse también cuando la Cámara respectiva no celebre sesión, pero en tal caso ellas se insertarán íntegramente en el Diario o en el Boletín correspondiente a la sesión ordinaria siguiente a su petición.

LOC Congreso, Artículo 9° A, inc. 1°.-Las empresas públicas creadas por ley, las empresas del Estado y las sociedades en que éste tenga aporte, participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría en el directorio, cualquiera sea el estatuto por el que se rijan, incluso aquellas que de acuerdo a su ley orgánica deban ser expresamente mencionadas para quedar obligadas al cumplimiento de ciertas disposiciones, deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las comisiones de las cámaras o por los parlamentarios debidamente individualizados en sesión de Sala, o de comisión. Estas peticiones podrán formularse también, cuando la Cámara respectiva no celebre sesión, pero en tal caso ellas se insertarán íntegramente en el Diario o en el Boletín correspondiente a la sesión ordinaria siguiente a su petición.

4. Esfuerzos complementarios en transparencia presupuestaria.
En el contexto actual, en que el nivel de tipo de cambio real podría ser demasiado bajo para contar con un sector exportador no minero competitivo y dinámico en el largo plazo, cobra alta importancia conocer las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, para evaluar el efecto sobre el tipo de cambio de los eventuales descalces cambiarios del Fisco que lo llevan a tener que vender sumas importantes de  dólares para financiar gasto en pesos.

Para ello, el H. Senador Zaldívar presentó una moción que perfecciona la Ley 20.128, sobre responsabilidad fiscal, que se encuentra en primer trámite constitucional (7.452-05). En particular, propone agregar en la Ley 20.128, sobre responsabilidad fiscal, el siguiente artículo 25 nuevo:

“Artículo 25.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe trimestral de las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares de los Estados Unidos de América, así como de otras monedas extranjeras, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.”


A continuación, la Directora de Presupuestos, señora Rosanna Costa, señaló que la DIPRES comparte el diagnóstico de que la institucionalidad presupuestaria chilena es muy centralizada, cuestión que ha exigido, y exige, esfuerzos en pos de la transparencia. Hizo ver que, en esta línea, el órgano que dirige ha aumentado, fundamentalmente en los últimos años, el caudal de información sobre gastos que pone a disposición de los parlamentarios y de la ciudadanía, el que, no obstante, puede resultar a veces difícil de procesar y, por lo mismo, no necesariamente útil. Admitió, además, los problemas que apareja la necesidad de examinar gran cantidad de información en papel, formato en que se entrega buena parte de la información a senadores y diputados. Por lo expuesto, resaltó la importancia de buscar mecanismos que permitan perfeccionar la forma en que se entrega la información, idealmente optimizando lo que ya se está haciendo con la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Hizo presente, asimismo, que el presupuesto de la nación se expresa en gastos, no a través de programas o productos específicos, sin perjuicio de lo cual la DIPRES, fundamentalmente con motivo de la creación del Ministerio de Desarrollo Social, ha ido desarrollando evaluaciones ex ante que permiten la vinculación de programas. Pero el clasificador presupuestario, enfatizó, es eminentemente de gastos.


Siendo tanta la información que fluye, prosiguió, un instrumento que debiera ser mayormente tomado en cuenta es el de los Programas de Mejoramiento de Gestión (PMG), cuyos indicadores sí reflejan producto y permiten la expresión del presupuesto en resultados, que es lo que finalmente se persigue, cuestión que da lugar al nivel de análisis y discusión que es propio de las políticas públicas.


En cuanto a la forma en que debe ser entregada la información, sostuvo que la introducción de modificaciones al clasificador presupuestario puede importar grandes rigideces a la administración presupuestaria, pues supone la dictación de decretos. Pero es además innecesario, por cuanto existe hoy información complementaria disponible en anexos. En relación con el particular contenido de los artículos de la moción, sostuvo que los decretos que disponen modificaciones o reasignaciones al presupuesto aprobado son puestos actualmente en conocimiento del Congreso. Pero para hacerlos más comprensibles, en la página web de la DIPRES se pone a disposición trimestralmente, para cada servicio público, una planilla que indica el número del decreto, con link a sus preceptos, y las variaciones del gasto. Del mismo modo, al momento de la entrega de la información sobre ejecución trimestral, se detalla cuál es la ley original, cuál la que fue actualizada, y cuál el nivel de ejecución. De manera que, en su opinión, pareciera que ya se encuentra debidamente pormenorizada la información que se entrega, así como los efectos que posee.


Respecto del detalle regional y por producto para cada uno de los ítems del gasto presupuestario, manifestó que no es una información con la que cuente completamente la DIPRES. Esto, por variados motivos, entre ellos, la existencia de servicios públicos que no tienen expresión regional en términos presupuestarios, como el Ministerio de Defensa, cuya gente rota a lo largo del año, lo que explica que el subtítulo de personal se encuentre bastante centralizado; modificarlo, entonces, significaría un costo bastante alto para las Fuerzas Armadas. En el caso de los bienes de consumo, si bien es más fácil conocer los gastos regionales, puede resultar poco útil, toda vez que muchas instituciones compran centralizadamente para enviar, posteriormente, lo que corresponda a cada región.


Por el contrario, sí podría resultar útil, a su juicio, la información relativa a los siguientes ítems:


- Transferencias de capital, si bien hay algunas, como los aportes que se hacen a municipios, de las que no se tiene la expresión presupuestaria detallada.


- Transferencias corrientes. Si bien no se encuentra hoy sistematizada, la rendición por producto podría realizarse estableciendo un esquema flexible que permita la especificación paulatina de las diversas transferencias, por ejemplo a través de formularios de preguntas, por el que deban los Ministros de Estado responder a las inquietudes de los parlamentarios. El marco más adecuado para proceder de esta manera, sugirió, sería el  de las subcomisiones de presupuestos.


- Inversión. Destacó que en el articulado de la ley de presupuestos se establece la obligación de presentar, una vez al año, el listado de todos los proyectos de inversión, indicando la fecha estimativa de su entrega. Tal información podría ser entregada trimestralmente, agregando el estado de ejecución.   


Sobre la inmediatez de las respuestas que se brinden a las consultas de la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, puso de manifiesto que 10 días hábiles constituye un plazo bastante exiguo, en el que, responsablemente, sólo se podría contestar cuánto va a demorar y qué trabajos se van a realizar para poder dar respuesta.


Enseguida, la Comisión tuvo presente la opinión del señor Secretario de las Comisiones de Hacienda y Especial Mixta de Presupuestos, quien se refirió a la experiencia de la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado en la revisión de la información presupuestaria. En efecto, indicó, es posible distinguir tres tipos de presupuestos: el aprobado por el Congreso Nacional, que se plasma en la ley de presupuestos; el presupuesto en ejecución, que contiene los cambios que el Ejecutivo efectúa en virtud de de las atribuciones que le otorga la flexibilidad presupuestaria; y el presupuesto ejecutado, aquel que se puede revisar una vez concluido realmente el ejercicio presupuestario del año que se trate. De esta manera, dependiendo del escenario en que se esté, se  genera una necesidad de información o de procesamiento diferente de la misma, de donde deviene la necesidad de dotar al Congreso de herramientas más competentes.


En la actualidad, añadió, si bien efectivamente existe la obligación de enviar al Congreso la información relativa a los cambios que se realicen al presupuesto, 30 días después de finalizado el trimestre respectivo, la recepción en sede parlamentaria de dichos antecedentes puede materializarse hasta 120 días después de realizada alguna reasignación. Se configura, así, la necesidad de que al menos la información de mayor importancia pudiese ser puesta en conocimiento del Congreso con mayor prontitud, fundado en que se trata de modificaciones a cuestiones a que el propio Legislativo concurrió a dar su aprobación. 


En relación con la solicitud de entrega de información en forma regionalizada, explicó que la aspiración de los parlamentarios va más allá de lo que el Ejecutivo da a conocer en las subcomisiones de presupuesto con motivo del seguimiento de la ejecución presupuestaria. Apuntan, en realidad, a que el proyecto de ley de presupuestos que se propone al Congreso Nacional se encuentre expresado en forma regionalizada, a objeto de que al pronunciarse sobre las diversas partidas, tengan conocimiento de cuáles son exactamente los proyectos específicos que están aprobando.


Otro asunto, prosiguió, que no está específicamente tratado en la moción en análisis, pero que se ha discutido en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, es el de las evaluaciones. Éstas han ido aumentado año a año, desde los inicios con las evaluaciones de programas, a las que se añadieron las evaluaciones de impacto y, más tarde, las evaluaciones comprehensivas del gasto. Si bien es efectivo que cada año el Legislativo y el Ejecutivo deciden los programas a evaluar, el problema radica en que esas evaluaciones tienen sólo un contratante, la Dirección de Presupuestos, lo que genera un incentivo para que las entidades evaluadoras tiendan a efectuar evaluaciones “amables”. Si el Congreso, planteó, tuviera la posibilidad de contratar al menos un par evaluaciones, podría contribuir a que las entidades evaluadoras fueran más estrictas en su cometido, pues ya no serían tributarias de un solo contratante.


En otro orden de materias, coincidió con la necesidad de converger hacia un sistema de transmisión de los datos que el Ejecutivo entrega al Legislativo, pues en la actualidad no existe un sistema informático que permita que “conversen” las bases de datos de ambos poderes del Estado, lo que genera pocas posibilidades de cruzar los datos existentes. De hecho, graficó, el Congreso no tiene acceso a los datos del Sistema de Gestión Financiera del Estado (SIGFE), que cuenta con mucha información que resultaría bastante útil y cuyo conocimiento haría innecesario el envío de las cantidades de papel que hoy se remiten.


Finalmente, respecto de las atribuciones que la moción plantea que se entreguen a la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, precisó que ésta no funciona a requerimientos particulares o personales de sus funcionarios, sino que a solicitud de los senadores y los diputados, exclusivamente. Y si bien puede ser que el plazo de 10 días propuesto no sea muy amplio, cabe tener presente que, mayoritariamente, la información que se pide no guarda relación con profundos estudios o análisis, sino, más bien, con antecedentes específicos sobre proyectos o actividades concretas en desarrollo o por desarrollarse en las respectivas circunscripciones o distritos, que debieran dar lugar, en consecuencia, a respuestas expeditas y simples que puedan ser luego transmitidas a la ciudadanía. En este sentido, agregó, podría ser conducente precisar el contenido de la moción, señalando que la solicitud de información deberá hacerse individualizando al parlamentario requirente y sólo respecto de información muy desagregada.


La señora Directora de Presupuestos expresó que es posible el envío de los decretos que modifican el presupuesto aprobado en plazos más reducidos que los que actualmente operan, sin perjuicio de lo cual es la información sobre ejecución trimestral disponible en el sitio web de la DIPRES la que, en su opinión, permite acceder al nivel detalle que persiguen los parlamentarios. El aludido informe trimestral, admitió, puede ser perfeccionado si se le incorporan consolidados de las diversas transferencias que se llevan a cabo en los ministerios. 


Hizo ver que, en todo caso, debe tenerse presente que la entrega de información se sujeta a los cierres de ejercicio que efectúan los respectivos servicios, en fechas que no son uniformes en todos los casos, a lo que se suma la pervivencia de ministerios, como el MOP, que tienen sistemas contables homologados.


Respecto de la información que se solicita conocer al momento de la presentación del presupuesto al Congreso por parte del Presidente de la República, observó que, de manera general e informal, efectivamente se pone a disposición el listado de inversiones del MOP; empero, no todos esos proyectos han cumplido con todos los trámites y autorizaciones pertinentes, y no llegan, en consecuencia, a ejecutarse, porque no constituyen compromisos definitivos. De manera que si, en relación con esa misma o con otras carteras, se diera a conocer una nómina oficial y formal de proyectos, debiera contener sólo aquellos que han sido debidamente autorizados, pues de otra forma no podrían ser incluidos. Esta es la razón, subrayó, por la que el Ejecutivo opera enviando la información al Congreso sólo una vez que se han identificado los proyectos, lo que ocurre con posterioridad a la presentación del proyecto de ley de presupuestos. Los decretos que identifican los proyectos, desde luego, pueden ser puestos trimestralmente a disposición de los parlamentarios.


El Honorable Senador señor Escalona señaló que la aprobación del proyecto de ley en análisis, resultaría muy importante para el objetivo de estandarizar y normar las relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo en materia de información presupuestaria, cuestión necesaria más allá de las buenas relaciones que, por ejemplo en estos momentos, puedan existir entre quienes forman parte del Gobierno y los opositores a él.


Sería muy relevante, además, pues contribuye a resolver problemas políticos, como el que se generó en Chile tras las reasignaciones presupuestarias que siguieron al terremoto de febrero del año pasado, que se verificaron sin que hubiera mayor debate ni se proporcionara oportuna información por parte del Ejecutivo; o como la necesidad ciudadana de informarse acerca de las destinaciones de Carabineros e Investigaciones; o como, finalmente, la exigencia pública por analizar los antecedentes de las empresas, como ENAP o CODELCO, en que el Estado tiene participación, conociendo, por ejemplo, si en el caso de la última está o no recapitalizando las utilidades que pueda obtener o sobre su sistema de subcontratación. Constituyen, las reseñadas y otras, realidades que sin duda impactan sobre el quehacer político y, bien específicamente, sobre el rol que a los parlamentarios corresponde desempeñar, pues no cuentan con la información necesaria para dar respuesta a las interrogantes de la ciudadanía.  


La señora Directora de Presupuestos expresó compartir que algunos de los contenidos de la moción en estudio debieran quedar incorporados en la ley, como se ha venido sosteniendo. Sin embargo, insistió en que hay información con que la DIPRES no cuenta, por lo que malamente la podría entregar. Así, graficó, no tiene un presupuesto abierto por región para todos los servicios, ni tampoco sería fácil poder implementarlo. El Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado (SIGFE), añadió, se encuentra recién en su segunda etapa de montaje, por lo que la ampliación de su nivel de detalle será en todo caso algo progresivo.


Reiteró que eventuales modificaciones al clasificador presupuestario implicarían rigidizar el sistema, pues necesariamente los decretos que se dicten deberán pasar por el trámite de toma de razón de la Contraloría General de la República. Si, en cambio, se agrega información anexa al antedicho clasificador, sí será posible hacer seguimiento a las reasignaciones en inversión para las regiones.


El sistema, prosiguió, no se encuentra preparado para entregar información sobre el presupuesto regional de todo el Gobierno. Y si así se decidiera hacer, tardaría un buen tiempo desarrollarlo.


Por otra parte, señaló que en los servicios públicos que tienen expresión regional existe la obligación de detallar las transferencias corrientes, mediante decreto, el que puede ser también puesto a disposición del Congreso. Así acontece, por ejemplo, en el FOSIS, que cada principio de año realiza una apertura en virtud de la cual puede observar si que una determinada región va quedando con rezagos. Para el futuro, podría implementarse el mismo mecanismo en otras instituciones. 


En el caso de las Fuerzas Armadas, hizo ver que si bien cuentan con expresión regional, sus adquisiciones las realizan centralizadamente, lo que explica que en el ítem “compras” de cada región, no aparezca reflejado lo que efectivamente se consume en ella. 


El Honorable Senador señor Lagos indicó que respecto de las policías, no obstante la centralización de las adquisiciones, debe existir la información que de cuenta de la distribución regional o comunal de todas ellas.


La señora Directora de Presupuestos explicó que en tales casos, será el Ministerio de Defensa el que deba entregar ese detalle de información, y no es, en consecuencia, la expresión presupuestaria la que va a arrojar los antecedentes.  


En base a todo lo expuesto, concluyó, debe realizarse un trabajo conjunto entre la DIPRES y los parlamentarios para definir con precisión cuáles serán las materias que se pueden incorporar a la ley, y cuáles las que debe ser objeto de una optimización en la información que se entrega a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sin perjuicio que estas últimas, una vez sistematizadas y con el paso del tiempo, puedan llegar también a formar parte de la legislación. 


En una siguiente sesión, el abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Fuad Rumié, sostuvo que algunas de las pretensiones de la moción en estudio revisten dificultades ciertas de  implementación para el Ejecutivo, que fija vía decreto los clasificadores presupuestarios y que cuenta con la flexibilidad presupuestaria como herramienta fundamental de su trabajo, en el contexto de la autonomía con que constitucionalmente ha sido dotado para la elaboración del presupuesto. Sin perjuicio de lo expresado, por tratarse de una iniciativa relacionada principalmente con la necesidad de información por parte del Congreso, se está analizando una propuesta para ser presentada.


Con posterioridad, en una nueva sesión, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, expresó que la propuesta elaborada por el Ejecutivo busca conciliar las pretensiones que la moción contiene, de un lado, con el resguardo de sus propias facultades y la información disponible, del otro, de manera de hacer practicables los perfeccionamientos que en materia de información presupuestaria sean decididos. Esto, subrayó, sin perjuicio de la disposición del Gobierno para el análisis de las ideas que al efecto se planteen.


A modo de ejemplo, se refirió al artículo 69 A que el proyecto propone incorporar al decreto ley N° 1.263, estableciendo para el Ejecutivo el deber de enviar al Congreso Nacional todos los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones al presupuesto aprobado, a más tardar 15 días después de su total tramitación. A juicio del Gobierno, más adecuado sería agregar un inciso al artículo 26 bis del mismo cuerpo legal, que disponga lo siguiente: “La Dirección de Presupuestos deberá publicar en su sitio web los decretos que dispongan modificaciones presupuestarias, a más tardar 15 días después de su total tramitación.”. Esto pues, en realidad, en la medida que los antecedentes en cuestión se encuentren disponibles por vía electrónica, es preferible dicho formato al envío de papel en cantidades que, en muchos casos, sólo se acopian y no llegan a ser objeto de un debido análisis y procesamiento.


La señora Directora de Presupuestos agregó que más allá de los términos en que se redacte la disposición, el interés de la DIPRES es poder entregar al Congreso incluso más información de la que hoy en día se comunica, lo que puede ser a través de papel, por cierto, pero también consensuando con la Comisión Especial Mixta de Presupuestos una modalidad que permita pueda ser conocida en formato digital.  



El Honorable Senador señor Escalona hizo hincapié en que lo que debe ante todo resguardarse es la fe pública, por lo que deben establecerse modalidades formales de envío y recepción de la información. La fijación en la ley de que el mecanismo a utilizar será la página web de la DIPRES, en consecuencia, es insuficiente, y más apropiado sería el envío de esa información por vía electrónica a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional.


La señora Directora de Presupuestos indicó que  ambas cosas pueden ser realizadas: enviar la información por vía electrónica y, al mismo tiempo, publicarla en el sitio institucional en un formato que responda a las necesidades de la antedicha Comisión.


El Honorable Senador señor Novoa planteó la conveniencia de solicitar autorización a la Sala de la Corporación para discutir la iniciativa en general y particular a la vez, con el objeto de llevar a cabo en el seno de la Comisión el análisis de ciertas disposiciones cuya constitucionalidad puede resultar discutible, de manera de efectuar las enmiendas que sean pertinentes en el texto que en definitiva se proponga a la precitada Sala. Los problemas de constitucionalidad, precisó, podrían estar dados por la determinación de la forma en que se lleva a cabo la administración del Estado, materia propia del Presidente de la República, cuando se propone la forma en que debe ser entregada la información en el proyecto de ley de presupuestos del sector público.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa, acordó solicitar a la Sala del Senado, autorización para discutir el presente proyecto de ley en general y particular a la vez.


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Honorable Senador señor Gómez señaló que la forma en que se recibe la información presupuestaria en el Congreso Nacional no permite realizar un efectivo seguimiento de los recursos que el Estado invierte, cuestión que hace necesario introducir perfeccionamientos como los que la moción propone, que permitan conocer la desagregación nacional y regional, por ministerio y servicio, de dichos recursos, así como las modificaciones, y sus fundamentos, a aquello que inicialmente se presenta en el proyecto de ley de presupuestos.


El Honorable Senador señor Escalona valoró la relevancia del proyecto de ley en estudio como una herramienta válida para conocer de mejor manera el desarrollo de la ejecución presupuestaria y poder influir en ella. En efecto, indicó, tal necesidad adquiere mayor importancia cuando, como acontece en la actualidad, el Ejecutivo mediante decretos efectúa recortes presupuestarios que suponen una subejecución que tiene enormes consecuencias sobre el desarrollo de la inversión pública regional, llegando en algunos casos a paralizarla, con la complejidad mayor aún que supone que pueda con posterioridad volver a ponerse en marcha.


La señora Directora de Presupuestos expresó que el Ejecutivo ha elaborado una propuesta de indicación sustitutiva al proyecto de ley para ser presentada en la instancia que resulte pertinente. Sin perjuicio de las enmiendas de que pueda ser objeto en tanto no sea formalmente ingresada, la puso en conocimiento de la Comisión. Su tenor, en lo que al articulado propiamente tal se refiere, es el siguiente:

“Artículo Primero.- Agréguese a la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal, el siguiente Título III, con sus respectivos artículos 19 a 23, nuevos, que a continuación se señalan, pasando el actual Título III a ser Titulo IV y los artículos 19 y siguientes actuales, a tomar la numeración correlativa correspondiente:

“Título III

NORMAS SOBRE INFORMACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 19.- La Dirección de Presupuestos deberá remitir, por medios electrónicos, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los primeros 15 días de cada mes, copia de los decretos totalmente tramitados en el mes anterior que dispongan:

1) modificaciones presupuestarias

2) identificaciones de iniciativas de inversión

Dichos decretos deberán ser publicados en igual fecha en la página web de la Dirección de Presupuestos. 

Complementariamente,  dentro de los 30 días siguientes al vencimiento del trimestre respectivo la Dirección de Presupuestos deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en el trimestre anterior, especificando la cantidad de decretos y montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.

Artículo 20.- La Dirección de Presupuestos deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, por medios electrónicos, en forma complementaria y previa a la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos de cada año, información desagregada a nivel de ítem y asignaciones de los subtítulos de gastos de todas las partidas presupuestarias, incluyendo información desagregada a nivel regional cuando corresponda.

En el caso de las iniciativas de inversión, deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de enero de cada año, la nómina de las iniciativas de inversión que se proyecta ejecutar con cargo a los recursos consultados en el subtítulo 31, desglosado por Ministerio, y detallada a nivel regional y comunal.

Artículo 21.- Los Ministerios entregarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional informes trimestrales de ejecución presupuestaria, que contengan el nivel de avance en la ejecución física en materia de inversiones. Cuando corresponda, deberán informar acerca de la cantidad de beneficiarios o volumen de servicios entregados, según sea el caso,  asociado a la ejecución financiera de los subtítulos de gasto de sus respectivas partidas presupuestarias, incluyendo información desagregada a nivel regional. En caso contrario, deberán especificar aquellos programas, proyectos o gastos que, por sus características, no sean susceptibles de desagregarse regionalmente.
Artículo 22.- La Dirección de Presupuestos enviará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional la siguiente información:

1) Informes trimestrales de ejecución, que contengan el nivel de avance en la ejecución financiera de los subtítulos de gastos de todas las Partidas, con la desagregación señalada en el inciso primero del artículo 20, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.  

En el caso de la ejecución de las iniciativas de inversión, el informe deberá incluir además los montos identificados y devengados por proyecto.

2) Informe de la ejecución mensual del presupuesto de ingresos y gastos de las partidas, capítulos y programas aprobados, respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo mes.

Artículo 23.- Las comisiones o los parlamentarios debidamente  individualizados en sesión de Sala, o de Comisión, podrán solicitar a través de la Oficina de Informaciones de la respectiva Corporación, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto vigente. A estas solicitudes les serán aplicables las normas establecidas en el artículo  9º de la ley Nº 18.918, Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.".”.


La señora Directora de Presupuestos señaló, en primer lugar, que la propuesta sería presentada en forma de indicación sustitutiva con el fin de salvaguardar el origen parlamentario del proyecto de ley, así como su autoría. En cuanto a su contenido, propiamente tal, destacó que a diferencia de la moción, que plantea enmiendas al decreto ley N° 1.263 sobre Administración Financiera del Estado, se propone la intercalación de un título, nuevo, a la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal, que agregue cinco nuevos artículos. En relación con el primero de ellos, el artículo 19, hizo ver que hoy en día la página web de la DIPRES ya informa los valores iniciales, los actualizados y los decretos que han mediado entre unos y otros.


El Honorable Senador señor Gómez hizo ver que en el artículo 19 no se incluyen, como hace la moción, las reasignaciones presupuestarias, sino que tan solo se habla de las modificaciones de la misma índole.


Asimismo, advirtió que el sentido de la moción es que los parlamentarios puedan contar con mayores antecedentes al momento de la presentación del proyecto de ley de presupuestos por parte del Presidente de la República, cuestión que no es recogida por la propuesta presentada en esta ocasión por el Ejecutivo, que sólo se hace cargo de la información posterior a la ejecución.


La señora Directora de Presupuestos aclaró que cuando se habla de “modificaciones” presupuestarias, se entienden incluidas en ellas las “reasignaciones” al presupuesto, las que, a mayor abundamiento, podrían ser igualmente incluidas de manera expresa en el texto propuesto.


Por otra parte, explicó que modificar la forma de presentación de la ley de presupuestos implica efectuar cambios en el clasificador presupuestario, lo que ya no pasa solamente por las atribuciones con que cuenta el Ejecutivo, por cuanto involucraría una nueva forma de llevar la administración financiera del Estado. En concreto, la ampliación del aludido clasificador significa que cualquier cambio al interior de un ítem o transferencia que hoy día se presenta como monto único, hace necesaria una reasignación. 


El Honorable Senador señor Gómez sostuvo que las modificaciones planteadas en la moción no alteran el clasificador presupuestario, pues lo que se está solicitando es que la información sea entregada, precisamente, como aquél lo establece, a través de subtítulos, ítems y asignaciones, con el mismo nivel de detalle, por lo demás, que la partida correspondiente al MOP lo hace.


La señora Directora de Presupuestos aclaró que lo que hace la partida del precitado Ministerio, es acompañar información complementaria de un listado de inversiones tentativas que no tienen código del Banco Integrado de Proyectos (BIP) ni han ingresado al sistema del Ministerio de Planificación y que, en consecuencia, no son necesariamente las que se llegan a ejecutar. Siendo esto así, remarcó, lo que el Ejecutivo está planteando es proveer permanentemente, de manera actualizada y región por región, la información relativa a cuándo se inicia, cuáles son los avances y cómo se identifican las  inversiones. 


El Honorable Senador señor Gómez consignó que, en su experiencia como Ministro de Estado, pudo constatar que cuando se presenta el proyecto de ley de presupuestos, las iniciativas allí incluidas ya no son tentativas, pues sólo tienen este carácter en las etapas previas. Sabido es, agregó, que la DIPRES sólo visa la entrega de recursos en la medida que se trata de cuestiones ciertas y fundadas.


La señora Directora de Presupuestos insistió en que los proyectos incluidos en el listado de la partida del MOP no cuentan, al momento de su presentación, con informe de rentabilidad social, y sólo lo adquieren, si es que lo hacen, durante el año de ejecución presupuestaria. Muchas de esas iniciativas, además, sufren enmiendas en relación con su formulación original. Para eso, justamente, el artículo 20 de la propuesta realizada por la DIPRES compromete el envío a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en forma previa a la discusión de la ley de presupuestos de cada año, de información desagregada a nivel de ítems y asignaciones de los subtítulos de gastos de todas las partidas presupuestarias, incluyendo información desagregada a nivel regional cuando se encuentre disponible.  Además, se deberá enviar la nómina de iniciativas de inversión que se proyecta ejecutar con cargo a los recursos del subtítulo 31, desglosado por Ministerio y a nivel regional y comunal.


El Honorable Senador señor Lagos manifestó que la propuesta presentada por el Ejecutivo recoge buena parte de las inquietudes planteadas en materia de conocimiento de información sobre formulación, nivel de ejecución del presupuesto y modificaciones al mismo, así como sobre las facultades de los parlamentarios para solicitar información al Gobierno o a los ministerios, por separado.


El Honorable Senador señor Escalona se mostró de acuerdo con los alcances y aprensiones explicitadas por el Honorable Senador señor Gómez, fundado en la doble faz del problema a que ven enfrentado en estos días los parlamentarios. Desde una perspectiva general, el enorme descrédito a que se encuentra sometido el sistema político nacional ante la opinión pública, que no considera que responda a las exigencias que la democracia demanda, entre ellas, la de asumir el rol que le corresponde en relación con la ley de presupuestos. Esto se explica, en parte, por el hecho que senadores y diputados están permanentemente expuestos a que iniciativas anheladas por la comunidad a la que representan, no son finalmente incluidas en el presupuesto de la Nación, lo que evidentemente incide sobre la valoración que sobre su función existe. 


Desde un prisma más particular, en tanto, recordó que la Constitución Política de la República ha sido reformada en orden a establecer la elección por sufragio universal de los consejeros regionales, quienes deberán aprobar el proyecto de presupuestos de su respectiva región, decidiendo, en definitiva, sobre la ejecución de obras de claro impacto local. Con esta atribución no contarán los parlamentarios, cuya labor, en consecuencia, sufrirá un nuevo detrimento. De ahí, resaltó, la importancia del contenido del artículo 69 B de la moción en estudio, al proponer que quede establecido en la ley el deber de informar los programas, proyectos, iniciativas o actividades a realizar con los recursos contenidos en el proyecto de ley de presupuestos, cuestión que, por cierto, no es incompatible con el hecho de que dichas iniciativas puedan ser objeto de modificaciones con posterioridad a su aprobación.


El Honorable Senador señor Gómez concordó, a su vez, con lo expuesto por el Honorable Senador señor Escalona, añadiendo que de lo que se trata es que la información presupuestaria a la que tenga acceso el Congreso sea la adecuada, con prescindencia de qué coalición política se encuentre en el Gobierno o en la oposición. Puso como ejemplo, al efecto, lo acontecido en la última discusión presupuestaria a propósito de la construcción de un nuevo estadio en la ciudad de Antofagasta, que inicialmente se anunció pero posteriormente no se concretó. Pudiendo ser muy atendibles las razones por las que no se llegó a ejecutar la obra, razonó, lo lógico es que quien así lo decidió explique los fundamentos que tuvo para hacerlo. 


El Honorable Senador señor Frei acotó que algo similar ocurrió con un nuevo estadio que se prometió para la ciudad de Osorno.


La señora Directora de Presupuestos dio a conocer la disposición del Ejecutivo para estudiar la posibilidad de que la información de ejecución a que se refieren los artículos 21 y 22 de la propuesta hecha saber a la Comisión, pueda ser proveída al momento de la presentación del proyecto de ley de presupuestos; y de proveer a los parlamentarios, en la discusión presupuestaria, el listado de los proyectos de inversión y, posteriormente, la información necesaria para contrastar si se van o no ejecutando, en el entendido, ciertamente, que en forma previa deben pasar por la evaluación del Ministerio de Planificación que determine si tienen o no rentabilidad social. Esto permitirá, puntualizó ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, que los parlamentarios verifiquen durante el año el estado de avance de una determinada obra que hubiese sido incluida al momento de la presentación del presupuesto.  


Puso de relieve, asimismo, que en la propuesta del Ejecutivo se está incorporando a la ley una práctica que hoy ya existe, cual es que trimestralmente cada Ministerio deba entregar al Congreso información sobre la ejecución presupuestaria.


Finalmente, aludiendo al artículo 23 que se ha planteado, indicó que, en consonancia con la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, no es la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado la llamada a solicitar información a los organismos de la Administración o a las empresas del Estado, sino los parlamentarios debidamente individualizados en sesión de Sala o de Comisión.


El Honorable Senador señor Escalona hizo hincapié en la transparencia y rectitud que requiere el sistema político para generar credibilidad en la ciudadanía, objetivo que no se logra cuando, con malas artes, algunos senadores o diputados obtienen de autoridades del Ejecutivo la provisión de recursos financieros que no aparecían contemplados en la ley de presupuestos, poniendo en entredicho, nuevamente, el rol de la totalidad de los parlamentarios. Estas prácticas, afirmó, podrían evitarse si éstos conocieran con anterioridad cuáles son los proyectos cuya ejecución se contempla para el año presupuestario, de la misma manera que se podría precaver que, al momento de ser consultados por la ciudadanía, se encontraran en antecedentes sobre lo que el Ejecutivo ha previsto.


Lo expresado, culminó, se sustenta en un ejercicio de responsabilidad política que impide caer en el facilismo de radicar toda la responsabilidad del descontento ciudadano en el Gobierno que no entrega información o en sus parlamentarios afines, pues de lo que trata es de que el sistema en su conjunto se encuentre en condiciones de satisfacer las expectativas de la población cuando esta quiere saber, a fin de cuentas, en qué se van a invertir los recursos fiscales.


El Honorable Senador señor Gómez observó que en el contexto global del uso de los recursos públicos, tanto como conocer los listados de proyectos de inversión, interesa estar al tanto de los gastos en personal en que incurren los distintos ministerios. Esto último cobra mayor importancia cuando circulan versiones de que, en el actual Gobierno, se está incorporando personal en condiciones remuneratorias más beneficiosas que las que tienen los trabajadores que prestaban servicios en antiguas administraciones.


El objetivo, insistió, es que si el Ejecutivo, al que sin duda cabe el control de los recursos financieros del Estado, decide asignar fondos a un determinado fin o efectuar reasignaciones, lo informe.


La señora Directora de Presupuestos puso de manifiesto los siguientes aspectos:


- Si bien no todos los servicios públicos cuentan con oficina de personal en cada región, por lo que muchas veces el pago se realiza centralizadamente, sí publican, en sus respectivas páginas web, la remuneraciones brutas de la totalidad de sus funcionarios. Igualmente, no todos los servicios llevan a cabo sus adquisiciones descentralizadamente, lo que explica que sea imposible entregar la información desagregada regionalmente.  


- Una opción para que los parlamentarios puedan acceder a mayores antecedentes, sería que se adentraran en la información contable disponible en el SIGFE.  


- No existirían mayores inconvenientes para poner a disposición del Congreso Nacional el listado de proyectos de inversión de las diversas partidas, de manera similar a como se hace en la correspondiente al MOP, siempre que exista claridad de que se trata de información anexa y complementaria.  


- Todas las reasignaciones presupuestarias, en la medida que representen gasto, son en la actualidad informadas por la DIPRES al Congreso Nacional.


Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

Previo a la votación de las disposiciones de la moción parlamentaria, la señora Directora de Presupuestos dejó expresa constancia que sólo en el entendido que en ellas se trata únicamente de solicitudes de información que no importan modificaciones en el clasificador presupuestario, el Ejecutivo estima que la iniciativa se enmarca dentro de los estrictos mandatos que la Constitución Política contiene en materia de iniciativa exclusiva en la administración financiera y presupuestaria del Estado.

Artículo único

El artículo único del proyecto de ley agrega un Título VI bis, “De la información al Congreso Nacional”, que incorpora los artículos 69A, 69B, 69C y 69D, nuevos, al decreto ley Nº 1263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado:
Artículo 69 A

 Dispone que el Ejecutivo deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional todos los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones al presupuesto aprobado, a más tardar 15 días después de su total tramitación.

Artículo 69 B

Prescribe que todas las Partidas contenidas en el Proyecto de Ley de Presupuestos que se someta anualmente al Congreso Nacional, deberán contemplar información desagregada a nivel nacional y regional de los subtítulos 21 “Gastos en Personal”, 22 “Bienes y Servicios de Consumo”, 24 “Transferencias Corrientes”, 26 “Otros Gastos Corrientes”, 27 “Aporte Fiscal Libre”, 28 “Aporte Fiscal para Servicio de la Deuda”, 29 “Adquisición de Activos No Financieros”, 30 “Adquisición de Activos Financieros”, 31 “Iniciativas de Inversión”, 33 “Transferencias de Capital”, 34 “Servicio de la Deuda” y 35 “Saldo Final de Caja”, y de todos los ítem y asignaciones relacionados con los subtítulos antes mencionados. Del mismo modo, deberá cada Ministerio informar, detalladamente, los programas, proyectos, iniciativas o actividades a realizar con dichos recursos.


La Comisión aprobó los artículos 69 A y 69 B por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.

Artículo 69 C

Señala que los Ministerios deberán entregar, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, informes trimestrales de ejecución presupuestaria, que contengan el nivel de avance en la ejecución, tanto física como financiera, de los subtítulos indicados en el artículo 69 B.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos, acordó realizar una enmienda de carácter formal en el presente artículo, relativa a la referencia que en él se hace al contenido del artículo 69 B.

Artículo 69 D
Prescribe que la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, a través de la Secretaría de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, estará facultada para solicitar, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto de la Nación. Tanto los organismos del Estado como sus empresas deberán obligatoriamente enviar dicha información a más tardar dentro de los 10 días hábiles siguientes que reciban la solicitud de información, so pena de incurrir de pleno derecho, el responsable, en incumplimiento grave de sus obligaciones.

La señora Directora de Presupuestos dejó expresa constancia que, a juicio del Ejecutivo, el establecimiento de sanciones por el no envío de información por parte de los organismos o las empresas del Estado, importa el ejercicio de facultades de fiscalización por parte de la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, en circunstancias que a esta Cámara no le está permitido, por la Carta Fundamental, el desarrollo de dichas facultades.

Por otra parte, consignó que siendo la Contraloría General de la República el órgano encargado de sustanciar los procedimientos por incumplimiento grave de obligaciones, constituye un cambio en dicho procedimiento que sea la misma instancia que solicita la información la que determine la falta de cumplimiento.

El Honorable Senador señor Gómez expresó que en caso alguno puede ser estimado como inconstitucional que un órgano del Poder Legislativo solicite el envío de información, y que lo único que se propone establecer es un incumplimiento. La sanción que en definitiva se aplique, deberá hacerse con arreglo a los procedimientos regulares de la administración del Estado.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos, acordó suprimir las expresiones “de pleno derecho”

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único: Agréganse el siguiente Título VI bis y los artículos 69A, 69B, 69C y 69D, nuevos al decreto ley Nº 1263, de 1975 sobre Administración Financiera del Estado:
“Título VI bis

De la información al Congreso Nacional.

Artículo 69 A.- El Ejecutivo deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional todos los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones al presupuesto aprobado, a más tardar 15 días después de su total tramitación.

Artículo 69 B.- Todas las Partidas contenidas en el Proyecto de Ley de Presupuestos que se envíe anualmente para su aprobación al Congreso Nacional, deben contemplar información desagregada a nivel nacional y regional de los subtítulos 21 “Gastos en Personal”, 22 “Bienes y Servicios de Consumo”, 24 “Transferencias Corrientes”, 26 “Otros Gastos Corrientes”, 27 “Aporte Fiscal Libre”, 28 “Aporte Fiscal para Servicio de la Deuda”, 29 “Adquisición de Activos No Financieros”, 30 “Adquisición de Activos Financieros”, 31 “Iniciativas de Inversión”, 33 “Transferencias de Capital”, 34 “Servicio de la Deuda” y 35 “Saldo Final de Caja”, y de todos los ítem y asignaciones relacionados con los subtítulos antes mencionados. Del mismo modo, cada Ministerio informará detalladamente los programas, proyectos, iniciativas o actividades a realizar con dichos recursos.

Artículo 69 C.- Los Ministerios entregarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional informes trimestrales de ejecución presupuestaria, que contengan el nivel de avance en la ejecución, tanto física como financiera, de los subtítulos mencionados en el artículo precedente.

Artículo 69 D.- La Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, a través de la Secretaría de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, estará facultada para solicitar, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto de la Nación. Tanto los organismos del Estado como sus empresas deberán obligatoriamente enviar dicha información a más tardar dentro de los 10 días hábiles siguientes que reciban la solicitud de información, so pena de incurrir, el responsable, en incumplimiento grave de sus obligaciones.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 12 y 19 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz -Tagle, José García Ruminot (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez; 22 de marzo y 6 de abril de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez, y 18 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina y Ricardo Lagos Weber .


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre







Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ Y CANTERO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE COBRO DE PEAJES EN AUTOPISTAS SIN CAMINOS ALTERNATIVOS

(7493-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero Ojeda y José Antonio Gómez Urrutia.
- - - - - - - 


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el articulo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina, José Antonio Gómez Urrutia y Jaime Quintana Leal, proponer al Excelentícimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Asesor Jurídico del Ministro de Obras Públicas, señor Maximiliano Wild.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley, en estudio, tiene como objetivo introducir tres nuevos incisos al artículo 75 del decreto con fuerza de ley Nº 850, del año 1998 del Ministerio de Obras Públicas, para establecer que en el caso de rutas concesionadas, cuando se trate de caminos públicos, interurbanos y que no cuenten con caminos alternativos habilitados para su uso con condiciones de seguridad mínimas, se eximirá del pago de peajes a aquellas personas naturales y empresas de transporte público interurbano de pasajeros cumpliendo ciertos requisitos relativos principalmente a la acreditación de domicilio en alguna de las comunas que atraviesa el camino concesionado. 

Asimismo, se establece que no se podrá, en caso alguno, cobrar peaje en los caminos públicos cuya explotación se haya concesionado cuando a través de dicho camino sea la única ruta de acceso hacia un aeropuerto.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República, artículo 19 Nº 7, letra a) doctrinalmente denominada libertad ambulatoria y en su letra b) que dispone que la libertad personal no puede ser restringida sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes.

2.- Decreto con fuerza de ley Nº 850, de 25 de febrero de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 15.840, de 1964 y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960. Sus artículos 75 y 87.

3.- Decreto Supremo Nº 900, del año 1996, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones.

4.- Decreto Nº 956, de 20 de marzo de 1999, del Ministerio de Obras Públicas, Reglamento de la Ley de Concesiones.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción en estudio presenta una propuesta de modificación legal para establecer la obligación de que, en el caso de obras públicas de carácter vial, cuya explotación ha sido concesionada a particulares y en los casos en que no se cuente con una vía alternativa, deberán establecerse excepciones al cobro de los respectivos peajes para quienes residan en las comunas por las que atraviesa dicha ruta o bien que tengan que viajar a alguna de esas comunas con fines laborales.

La propuesta se formula tomando en consideración que la legislación vigente no establece tal obligación, razón por la cual se pueden concesionar obras públicas sin que exista una alternativa gratuita a dicha concesión. Esta situación se ve agravada cuando se contempla licitar tramos de vías que presentan alta demanda debido a que por ellas circulan personas que diariamente se movilizan a sus lugares de trabajo o cuando aquella ruta es la única alternativa, o la más directa, para el abastecimiento general de alguna localidad específica.

Tal es el caso de la comuna de Mejillones, que es unida con su capital regional, la comuna de Antofagasta, mediante un tramo de la Ruta 1, que pretende concesionarse y cobrarse peaje por el uso de ella. Mejillones es una comuna pequeña cuyo abastecimiento depende de la ciudad de Antofagasta y a su vez es un importante polo industrial que entrega muchas fuentes laborales a los ciudadanos de Antofagasta que deben viajar a diario hacia sus lugares de trabajo.

En la actualidad, el marco regulatorio en materia de concesiones de obras públicas y, específicamente de caminos públicos, está contenida en los siguientes cuerpos legales y reglamentarios:

Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas (Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 del año 2007 del Ministerio de Obras Públicas);

Ley de Concesiones (Decreto Supremo Nº 900 del año 1996 del Ministerio de Obras Públicas)

Reglamento de la Ley de Concesiones (Decreto Nº 956 de 20 de marzo de 1999 del Ministerio de Obras Públicas).

Dentro de este marco normativo, no existe regulación especial referida a las autopistas en particular, como tampoco se contempla la existencia necesaria de una vía alternativa a la autopista o ruta concesionaria.

Desde 1990 a la fecha, se han presentado dos proyectos de ley referentes a la materia.

El primero, con fecha 9 de noviembre de 1999, moción de varios Diputados que proponía establecer una vía alternativa de uso gratuito. Esta moción se fundaba en el artículo 19 Nº 7, letra a) de la Constitución Política de la República, doctrinalmente denominada libertad ambulatoria y en su letra b) que dispone que la libertad personal no puede ser restringida sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes.

Para los autores de la moción, el ejercicio del derecho constitucional de desplazamiento implica el tránsito gratuito por las vías urbanas y rurales del país. De este modo, el respeto de esta norma constitucional viene dado por la existencia de una vía alternativa a aquella que establece el pago de un peaje.

Asimismo, se funda en el artículo 24 del decreto con fuerza de ley Nº 850, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1998, que define como caminos públicos las vías de comunicación terrestre destinadas al libre tránsito, situadas fuera de los límites urbanos de una población.

En concreto, esa Moción proponía intercalar, en el artículo 75 del decreto con fuerza de ley Nº 850 citado, el siguiente inciso segundo: “Para poder establecer el peaje será necesario que exista o se establezca una vía alternativa de uso gratuito”.

Este proyecto fue archivado con fecha 9 de noviembre de 2006.

El segundo de los proyectos referidos a esta materia fue ingresado con fecha 15 de diciembre de 2004 por Moción de diversos Diputados. El proyecto proponía la prohibición del cobro de peaje en dos situaciones: si no existieren vías alternativas y si la ruta concesionada no estuviere terminada.

En cuanto a la primera situación, el proyecto proponía incluir la siguiente frase en el inciso tercero del artículo 7° del decreto Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas:

“La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación. En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión. Igualmente, en las bases se deberá establecer la obligación de contemplar caminos alternativos sin pago de peaje y si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos. Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente. Los plazos y las condiciones deberán estar claramente determinados en las bases”.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La Moción presentada está estructurada sobre la base de un artículo único que propone agregar los siguientes incisos tercero, cuarto y final, nuevos, al artículo 75 del decreto con fuerza de ley Nº 850 del año 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964 y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960:


El inciso tercero que se propone agregar dispone que en el caso de los contratos de ejecución de obra pública fiscal, adjudicados en licitación pública a cambio de la concesión temporal de su explotación, señalados en el artículo 87 de esta ley, cuando se trate de caminos públicos, interurbanos y que no cuenten con caminos alternativos habilitados para su uso con condiciones de seguridad mínimas, se eximirá del pago de peajes a aquellas personas naturales y empresas de transporte público interurbano de pasajeros, en tanto se cumplan los siguientes requisitos:

1. En el caso de las personas naturales, deberán acreditar que su domicilio se encuentra en alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y, además, que realizan el pago del permiso de circulación en alguna de dichas comunas. Asimismo, cuando por razones de trabajo deban desplazarse de una comuna a otra por dicho camino deberán acreditar este hecho mediante su contrato de trabajo u otro documento.

2. En el caso de las empresas de transporte público interurbano de pasajeros, deberán acreditar que tienen su casa matriz dentro de alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y que el pago del permiso de circulación de los vehículos que utiliza para prestar el servicio son pagados en alguna de dichas comunas.

El inciso cuarto que se propone agregar señala que el cumplimiento de los requisitos antes señalados deberá acreditarse ante la municipalidad respectiva quien certificará dicho hecho a través del medio que considere más idóneo para ello y que permita la identificación de los vehículos de aquellas personas que gozan de esta exención.

Por último, el nuevo inciso quinto, prescribe que no se podrá, en caso alguno, cobrar peaje en los caminos públicos cuya explotación se haya concesionado cuando dicho camino sea la única ruta de acceso hacia un aeropuerto.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal, los Honorables Senadores señores Escalona y Quintana dejaron constancia que adhieren a los fundamentos y texto de la moción en informe, en todas sus partes.



El Honorable Senador señor Gómez fundamentó  la moción recordando lo que aconteció en la ciudad de Lota,  lugar en que se estableció una vía concesionada, sin un camino alternativo, estando el público obligado a circular por ella y a pagar los costos y peajes que ello implica y que, en definitiva, constituyen un beneficio para la empresa. 



En este caso, se produjo una situación grave, porque la gente salió a la calle, protestó, se tomó el puente y los caminos y se solucionó el problema por la vía de la protesta, en circunstancias que lo razonable es buscar una solución a este problema.



En el caso de Antofagasta y Mejillones ha ocurrido lo mismo. Se construyó una vía concesionada en la cual se va a establecer el criterio de que la única vía de circulación hacia estas dos ciudades que son de una circulación muy amplia, porque muchas personas trabajan y estudian en esos lugares, estando en las mismas condiciones que los habitantes de Lota, ya que no hay vías alternativas.



Lo razonable es que si se licita una vía nacional de uso público, que es propiedad de todos y por donde uno puede circular libremente, exista una vía alternativa. Más aún, en el caso particular de acceso directo al aeropuerto, no hay otra vía que no sea la que está concesionada y, por lo tanto, significa un costo adicional para llegar a ese lugar.



Destacó que la Ley de Concesiones no obliga a tener vías alternativas y que a lo largo del país hay otras situaciones que se van a producir y que es necesario prevenir antes de que exploten.



Entiende que hubo una forma de desarrollo de las vías en Chile pero lo lógico es que existan vías alternativas, de lo contrario es necesario que se busquen compensaciones para quienes tienen relación directa y diaria con las autopistas y no es posible que ni la concesionaria ni el Estado se hagan cargo del problema.



El tema es que se impide el derecho a traslado y locomoción, que permite la Constitución, por los bienes nacionales de uso público y gratuito a las personas que usaban ese bien, cuando es concesionado y se le cobra y, además, a raíz de que si no tienen recursos y no pueden o no quieren pagar o cualquiera otra circunstancia no se puede trasladar de un lugar a otro sino ocupa la vía concesionada que es pagada.



El señor Maximiliano Wild, asesor jurídico del Ministerio de Obras Públicas manifestó respecto del proyecto que reconocen la necesidad de comunicación por vía terrestre accesible para todos. En este sentido señaló que se han hecho análisis, caso a caso, de las concesiones y por vía de Intendencia y del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y subsidios focalizados se están considerando las necesidades que puedan surgir en vías que se concesionan.



En este sentido, señaló que dada la generalidad de la norma de la Ley de Concesiones podría terminarse subsidiando a personas que efectivamente están en condiciones de proceder al pago en las vías concesionadas. Añadió que el subsidio siempre se ha focalizado hacia las personas que efectivamente lo necesitan y no se trata de privar de la posibilidad de comunicación a quienes están en condiciones de pasar únicamente por vías concesionadas. Puso como ejemplo, el camino a Farellones que está en la Cartera de Concesiones, que es una vía que no va  a ser usada por personas de escasos recursos y que con una norma demasiado general podría caer en casos de que se debe liberar de pago a personas que sí están en condiciones de pagar el peaje.



No obstante, y citando el mismo ejemplo, señaló que lógicamente en ese caso y en otros, como son la ruta de acceso a Iquique sí se consideran las necesidades sociales del sector y no se cobraría el pago a la gente que se ve en la obligatoriedad de usar esa vía como único medio de contectarse con otras ciudades importantes o que, atendida las condiciones patrimoniales personales, en cada caso, no sea posible que concurran al pago del peaje.



Esta materia se trabaja con las Intendencias y con los gobiernos regionales vía subsidio focalizado, entendiendo la necesidad de no bloquear las vías para el uso de nadie.



El Honorable Senador señor Escalona, Presidente de la Comisión, manifestó que este proyecto de ley es válido y enteramente atingente. Puso como ejemplo, el caso de la Región de Los Lagos en que al concesionarse la ruta Puerto Montt-Pargua se verán afectadas las comunas de Puerto Montt, Calbuco y Maullín, ya que todas las personas que trabajan y se desplazan con dirección a Maullín tienen necesariamente que circular por esa ruta poque no hay ninguna otra y son trabajadores de escasos recursos, algunos de ellos trabajadores independientes que van a ver afectada su situación económica.



Entiende que la autopista cumple una función de otra naturaleza, tiene como propósito mejorar la conectividad hacia Chiloé, pero aún así, en el caso de los chilotes tendrán que pagar nueve mil pesos por el uso de la barcaza que cruza el Canal de Chacao y a este gasto le van a agregar el peaje, totalizando una cantidad de cerca de diez mil pesos.



Este es un progreso dual ya que, en el verano, Tour Bus ofrecerá a los turistas un mejor traslado a los pasajeros que quieren ir a Chiloé pero los que trabajan todo el año entre Calbuco y Maullín o Puerto Montt van a ser perjudicados.



Manifestó haber enviado oficio al señor Ministro de Obras Públicas, al Ministro de Hacienda y al Intendente porque considera que en este caso el Ejecutivo debería aplicar la Ley del Transantiago, es decir, tendría que subvencionar ese peaje. Ese peaje no debería existir o debería existir en condiciones cualitativamente distintas a las que hay, porque en Santiago se le pagan todos los días $850, según el dato formal publicado en los medios de comunicación, a la persona que usa dos combinaciones de locomoción colectiva en la mañana y otros $850 en la tarde. O sea, el que se traslada en Santiago tiene un subsidio superior a $700 diario por el Transantiago. En cambio, la persona que está en región no recibe nada.



La autoridad hace oídos sordos sobre esta materia. Recordó que el año pasado se aprobó, en el mes de octubre, una ley que estableció 120 mil millones de pesos para otorgar un subsidio al transporte remunerado de pasajeros en regiones y no se aplica. 



Apoya este proyecto porque hay que garantizarle a las personas que puedan ir a trabajar. Destacó que el progreso está extendiendo la pobreza para una cantidad de personas que gozan de un ingreso modesto de sobrevivencia. Esta iniciativa legal, que proponen los Honorables Senadores señores Cantero y Gómez, se ponen en estos casos. En el caso de las personas naturales que tienen que acreditar el domicilio propio y del trabajo al cual concurren, o sea, no se trata de cualquier persona. Y, en el caso de las empresas de transporte público interurbano que acreditan que efectivamente hacen el viaje en el sector afectado, en este caso Calbuco y Puerto Montt.



Tiene que haber un sistema que beneficie a todo el país.



El Honorable Senador señor Quintana señaló que este problema ocurre en todas partes a lo largo del país, recordó que en Quepe tuvo que trasladarse el peaje por estas mismas razones ya que la cantidad de personas que a diario tenían que transitar dentro de un espacio donde viven y trabajan era mucha.



Cree que este proyecto resuelve este problema y no abre una discusión más de fondo respecto del tema de las concesiones. Estima que se debería conversar tanto con Concesiones como con el Ministerio de Obras Públicas y con el Ministerio de Transportes porque el efecto espejo que debería darse en el tema del Transantiago con Regiones fue aprobado por ley. Añadió, que el año pasado por el tema del terremoto no se aplicó esa ley pero ahora deberían aplicarse esas normas y no se han aplicado ninguna de sus disposiciones de homologar la cantidad de recursos que se invierten en el Transantiago con los servicios de transporte en las distintas regiones.



Estima que a partir de este proyecto de ley que presentan los Senadores Gómez y Cantero, la Comisión debería pedirle al Ministerio una revisión más detallada de todos los proyectos que hay en materia de concesiones privadas que han sido declaradas de interés público, que son muchas. Saber exactamente cuántas son y cuáles son los caminos alternativos que hay para esas rutas. 



Comparte lo señalado por el Honorable Senador señor Escalona en cuanto a que las rutas concesionadas tienen por finalidad mejorar la conectividad pero no se puede privar a los vecinos que viven en los sectores rurales de trasladarse, a lo mejor por los medios más precarios de tener una ruta. Entiende que tienen que ser de un estándar inferior al de la ruta concesionada pero tiene que haber una faja fiscal para efectuar un desplazamiento de manera alternativa.



El Honorable Senador señor Escalona, Presidente de la Comisión, manifestó que el representante del Ejecutivo encontró un resquicio para este proyecto de ley porque recuerda que envío oficio al señor Intendente para que le informará en qué se aplicaron los recursos del Transantiago para la Región de Los Lagos y, efectivamente, el señor Intendente en forma muy cortés le envió un oficio en que le informa en qué se gastan estos recurso, con los que se hace el gasto corriente de obras públicas. O sea, todos los pequeños caminos, la inversión rural, el ripiado, todo lo que se hace en las regiones con el presupuesto normal de obras públicas ahora se carga a la Ley del Transantiago, una provisión de transporte.



Recalcó que se aprobó una ley para abaratar el transporte y los recursos de la ley se ocupan para otra cosa, para inversión en obras públicas. La ley no es para que el Ministerio de Obras Públicas tuviera un desahogo en su gasto corriente, distorsionándose el objetivo de la Ley del Transantiago. El recurso no se gastó en subsidios para el transporte remunerado de pasajeros sino que se usaron en otra cosa, no para lo que estaba convenido. 



Aclaró que la redacción literal de la ley permite hacerlo, no está diciendo que es una ilegalidad pero claramente se cambió el espíritu de la ley.



Finalmente, el Honorable Senador señor Gómez manifestó que la Ley de Concesiones no contempla la existencia de vías alternativas a las vías concesionadas.


- En votación este proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular a la vez, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina, José Antonio Gómez Urrutia (Antonio Horvath Kiss) y Jaime Quintana Leal.

- - - - - - - - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Obras Públicas, os recomienda que aprobéis, en general y en particular, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Agréguense los siguientes incisos tercero, cuarto y final, nuevos, al artículo 75 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 850, del año 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 15.840, de 1964 y del DFL Nº 206, de 1960:


“En el caso de los contratos de ejecución de obra pública fiscal, adjudicados en licitación pública a cambio de la concesión temporal de su explotación, señalados en el artículo 87 de esta ley, cuando se trate de caminos públicos, interurbanos y que no cuenten con caminos alternativos habilitados para su uso con condiciones de seguridad mínimas, se eximirá del pago de peajes a aquellas personas naturales y empresas de transporte público interurbano de pasajeros, en tanto se cumplan los siguientes requisitos:


1. En el caso de las personas naturales, deberán acreditar que su domicilio se encuentra en alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y, además que realizan el pago del permiso de circulación en alguna de dichas comunas. Asimismo, cuando por razones de trabajo deban desplazarse de una comuna a otra por dicho camino deberán acreditar este hecho mediante su contrato de trabajo u otro documento.


2. En el caso de las empresas de transporte público interurbano de pasajeros, deberán acreditar que tienen su casa matriz dentro de alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y que el pago del permiso de circulación de los vehículos que utiliza para prestar el servicio son pagados en alguna de dichas comunas.


El cumplimiento de los requisitos antes señalados deberá acreditarse ante la municipalidad respectiva quien certificará dicho hecho a través del medio que considere más idóneo para ello y que permita la identificación de los vehículos de aquellas personas que gozan de esta exención.


No se podrá, en caso alguno, cobrar peaje en los caminos públicos cuya explotación se haya concesionado cuando a través de dicho camino sea la única ruta de acceso hacia un aeropuerto.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 15 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia (Antonio Horvath Kiss) y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 16 de junio de 2011.

(Fdo.): Ana Maria Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR GÓMEZ, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE COMPENSACIÓN A USUARIOS POR INTERRUPCIÓN, RESTRICCIÓN O RACIONAMIENTO DEL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE

(7636-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor José Antonio Gómez Urrutia.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios y establece reglas para que, por una parte, ante situaciones de escasez de agua potable, se privilegie el abastecimiento de la población frente a quienes son calificados como grandes consumidores y que, por otra, en casos de corte del suministro de agua potable que no tengan el carácter de programado o que se deba a situaciones previsibles por las empresas concesionarias de servicio público de distribución de agua potable, los consumidores tengan derecho a la respectiva compensación por parte de estas empresas.

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO



El fundamento de la propuesta dice relación con que, en la actualidad, si bien las empresas concesionarias de servicios sanitarios tienen la obligación de asegurar el suministro, debiendo cumplir con las obligaciones de regularidad y continuidad en la prestación del servicio, no existe la obligación para ellas de asegurar el abastecimiento de la población, privilegiando este tipo de servicio en vez de los contratos que tengan suscritos con grandes consumidores.


Actualmente, la Ley General de Servicios Sanitarios no prevé compensación alguna, a diferencia de lo establecido en materia eléctrica por la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

Como las empresas concesionarias de servicios sanitarios no están obligadas a compensar a los usuarios, éstos para resarcirse de los perjuicios sufridos deben demandar indemnización de perjuicios en juicio ordinario.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo 35 ter, incorporado por el Nº 2 del artículo único, deberá votarse de acuerdo con el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, como norma de ley Orgánica Constitucional, requiriendo para su aprobación, modificación o derogación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo con el artículo 77 de la Carta Fundamental.
OPINIÓN DE EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que la Sala del Senado envió oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del artículo único del proyecto de ley en estudio, en cumplimiento a lo preceptuado en los artículos 77, inciso segundo y siguientes de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


El Máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio Nº 97-2011, de fecha 8 de Junio de 2011, informándolo favorablemente, con algunas precisiones.

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- - Decreto con Fuerza de Ley Nº 382, de 21 de junio de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios. Sus artículos 10, 17, 35, Capítulo IV, de los Grandes Consumidores, artículos 47 C y 47 D.


2.- Decreto con Fuerza de Ley Nº 70, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988. Su artículo 12 A.


3.- Código de Procedimiento Civil. Sus artículos 199, 259, 262, 680 y siguientes; y el párrafo 2 del Título IV del Libro III. 


4.- Decreto Ley Nº 211, de 1973, Comisión Resolutiva.


5.- Ley Nº 18.705, publicada en el Diario Oficial el 24 de mayo de 1988.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que dio origen a esta iniciativa legal señala que en nuestro país, los servicios sanitarios, compuestos por los servicios de producción y distribución de agua potable y recolección y tratamiento de aguas servidas son prestados por empresas concesionarias de servicio público, cuya regulación, contenida, principalmente, en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del año 1988 del Ministerio Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, establece la obligación de las empresas de garantizar la continuidad y la calidad del servicio, quedando eximidas de ellas sólo frente a situaciones de fuerza mayor (artículo 35 inciso primero).



Además, puede afectarse la continuidad del servicio en que por razones imprescindibles para la prestación del mismo sea necesario interrumpir, restringir, o racionarlo, pero siempre que ellos sean programados y comunicados previamente.



A fin de asegurar la prestación del servicio se otorgan atribuciones a la Superintendencia de Servicios Sanitarios para que, por resolución fundada, obligue a la suscripción de contratos para la provisión de agua cruda en aquellos en que su ausencia, por negligencia o imprevisión de la empresa concesionaria respectiva afecte a la continuidad en su prestación.



De lo anterior se tiene que la legislación en materia de servicios sanitarios, busca asegurar la continuidad en la calidad del servicio, restringiendo las situaciones en que éste se puede suspender sólo a los casos de fuerza mayor y de cortes programados. No obstante, en determinados casos los cortes de servicio, especialmente en el caso de la provisión del servicio de agua potable, no se deben a estas razones sino que a otras; casos en que, a diferencia de lo que ocurre en materia eléctrica, no existe compensación para los usuarios del servicio.



Así, por ejemplo en el caso de los cortes de agua en la ciudad de Antofagasta, al no existir la obligación de compensar, la única posibilidad para los consumidores era iniciar las respectivas demandas para obtener la indemnización de los perjuicios que tal situación les provocó.



Por otra parte, no existe norma alguna que obligue a las empresas concesionarias del servicio público de distribución de agua potable, más allá de la obligación de continuidad del servicio, a privilegiar la provisión del servicio de agua potable por sobre, por ejemplo, los contratos que tengan suscritos con grandes consumidores.



Al ser el agua potable un elemento esencial para la vida de las personas, la regulación de la prestación del servicio, en manos de los privados, debe estar enfocada a asegurar un abastecimiento continuo y de calidad para la población, por lo que dicha regulación debe siempre estar perfeccionándose, a fin de asegurar los derechos frente a la empresa prestadora del servicio, más aún cuando para los usuarios no existe la posibilidad de elegir entre distintos prestadores, por tratarse de un monopolio, o prescindir de los servicios sanitarios.


En atención a las consideraciones anteriores, se formula esta propuesta que establece el deber de compensar a los usuarios frente a cortes de suministros que no se deban a situaciones de fuerza mayor o que no tengan el carácter de programados y, por otro lado, para suspender los contratos que las empresas concesionarias de producción o distribución de agua potable tengan suscrito con grandes consumidores, a fin de asegurar el abastecimiento de la población.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto consta de un artículo único, que mediante tres numerales, introduce las siguientes modificaciones en la Ley General de Servicios Sanitarios:


El número 1) elimina una frase del inciso primero del artículo 35, referida a los casos de fuerza mayor.


El número 2) incorpora los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quater, nuevos.


El artículo 35 bis establece una compensación a los usuarios -y su forma de determinación- por interrupción, restricción o racionamientos no programados e imprescindibles para la prestación del servicio.


El artículo 35 ter, por su parte, establece un “procedimiento sumarísimo” para la tramitación de los juicios de indemnización de perjuicios, por interrupción, restricción o racionamiento de agua potable.


El artículo 35 quater, finalmente, dispone que los prestadores deberán presentar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en el mes de diciembre de cada año, un plan de manejo de las emergencias que puedan afectar la continuidad y calidad del servicio a una parte o la totalidad de su área de concesión.


El número 3) incorpora un artículo 47 I, nuevo, estableciendo que determinados contratos de provisión de agua potable se suspenderán en su ejecución, mediante resolución fundada de la autoridad correspondiente, en aquellos casos en que sea necesario asegurar el suministro a la población dentro del área de concesión de la respectiva empresa.
DISCUSIÓN EN GENERAL 



El Honorable Senador señor Gómez, autor de la Moción propuso discutirlo sólo en general ya que el proyecto aborda también temas de procedimiento que requieren una mayor discusión.


Manifestó que en el Norte del país las concesionarias tienen contratos amarrados con los grandes consumidores. Señaló que la situación que lo indujo a presentar este proyecto de ley fue la rotura de las matrices, que dejó a la ciudad de Antofagasta sin agua durante 10 días y las mineras, curiosamente, siguieron teniendo agua. No hubo ninguna demanda de las mineras en contra de la empresa de Aguas de Antofagasta, ya que los contratos con ellas contemplan indemnizaciones de perjuicio muy elevados. En cambio, con la ciudadanía no tienen ninguna indemnización y si se llega a los tribunales existe el procedimiento ordinario que es largo y engorroso y termina con indemnizaciones pequeñas. 



Las personas naturales se encuentran desprotegidas frente a estas empresas respecto de un elemento vital como es el agua. Con este proyecto de ley pretende lograr un sistema en que las empresas de agua potable se hagan responsables, de producirse estos hechos y, en segundo lugar, que primero esté garantizado el recurso para el consumo humano y después para las empresas.



Los procedimientos en materia judicial son lentos por eso se estableció un procedimiento sumarísimo de manera que las empresas de agua potable cumplan con sus clientes. Si el usuario deja de pagar le cortan inmediatamente el suministro de agua y si se demora más de 3 días le cobran intereses. Sin embargo, la empresa no tiene ninguna responsabilidad  por los cortes y por su mala administración.



Esta es la finalidad de este proyecto de ley.



- Sometido a votación este proyecto de ley fue aprobado, en general,  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina, José Antonio Gómez Urrutia (Antonio Horvath Kiss) y Jaime Quintana Leal.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del año 1989 del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios sanitarios:


1.- Elimínese del inciso primero del artículo 35 la frase “las que sólo podrán ser afectadas por causa de fuerza mayor.” Pasando la coma (,) a ser punto final.


2.- Incorpórense los  siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, nuevos:


Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción, restricción o racionamiento que no sea programado e imprescindible para la prestación del servicio, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión, dará lugar al descuento proporcional del cargo fijo respectivo y al pago de una compensación a los usuarios, de cargo del concesionario, equivalente al duplo de las sumas de los valores de los cargos variables del agua potable, recolección de aguas servidas y tratamiento, cuando correspondiere, valorizada a precio de período punta.


Para la determinación del monto de la compensación que corresponda a cada usuario se estará al consumo promedio diario calculado para ese período dividido por 24 y multiplicado por el número de horas o fracción de hora en que el servicio se encuentre suspendido.


Cuando la interrupción del suministro exceda las tres horas continuas la compensación determinada conforme a los incisos precedentes, se incrementará en un 100%. Dicho monto se incrementará en un 50% por cada tres horas adicionales a contar de las primeras seis horas de interrupción del suministro.


La compensación regulada en este artículo se efectuará descontando las cantidades correspondientes en la facturación más próxima, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.


En caso de que entre el hecho que da derecho a la compensación y el pago de la misma transcurran más de tres meses, se deberá reajustar el monto de la misma conforme a la variación del índice de precios al consumidor, entre el mes anterior a que se produjo el hecho y el mes anterior al pago de la compensación.


La compensación regulada en este artículo es independiente del derecho de cada usuario para demandar la indemnización de los perjuicios que le haya producido la interrupción, restricción o razonamiento.


Artículo 35 ter.- La tramitación de los juicios de indemnización de perjuicios, por interrupción, restricción o racionamiento de agua potable se hará conforme al procedimiento sumarísimo que se establece a continuación:


1°.- Deducida la demanda, el tribunal citará a las partes a audiencia dentro del quinto día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil;


2°.- La audiencia se celebrará con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación de la demanda y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse;


3°.- Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, que no podrá exceder los 15 días.


4°.- La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe, en su caso;


5°.- La sentencia definitiva será apelable en el solo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables, y


6°.- La apelación se tramitará como en los incidentes y gozará de preferencia para su vista y fallo.


7°.- Los plazos que se establecen en este procedimiento serán de días hábiles.


Artículo 35 quater.- Los prestadores deberán presentar a la Superintendencia, en el mes de diciembre de cada año, un plan de manejo de las emergencias que puedan afectar la continuidad y calidad del servicio a una parte o la totalidad de su área de concesión. Dicho plan deberá considerar las medidas de mitigación que el prestador adoptará y, además, los planes de acción para superar la situación de emergencia. Sin perjuicio de las sanciones que procedan por la falta de presentación del plan de manejo de emergencias, la Superintendencia, producida alguna emergencia, podrá establecer las medidas de mitigación que sean necesarias, a costa del prestador respectivo.


3.- Agréguese el siguiente artículo 47 I nuevo:


Artículo 47 I.- Los contratos de provisión de agua potable suscritos entre usuarios finales grandes consumidores y empresas concesionarias de distribución de agua potable o con las empresas concesionarias de producción de agua potable que utilicen, para prestar el servicio, redes de empresas concesionarias de distribución, se suspenderán en su ejecución, mediante resolución fundada de la autoridad correspondiente, en aquellos casos en que sea necesario asegurar el suministro a la población dentro del área de concesión de la respectiva empresa concesionaria de distribución de agua potable. La suspensión de los contratos no podrá tener una duración superior a un año corrido.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 15 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia (Antonio Horvath Kiss) y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a  16 de junio de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida




Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR LETELIER, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PROHÍBE A EMPRESAS QUE OTORGAN CRÉDITOS EXIGIR SEGURO DE CESANTÍA A JUBILADOS

(6980-03)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Economía presenta su informe acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.




Se hace presente que el artículo único del proyecto es propio de ley común y no contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.




A una o más de las  sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel y Carlos Ignacio Kuschel Silva, y las siguientes personas: 

- Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Subsecretario, señor Tomás Flores Jaña; el Jefe de la División Jurídica, señor Eduardo Escalona; el Coordinador de Asesores del Ministro, señor Cristián Gardeweg Ortúzar, y el asesor del Ministro, señor Alejandro Arriagada Ríos. 

- Del Servicio Nacional del Consumidor, el Director, señor Juan Antonio Peribonio Poduje, y la Jefa del Departamento Jurídico, señora Ximena Castillo Faura. 

- De la Superintendencia de Valores y Seguros, el Jefe del Área de Protección al Inversionista y Asegurado, señor Fernando Pérez Jiménez, y la Jefa de Gabinete del Superintendente, señora Rosario Celedón Foster. 

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las analistas señoras Gigliola Cella Garrido, Alejandra Pacheco de la Cruz y Francisca Navarro Moyano. 

- De la Asociación Gremial de Cajas de Compensación, el Gerente General, señor Renato de la Cerda; el Gerente de Finanzas de la Caja de Compensación Los Andes, señor Ricardo Villegas; el Gerente de Operaciones de la Caja de Compensación Los Héroes, señor Germán Lafrentz, y el Gerente de Operaciones de la Caja de Compensación La Araucana, señor Oscar Pradenas. 

- De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), el abogado del Programa de Asesorías Legislativas, señor Sebastián Pavlovic Jeldres. 

- De la Biblioteca del Congreso Nacional, los analistas señoras Christine Weidenslaufer von Kretschmann y Annete Hafner y señor James Wilkins Binder. 

- Del Instituto Libertad y Desarrollo, el abogado señor Daniel Montalva Armanet. 

- El asesor del Honorable Senador señor Letelier, don Marcelo Rojas Vega y el asesor del Honorable Senador señor Tuma, don Cristián Beltrán Gacitúa.
- - - - - - - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Al tenor de la moción que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivo prohibir el cobro de seguro de cesantía a personas que tengan la calidad de jubilado, en cualquier relación comercial que implique una obligación a crédito por parte del consumidor, protegiendo así a un segmento de consumidores vulnerables, que muchas veces no tienen pleno conocimiento de todas las obligaciones que contraen al momento de suscribir un contrato.


El proyecto está conformado por un artículo único, que establece esa prohibición incorporando al efecto un artículo 3° quáter, nuevo, en la ley N° 19.496.


Se hace presente que una iniciativa muy similar, de la que es autor el mismo Honorable Senador señor Letelier, está pendiente en la Comisión de Trabajo del Senado
.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con la ley 
N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN GENERAL


Expresa el autor de la moción que da inicio al proyecto en informe que hay abundantes ejemplos de casos en que instituciones financieras y casas comerciales imponen a adultos mayores pensionados la contratación de un seguro de cesantía, al momento de otorgarles créditos o de renegociarlos. Se trata de contratos de adhesión que en la mayoría de los casos no son informados al consumidor. 

Indica luego que el referido contrato de seguro carecería de causa, por cuanto el asegurado no obtendrá indemnización por un siniestro que no puede tener lugar. El asegurador, entonces, percibirá un beneficio económico, el pago de la prima, sin que resulte obligado a efectuar alguna contraprestación, en otros términos, conseguirá un enriquecimiento ilícito.


La moción propone poner remedio a esta cuestión prohibiendo el cobro de seguro de cesantía a adultos mayores que tengan la calidad de jubilado. La infracción acarrea la nulidad del contrato de seguro y obliga al proveedor a restituir las sumas percibidas, reajustadas y con intereses.


Manifestó el Honorable Senador señor Letelier que las empresas comerciales detallistas practican las ventas atadas: ofrecen una tarjeta de crédito supeditada a la contratación de un seguro que las más de las veces ni siquiera es informado al consumidor, y si éste lo rechaza, no obtiene el crédito. Añadió que en un mediano plazo los adultos mayores serán del orden del 20% de la población del país, lo que los constituye en un segmento de mercado importante, pero desprotegido.


Cabe señalar que la ubicación propuesta para el nuevo precepto que se incorporaría a la ley N° 19.496 es en el párrafo sobre los derechos y deberes básicos del consumidor, que son irrenunciables anticipadamente.

El Gerente General de la Asociación de Cajas de Compensación, don Renato de la Cerda, manifestó el absoluto acuerdo de su representada con el proyecto, porque exigir seguro de cesantía a un pensionado es improcedente, ya que por definición dicho seguro cubre el riesgo de pérdida del trabajo. Ninguna de las cinco Cajas que operan en Chile exige ese seguro a los pensionados, aseveró.

Los pensionados pueden afiliarse libre y voluntariamente a una Caja de Compensación y se le cobra una comisión mensual de 1% del monto de su pensión, no obstante que la ley autoriza a cobrar hasta el 2%.

Las Cajas de Compensación son muchas veces la única opción de acceder al crédito que tiene un pensionado y el único seguro que ellas exigen es el de desgravamen, siempre que haya un crédito de por medio y la edad del pensionado le permita ser asegurable. Afirmó que en caso de fallecer un deudor no cubierto por el seguro de desgravamen, no se cobra la deuda a su sucesión. Esto es posible porque las Cajas son instituciones de seguridad social sin fines de lucro, por lo que sus ingresos y excedentes se aplican a los beneficios que ellas otorgan a sus asociados. 

Informó que según estudios efectuados por el Servicio Nacional del Consumidor, las Cajas de Compensación cobran las tasas de interés más bajas y pueden exhibir el índice de conflictividad más bajo de los reclamos que se presentan al SERNAC. Las Cajas sólo aplican tasas diferenciadas según el monto y el plazo del crédito y no discriminan por el nivel patrimonial del prestatario. Además, las Cajas no exigen adquirir otros productos cuando un asociado solicita un préstamo.

El Jefe del Área de Protección al Inversionista y Asegurado de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), señor Fernando Pérez, manifestó en el seno de la Comisión que no es procedente prohibir la oferta y contratación de un seguro de cesantía por el mero hecho de ser el asegurable un jubilado o pensionado, porque no existe impedimento legal para que esa persona pueda prestar servicios bajo un contrato de trabajo, desarrollar actividades a honorarios o desempeñarse como trabajador independiente, situaciones todas en las cuales está afecta al riesgo de caer en el desempleo. Recomendó en cambio abordar el tema por la vía de la transparencia y la debida información al momento de contratar un seguro de ese tipo. 

Señaló, además, que el mercado ofrece actualmente un Seguro Integral de Desempleo, Incapacidad Temporal y Enfermedades Graves que ampara explícitamente a quienes desempeñen una actividad remunerada, con vínculo de subordinación y dependencia, en virtud de un contrato de trabajo indefinido. Se inserta como anexo el documento presentado en la Comisión por la Superintendencia. 


El Director del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), señor Juan Antonio Peribonio, informó que el seguro de cesantía es siempre voluntario y que en los contratos de crédito de consumo no hay seguros obligatorios. En consecuencia, si el proveedor lo exige como condición para otorgar el préstamo infringe la ley N° 19.496. Sólo podrá contratarse dicho seguro si se satisfacen las siguientes condiciones: que se informe al consumidor que es voluntario, así como sus características de cobertura, precio y forma de pago; se le reconozca la libertad de decidir si lo toma o no, y se le respete el derecho a contratarlo en la compañía de su elección. De lo contrario, el proveedor incumple su obligación de proporcionar al consumidor una información veraz y oportuna, transgrede el derecho de éste a la libre elección, lo discrimina arbitrariamente y, en su caso, incurre en negativa injustificada de proveer el producto.


El SERNAC juzgó que la iniciativa de proteger al consumidor de la tercera edad que se encuentra jubilado es buena, y que puede ser mejorada de manera que no coarte el derecho a la libre elección del consumidor. 


Expresó que una prohibición en términos absolutos, tal como esta concebida en el texto, deja sin acceso al seguro de cesantía a jubilados que ejerzan una actividad remunerada y deseen contratarlo. La alternativa sugerida es consagrar una excepción a la prohibición general, en favor de los pensionados que voluntaria e informadamente elijan contratar ese tipo de seguro, haciendo constar explícitamente su consentimiento en el contrato. Se inserta como anexo el documento presentado en la Comisión por el Servicio.


El Honorable Senador señor Tuma indicó que son las Cajas de Compensación las que otorgan la mayor cantidad y volumen de crédito a las personas acogidas a jubilación, porque ellas tienen por ley una facilidad de que carecen otras instituciones crediticias, como es el descuento por planilla. Esto sitúa a los prestatarios en una posición de cautividad, que explica por qué las tasas de interés que aplican las Cajas son más elevadas.


Advirtió su Señoría que en la Comisión de Trabajo del Senado está pendiente un proyecto de que es autor, junto con los Honorables Senadores señora Alvear y señores García y Escalona
, que extiende la facultad de hacer descuentos por planilla a otros proveedores de crédito que atienden el mismo segmento del mercado, de manera de introducir en él un factor de auténtica competencia. Solicitó proponer a la Sala que cambie el trámite de dicha iniciativa, para que sea remitida para informe a esta Comisión de Economía.


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró pertinente la Moción en informe, que se hace cargo de un problema real, que no tiene regulación legal. Cuando es posible el descuento por planilla el riesgo disminuye considerablemente, lo que hace innecesario un seguro. Si hubiera más competencia las tasas debieran ser más bajas. Será necesario buscar una fórmula que no constituya una barrera de acceso al crédito para las personas a las que se pretende beneficiar, agregó Su Señoría.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que el tema no está regulado porque en derecho privado rige el principio de autonomía de la voluntad, que permite ejecutar y celebrar todo acto o contrato que no esté prohibido. Entonces, habrá que dilucidar si la materia se inscribe en el orden público económico o si el contrato en cuestión adolece de objeto ilícito.


Reconoció que el descuento por planilla en ocasiones da lugar a abusos o situaciones inconvenientes, pero si se admite esta modalidad no debe ser sobre una base excluyente y discriminatoria. Por ello, coincidió en la idea de ampliar a otros actores del mercado la posibilidad de hacer estos descuentos.


Hizo presente que el proyecto en discusión prohíbe a un pensionado que trabaje contratar el seguro de cesantía y así tener acceso a un crédito mayor, porque se tendría en cuenta la totalidad de su ingreso. El que asegura contra cesantía a quien no tiene la posibilidad de sufrir el riesgo de desempleo podrá ser sancionado por la Superintendencia del ramo. Además, la única posibilidad de que el pensionado pierda su pensión es que la entidad pagadora caiga en quiebra.


Durante la discusión en general, el Honorable Senador señor Tuma formuló indicación para sustituir el artículo 3° quáter que propone el proyecto, por el siguiente:


“Artículo 3° quáter.- Se tendrán por no celebrados los contratos de seguro de cesantía suscritos por adultos mayores que, al tiempo de la suscripción del contrato, no hubieren tenido vigente una relación laboral debidamente formalizada, de cualquier naturaleza.


Para estos efectos se considerará adulto mayor a la mujer que ha cumplido 60 años de edad y al hombre que ha cumplido los 65.


La compañía que asegure el riesgo de cesantía de adultos mayores que no tengan vigente una relación laboral, deberá restituir el valor de las primas cobradas, con reajustes e intereses.”.


La Comisión consideró que la inspiración de la Moción es positiva, por cuanto procura impedir abusos que podrían cometerse al imponer la contratación de un seguro a quien no está afecto al siniestro. Sin embargo, consideró que el texto amerita introducirle algunas precisiones que lo hagan más eficaz, por lo que prefirió aprobar la idea de legislar y proponer a la Sala hacer lo mismo, para abrir luego un plazo de indicaciones que permita recoger las ideas que a esa finalidad aporten los colegisladores. En vista de ello, no se pronunció sobre la indicación del Honorable Senador señor Tuma.


- La idea de legislar fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Prokuriça, Tuma y Zaldívar.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación en general propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase un nuevo artículo 3° quáter a la ley Nº 19.496, del siguiente tenor:
“Los adultos mayores que tengan la calidad de jubilado no podrán ser objeto de contratos de seguro de cesantía por parte de ningún proveedor, so pena de entenderse nulo dicho contrato y debiendo restituir las sumas percibidas en razón de dichos contratos, con el debido reajuste y los correspondientes intereses”.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 12 y 19 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán (Ricardo Lagos Weber) y Andrés Zaldívar Larraín, y de fechas 9 de marzo y 8 de junio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Alberto Espina Otero, José García Ruminot (Baldo Prokuriça Prokuriça), Víctor Pérez Varela y Eugenio Tuma Zedán.


Valparaíso, 14 de junio de 2011. 

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras 

Secretario
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR LETELIER, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA EL TRATO DEGRADANTE A MENORES DE EDAD

(7743-07)

1. Fundamentos.- En general se advierte una tendencia en el derecho comparado de recoger los alcances normativos de diversos instrumentos internacionales, como la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, la Convención Europea de Derechos Humanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en materia de tratos degradantes.

Como expresa la doctrina, la idea de trato degradante es considerada como el último eslabón en una escala de gravedad que incluye en segundo lugar el trato inhumano y culmina con la tortura. Por ello resulta un concepto al que cabe reconciliar los supuestos definidos como tortura blanca, dirigidos a quebrantar la personalidad, disminuir la identidad personal y minar el equilibrio físico de cualquiera. Pese a su menor importancia respecto a la tortura o los tratos inhumanos, el Tribunal europeo exige que tenga cierta gravedad y que suponga humillación ante los demás o ante sí mismo, al incitarle a actuar contra su voluntad o su conciencia.

El bien jurídico protegido, en esta clase de delitos es la integridad moral, la que constituye una manifestación directa de la dignidad humana. Tal como sucede con la integridad física y la salud, el atentado contra la integridad moral intensifica el injusto producido por la agresión al bien jurídico genérico incolumidad corporal, que es lo protegido en las lesiones.

2. Derecho Comparado.- En España el Art. 173 del Código Penal, consagra el delito de tratos degradantes como tipo penal que afecta la integridad moral. Ello supone, que el delito requiere de la presencia de dos elementos: de una parte que el sujeto pasivo sea objeto de tratos degradantes, y de otra, que estos tengan tal magnitud que afecten su integridad moral. Se trata en consecuencia, de un tipo autónomo al delito de tortura, cuyo contenido resulta mucho más amplio que el del delito contenido en el Art. 174 CP. No obstante, algún sector de la doctrina señala su carácter residual, para acoger hechos que no son fácilmente subsumibles en otros delitos o que siéndolo no son suficientes para valorar el aspecto denigrante o vejatorio que constituye la esencia del atentado a la integridad moral, (cfr. Muñoz Conde, P.E., p. 194 y 195)

3. Ideas Matrices.- El presente proyecto tiene por objeto incorporar en el Código Penal, específicamente, capítulo III referido a los derechos garantidos en la Constitución, mediante la introducción de esta figura, en el título antes señalado, con el objeto de tutelar la integridad moral de las personas, que como se ha dicho es expresión de la dignidad humana, en este tema especial importancia es la situación del menor atendido la importancia de éste en su proceso de desarrollo, así como también la especial situación de vulnerabilidad de los discapacitados.

Es sobre la base de estos antecedentes que venimos en proponer el siguiente:

Proyecto de ley

Art. Único.- Agréguese en el Código Penal el siguiente Art. 147 bis nuevo:

Art. 147 bis.- El que inflingiere a un menor de edad un trato degradante menoscabando gravemente su integridad moral será castigado con presidio menor en su grado mínimo.

Se aumentará la pena en un grado si el que cometiere el delito descrito en el inciso precedente:

1° Hubiere sido cometido por autoridad pública, ministro de un culto religioso, guardador, maestro, empleado o encargado por cualquier título o causa de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido.

2° Si el menor ofendido fuere discapacitado.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel

Senador
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� Boletín N° 7.045-13.


� Boletín N° 7.092-13. La Comisión respaldó la petición y el Senado, en sesión de 8 de junio de 2011, la acogió.
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